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1.- Asistencias y ausencias. 


Asisten los señores Representantes: Pablo Abda- 
la, Washington Abdala, Álvaro Alonso, Alfredo Álva- 
rez, Pablo Álvarez López, José Amorín Batlle, Beatriz 
Argimón, Roque Arregui (1), Miguel Asqueta Sóñora, 
Alfredo Asti, Julio Balmelli, Víctor Barragán, Ariel Ba- 
rrios, Luis Batalla, Gloria Benítez, Bertil R. Bentos, 
Gustavo Bernini, Daniel Bianchi, Eleonora Bianchi, 
José Luis Blasina, Gustavo Borsari Brenna, Sergio 
Botana, Heber Bousses, Eduardo Brenta, Juan José 
Bruno, Irene Caballero, Alfredo Cabrera, Diego Cáne- 
pa, Rodolfo Caram, Daniel Carbajal, Germán Cardo- 
so, José Carlos Cardoso, Julio Cardozo Ferreira, 
Américo Carrasco, Federico Casaretto, Alberto Ca- 
sas, Raúl Casás, Nora Castro (2), Hebert Clavijo, Ro- 
berto Conde, Hugo Cuadrado (3), Mauricio Cusano, 
Richard Charamelo, Álvaro Delgado, Juan José Do- 
mínguez, David Doti Genta, Gustavo A. Espinosa, 
Eduardo Fernández, Julio César Fernández, Luis Ga- 
llo Cantera, Javier García, Daniel García Pintos, Nora 
Gauthier, Rodrigo Goñi Romero, Óscar Groba, Gus- 
tavo Guarino, Tabaré Hackenbruch Legnani, Uberfil 
Hernández, Doreen Javier Ibarra, Álvaro F. Lorenzo, 
Guido Machado, José Carlos Mahía, Rubén Martínez 
Huelmo, Pablo Martins, Carlos Mazzulo, Jorge Me- 
néndez, Artigas Melgarejo, Eloísa Moreira, Gonzalo 
Mujica, Pablo Naya, Gonzalo Novales, José Quintín 
Olano Llano, Lourdes Ontaneda, Jorge Orrico, Edgar- 
do Ortuño, lvonne Passada, Daniela Payssé, Daniel 
Peña Fernández, Adriana Peña Hernández, Aníbal 
Pereyra, Darío Pérez Brito, Esteban Pérez, Julio Pé- 
rez, Enrique Pintado, Iván Posada, Jorge Pozzi, Ed- 
gardo Rodríguez, Nelson Rodríguez Servetto, Javier 
Salsamendi, Tomás Sánchez, Víctor Semproni, Ra- 
món Simonet, Arturo Torres, Mónica Travieso, Jaime 
Mario Trobo, Carlos Varela Nestier, Homero Viera, 
Horacio Yanes y Óscar Zabaleta. 


Con licencia: Manuel María Barreiro, Alba M. 
Cocco Soto, Silvana Charlone, Carlos Enciso Chris- 
tiansen, Sandra Etcheverry, Luis José Gallo Imperia- 
le, Carlos Gamou, Jorge Gandini, Carlos González 
Álvarez, Pablo Iturralde Viñas, Luis A. Lacalle Pou, 
Fernando Longo Fonsalías, Daniel Mañana, Carlos 
Maseda, Jorge Patrone, Pablo Pérez González, Juan 
A. Roballo, Juan C. Souza, Hermes Toledo Antúnez y 
Álvaro Vega Llanes. 


Faltan con aviso: Jorge Romero Cabrera y Carlos 
Signorelli. 


Actúan en el Senado: Alberto Perdomo Gamarra, 
Luis Rosadilla y Héctor Tajam. 


Observaciones: 


(1) Ala hora 15:10 durante el desarrollo de la Sesión 
Especial comenzó licencia, ingresando en su lu- 
gar el Sr. Hugo Cuadrado. 


(2) Ala hora 16:47 durante el desarrollo de la Sesión 
Especial comenzó licencia, ingresando en su lu- 
gar el Sr. Julio Balmelli. 


(3) A la hora 18:15 cesó en sus funciones por rein- 
tegro de su titular el Sr. Roque E. Arregui. 


2.- Asuntos entrados. 


"Pliego N* 198 
PROMULGACIÓN DE LEYES 


El Poder Ejecutivo comunica que, con fecha 20 
de julio de 2007, ha promulgado las siguientes leyes: 


e N* 18.157, por la que se aprueba el Acuerdo so- 
bre Cooperación Policial en la Investigación, 
Prevención y Control de Hechos Delictivos, con 
la República Federativa del Brasil, suscripto en 
la ciudad de Río Branco, el 14 de abril de 2004. 

C/995/006 


e N” 18.158, por la que se aprueba el Acuerdo con 
el Gobierno de la República Federativa del Brasil 
para la Creación de Escuelas y/o Institutos Bina- 
cionales Fronterizos Profesionales y/o Técnicos y 
para la Habilitación de Cursos Técnicos Binacio- 
nales Fronterizos, suscrito en Brasilia, el 1* de 
abril de 2005. C/1754/007 


e N” 18.159, referente a normas sobre promoción 
y defensa de la competencia. C/298/005 


- Archívense 
DE LA PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA GENERAL 


La Presidencia de la Asamblea General destina a 
la Cámara de Representantes el proyecto de ley, re- 
mitido con su correspondiente mensaje por el Poder 
Ejecutivo, por el que se faculta al Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social a extender por un plazo de 
hasta ciento ochenta días el subsidio por desempleo 
de los trabajadores de la empresa Rilomán Sociedad 
Anónima. C/1951/007 


- A la Comisión de Legislación del Trabajo 
INFORMES DE COMISIONES 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración se expide sobre el 
proyecto de ley por el que se designa “Juan Alberto 
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Bonnet” la Plaza de Deportes de la ciudad de Colo- 
nia Valdense, departamento de Colonia.  C/778/006 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la 
de Asuntos Internos se expide sobre el proyecto de 
resolución por el que se modifica el Presupuesto de 
Secretaría del Cuerpo. C/1817/007 


- Se repartieron con fecha 26 de julio 


La Comisión de Legislación del Trabajo se expi- 

de sobre el proyecto de ley por el que se autoriza a 

los Bancos Central del Uruguay, de la República 

Oriental del Uruguay y de Seguros del Estado, a con- 
tratar a ex empleados del Banco de Crédito. 

C/1908/007 


La Comisión de Educación y Cultura se expide 
sobre los siguientes proyectos de ley: 


e porel que se designa “Pedro Alberto Macció” la 
Escuela N* 56 del departamento de Montevideo. 
C/1320/006 


e por el que se designa “República Italiana” la Es- 
cuela N* 90 del departamento de Rocha. 
C/1295/006 


e porel que se designa “Bernardino Correa Paiva” 
la Escuela Rural de Sarandí de Arapey, departa- 
mento de Salto. C/1377/006 


+. por el que se designa “Evaristo Álvarez” la Es- 
cuela Rural N* 80 de Laureles, departamento de 
Salto. C/1401/006 


e por el que se designa “República de Francia” la 
Escuela Rural N* 5 del departamento de Canelo- 
nes. C/1524/006 


- Se repartirán 
COMUNICACIONES DE LOS MINISTERIOS 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería 
contesta los siguientes pedidos de informes: 


e del señor Representante Tabaré Hackenbruch 
Legnani, sobre los recursos humanos de la se- 
cretaría de cada miembro del Directorio de la Ad- 
ministración Nacional de Telecomunicaciones. 

C/1635/007 


e del señor Representante Carlos Varela Nestier, 
relacionado con la integración del Directorio de la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones 
desde el 1% de marzo de 1995 al 29 de febrero de 
2000 y a la política de publicidad de dicho Ente. 

C/1652/007 


e del señor Representante Guido Machado, sobre la 
promoción de un espectáculo artístico. 
C/1669/007 y C/1670/007 


e del señor Representante José Carlos Mahía, refe- 
rente a la titularidad de los medios de comunica- 
ción en el departamento de Durazno. C/1751/007 


e del señor Representante Rodrigo Goñi Romero, 
sobre una licitación realizada por la Administración 
Nacional de Telecomunicaciones. C/1785/007 


El Ministerio del Interior contesta la exposición 
realizada por el señor Representante Jorge Menén- 
dez, en sesión de 16 de mayo de 2007, por la que 
manifiesta agradecimiento por la solidaridad con los 
damnificados por las inundaciones en el departa- 
mento de Durazno. s/C 


El Ministerio de Relaciones Exteriores acusa re- 
cibo de las siguientes exposiciones realizadas: 


e por varios señores Representantes, en sesión de 
5 de junio de 2007, en conmemoración del Día 
Mundial del Medio Ambiente. s/C 


+. porel señor Representante José Carlos Cardo- 
so, en sesión de 12 de junio de 2007, por la que 
plantea la falta de soluciones a numerosos y re- 
levantes problemas que afectan a las poblacio- 
nes de Chuy, en el departamento de Rocha y de 
Chuí en la República Federativa del Brasil. S/C 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente remite la información suminis- 
trada por el Banco Hipotecario del Uruguay, en res- 
puesta al pedido de informes del señor Representante 
Horacio Yanes, relacionado con el ingreso de funcio- 
narios entre marzo de 2000 y marzo de 2005. 

C/1713/007 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con- 
testa el pedido de informes del señor Representante 
Pablo Abdala, acerca de las prestaciones de pasivi- 
dades servidas por la Caja de Jubilaciones y Pensio- 
nes de Profesionales Universitarios, la Caja Notarial 
de Seguridad Social, la Caja de Jubilaciones y Pen- 
siones Bancarias y los Servicios de Retiros y Pensio- 
nes de las Fuerzas Armadas y Policiales. C/1640/007 


El Ministerio de Economía y Finanzas contesta 
los siguientes pedidos de informes: 


e del señor Representante Gustavo A. Espinosa, 
sobre el conocimiento por parte de funcionarios 
del Banco de la República Oriental del Uruguay, 
de resoluciones del Directorio del mismo, relacio- 
nadas con el endeudamiento productivo. 

C/1823/007 
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e del señor Representante Jorge Gandini, sobre la 
rescisión de contrato con una empresa privada. 
C/1926/007 


El Ministerio de Desarrollo Social contesta el pe- 
dido de informes del señor Representante Rodrigo 
Goñi Romero, relacionado con un llamado a concurso 
para proveer cargos de instructores en dependencias 
del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 

C/1315/006 


El Ministerio de Salud Pública contesta los si- 
guientes asuntos: 


e pedidos de informes: 


e de los señores Representantes Nelson Rodrí- 
guez Servetto y Federico Casaretto, acerca de 
los recursos humanos y el funcionamiento del 
Hospital de Maldonado. C/1553/007 


del señor Representante David Doti Genta, refe- 

rente a la situación de una señora funcionaria y 

con un equipo del Hospital Escuela del Litoral. 
C/1588/007 


del señor Representante Horacio Yanes, rela- 
cionado con el ingreso de funcionarios entre 
marzo de 2000 y marzo de 2005. —C/1713/007 


exposiciones escritas: 


e presentada por el señor Representante Rodolfo 
Caram, sobre los perros sueltos que circulan 
por la ciudad capital del departamento de Arti- 
gas. C/22/005 


e presentada por el señor Representante David 
Doti Genta, relacionada con la contratación de 
enfermeras y choferes para las ambulancias de 
varias localidades del departamento de Pay- 
sandú. C/22/005 


- A sus antecedentes 
PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante José Carlos Cardoso so- 
licita se curse un pedido de informes a los Ministerios 
de Economía y Finanzas y de Relaciones Exteriores, 
relacionado con la Delegación Uruguaya ante la Co- 
misión Técnica Mixta de Salto Grande. — C/1935/007 


El señor Representante Julio Mario Musetti soli- 
cita se cursen los siguientes pedidos de informes: 


e al Ministerio de Educación y Cultura y por su in- 
termedio a la Junta Asesora en Materia Econó- 
mico Financiera del Estado: 


e acerca de la situación de señor ciudadano que 
habiendo sido electo Edil por el departamento 
de Canelones, ocupó un cargo en la Intendencia 
Municipal de ese departamento. C/1936/007 


e referente al desempeño de un señor funciona- 
rio de la Intendencia Municipal de Canelones, 
en actividades presuntamente incompatibles 
con su trabajo. C/1937/007 


e al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social: 


e y por su intermedio al Instituto Nacional de Ali- 
mentación, sobre la atención de la población 
del departamento de Canelones. —C/1938/007 


e y por su intermedio al Banco de Previsión So- 
cial, relacionado con el pago de aportes por 
parte de la Intendencia Municipal de Canelo- 
nes. C/1939/007 


e ala Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
acerca de los proyectos presentados por la In- 
tendencia Municipal de Canelones para ser fi- 
nanciados y ejecutados por el Fondo de Desa- 
rrollo del Interior. C/1940/007 


e al Ministerio de Economía y Finanzas: 


e acerca de los recursos recibidos por la Inten- 
dencia Municipal de Canelones durante los 
años 2006 y 2007. C/1941/007 


e y por su intermedio al Banco Central del Uru- 
guay: 


e referente a la situación de dos funcionarias 
contratadas por ese Banco. C/1942/007 


e relacionado con la prórroga de los contratos 
de quince profesionales. C/1943/007 


e y por su intermedio al Banco de la República 
Oriental del Uruguay, sobre la contratación de 
escribanos públicos, bajo la modalidad de 
arrendamiento de obra. C/1944/007 


- Se cursaron con fecha 24 de julio 


El señor Representante Álvaro Delgado solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de In- 
dustria, Energía y Minería, y por su intermedio a la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Pórtland, acerca de una empresa distribución de gas 
por cañería. C/1945/007 


El señor Representante Jaime Mario Trobo soli- 
cita se cursen los siguientes pedidos de informes: 


e al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
referente a convenios firmados con clubes de- 
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portivos para la realización de obras. 
C/1946/007 


e al Ministerio de Turismo y Deporte, sobre pre- 
suntos convenios realizados entre el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas con clubes de- 
portivos, para la realización de obras. 

C/1947/007 


- Se cursaron con fecha 25 de julio 


El señor Representante Carlos Enciso Christian- 
sen solicita se curse un pedido de informes al Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores, relacionado con las va- 
cantes en las misiones diplomáticas de nuestro país. 

C/1948/007 


- Se cursó con fecha 26 de julio 


El señor Representante Gustavo A. Espinosa so- 
licita se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Desarrollo Social, con destino al Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay, acerca de un delito de pro- 
ducción pornográfica que involucra a niñas de ese 
Instituto. C/1949/007 


El señor Representante Jaime Mario Trobo soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, referente a la cantidad de uru- 
guayos que no fueron admitidos en oportunidad de 
ingresar al Reino de España, durante los años 2006 y 
2007. C/1950/007 


- Se cursaron con fecha 27 de julio 
PROYECTOS PRESENTADOS 


El señor Representante Juan José Bruno pre- 
senta, con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de ley por el que se declara “Capital de 
los Caudillos” la ciudad capital del departamento de 
Durazno. C/1952/007 


- A la Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración". 


3.- Proyectos presentados. 


"CAPITAL DE LOS CAUDILLOS. (Se declara la ciu- 
dad capital del departamento de Durazno). 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Declárase la ciudad de Durazno 
“Capital de los Caudillos”. 


Montevideo, 25 de julio de 2007. 


JUAN JOSÉ BRUNO, Representante por 
Durazno. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Así como podemos decir que Montevideo y Mal- 
donado, patrimonialmente, representan la ciudad es- 
pañola colonial, y que Colonia del Sacramento es el 
paradigma de la ciudad lusitana, Durazno, en buena 
medida, representa la ciudad de la fundación de la 
Patria, es decir, emblemática de los tiempos genéri- 
cos de nuestra nacionalidad que tuvieron en ella epi- 
centro político y militar de excepción. 


Incluso, significativamente, los testimonios inmue- 
bles del papel protagónico de este lugar central del te- 
rritorio en formación de la nación oriental se remontan 
al período pre urbano, cuando el General José Artigas 
y el pueblo oriental al regresar del Éxodo, al finalizar 
1812, establecieron su gran campamento a orillas del 
río Yí, oportunidad en que el gran Caudillo firmó el 
célebre documento conocido como Precisión del Yí, 
en el cual de manera categórica se establece la inde- 
clinable vocación autonómica de los pobladores del 
territorio oriental. Aún hoy, a poca distancia de la 
costa del Yí, se conserva buena parte de la edifica- 
ción original donde seguramente se alojó Artigas y 
suscribió tan fundamental documento; sin embargo el 
riesgo de su desaparición es muy alto dado que hasta 
el presente no goza de ninguna protección. 


Menos de una década después, a partir de 1821, 
se iniciaba la fundación de la Villa de San Pedro del 
Durazno, cuyos pobladores fueron identificados por el 
Fundador, el entonces Coronel Fructuoso Rivera, co- 
mo “los Huérfanos de la Patria” por ser en su mayoría 
veteranos de guerra por la Revolución que habían lu- 
chado por la causa artiguista y federal y que carecían 
de hogar. 


Prácticamente desde su origen, la Villa del Duraz- 
no estuvo signada por jugar un papel decisivo en todo 
el acontecer de los orígenes de nuestra nación, aso- 
ciada sobre todo al papel protagónico que le dieron 
las figuras de los Brigadieres Juan Antonio Lavalleja y 
Fructuoso Rivera. 


Tanto uno como otro, en sus respectivos momen- 
tos de esplendor, hicieron de la humilde Villa de San 
Pedro, ubicada en el corazón del territorio nacional, la 
base principal de su decisiva acción política militar. Y 
también ambos, por la vía de los hechos, la erigieron 
en Capital de la Provincia y del Estado, sucesiva- 
mente. 


Es cierto que otros centros urbanos relativamente 
cercanos, caso de Florida, por ejemplo, tienen tam- 
bién indiscutibles y brillantes antecedentes históricos 
correspondientes al mismo período de la formación 
nacional; sin embargo, no lograron conservar un pa- 
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trimonio inmueble que fuera testimonio de tan ricos 
antecedentes. 


En el caso de Durazno estos testimonios existen. 
Esa Durazno histórica que hoy ha sido denominada 
“Capital de los Caudillos” por la dilatada y decisiva 
presencia de Lavalleja y Rivera en ella, pese a haber 
perdido a lo largo de dos siglos de existencia muchos 
testimonios originales, ha logrado conservar, espe- 
cialmente en el núcleo fundacional en torno a la Plaza 
Independencia, testimonios materiales realmente sig- 
nificativos. Como ha sucedido en otros casos, en Co- 
lonia por ejemplo, el lento proceso de crecimiento ur- 
bano que caracterizó su transitar vital a lo largo del 
pasado siglo XX permitió que escaparan de la piqueta 
fatal testimonios de relevancia. 


En las últimas décadas, el esfuerzo de sucesivos 
investigadores en exhumar los tan ricos como olvida- 
dos antecedentes históricos de Durazno; la formación 
de Museos como La Guayreña, Casa del Teniente 
Coronel Pablo Galarza y Casa del General Rivera; la 
promoción e interés creciente por el patrimonio histó- 
rico cultural local han contribuido en forma decisiva a 
poner en valor tan ricos antecedentes. Por ejemplo, 
se conserva la edificación desde la cual el General 
Lavalleja dirigió los destinos de la Provincia Oriental 
entre 1826 y 1828, donde está previsto instalar el 
Memorial de la Independencia; se deben realizar tra- 
bajos de restauración y excavaciones arqueológicas 
en la Casa del General Fructuoso Rivera, la cual, me- 
diante la reciente adquisición por la Intendencia de 
otra fracción, recuperó sus dimensiones originales; se 
encuentran también la Casa de los Reyles; el Cuartel 
“General Rivera”, de mediados de siglo XIX; parte de 
la pulpería de Martín Martínez, donde se firmó la de- 
claración de la Guerra Grande, y destacándose espe- 
cialmente la Iglesia San Pedro, cuyo interior es obra 
del ingeniero Eladio Dieste. Este bien, si bien de épo- 
ca muy posterior, por su relevancia mundial merece 
sin duda ser tratado de una manera muy especial e 
integrarlo de manera preferencial a ese casco históri- 
co-cultural de Durazno. 


Indudablemente, estos importantes, bienes y otros 
que sin duda deben agregarse, hacen necesario en- 
carar de manera global la puesta en valor de tan sin- 
gular patrimonio, que nos remite al período fundacio- 
nal de nuestra nación. 


Finalmente, debe señalarse que por iniciativa del 
Ejecutivo departamental, la Junta Departamental de 
Durazno, por unanimidad, sancionó el 17 de octubre 
de 2003, el Decreto N* 1882, por el cual se declaró de 


interés cultural el proyecto “Durazno: Ciudad Históri- 
ca”. 


Montevideo, 25 de julio de 2007. 


JUAN JOSÉ BRUNO, Representante por 
Durazno". 


4.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Habiendo nú- 
mero, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 46) 


——Dese cuenta del informe de la Comisión de Asun- 
tos Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguientes resoluciones: 


De la señora Representante Alba Cocco Soto, 
por motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por los días 31 de 
julio y 1? de agosto de 2007, convocándose al 
suplente correspondiente siguiente, señor Luis 
Batalla Dufrechou. 


Del señor Representante Luis Lacalle Pou, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 31 de ju- 
lio de 2007, convocándose al suplente corres- 
pondiente siguiente, señor Américo Carrasco. 


Del señor Representante Pablo Pérez Gonzá- 
lez, por motivos personales, inciso tercero del ar- 
tículo primero de la Ley N* 17.827, por el día 31 
de julio de 2007, convocándose a la suplente si- 
guiente, señora Lourdes Ontaneda. 


Del señor Representante Alberto Casas, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N2 17.827, por el período 
comprendido entre los días 1” y 17 de agosto de 
2007. Habiéndose agotado la nómina de suplen- 
tes se solicita a la Corte Electoral la proclamación 
de nuevos suplentes. 


Del señor Representante Álvaro Vega Llanes, 
por motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 31 de ju- 
lio de 2007, convocándose al suplente siguiente, 
señor Tomás Sánchez. 
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Del señor Representante Carlos Maseda, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 31 de ju- 
lio de 2007, convocándose al suplente siguiente, 
señor Pablo Martins. 


Del señor Representante Jorge Gandini, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 31 de ju- 
lio de 2007, convocándose a la suplente siguien- 
te, señora |rene Caballero. 


De la señora Representante Sandra Etcheve- 
rry, por motivos personales, inciso tercero del ar- 
tículo primero de la Ley N” 17.827, por el período 
comprendido entre los días 31 de julio y 2 de 
agosto de 2007, convocándose al suplente  si- 
guiente, Ariel Barrios. 


Visto la licencia oportunamente concedida al 
señor Representante Carlos Gamou, y ante la 
denegatoria de los suplentes correspondientes de 
aceptar la convocatoria realizada, se convoca por 
el período comprendido entre los días 31 de julio 
y 7 de agosto de 2007, al suplente siguiente, se- 
ñor Óscar Groba. 


Del señor Representante Daniel Mañana, en 
misión oficial, literal C) del artículo primero de la 
Ley N* 17.827, para asistir al la VI Cumbre de la 
Deuda Social del Parlamento Latinoamericano 
(PARLATINO) a realizarse en la ciudad de Cara- 
cas, República Bolivariana de Venezuela, por el 
período comprendido entre los días 29 de julio y 
7 de agosto de 2007, convocándose al suplente 
siguiente, señor Óscar Ignacio Zabaleta, por el 
período comprendido entre los días 31 de julio y 
7 de agosto de 2007". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Treinta y siete en treinta y ocho: AFIRMATIVA. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en las 
fechas indicadas, y se oficiará a la Corte Electoral en 
el caso pertinente. 


(ANTECEDENTES:) 


"Montevideo, 24 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración. 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
solicito se sirva concederme el uso de licencia, por los 
días 31 de julio y 1% de agosto, por motivos particula- 
res. 

Pido se convoque al suplente respectivo, Sr. Luis 
Batalla. 

Saluda atentamente. 

ALBA COCCO SOTO 
Representante por Salto”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales de la señora Representante por el departa- 
mento de Salto, Alba Cocco Soto. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por los días 31 de julio y 1” de agosto de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
los días 31 de julio y 1? de agosto de 2007, a la seño- 
ra Representante por el departamento de Salto, Alba 
Cocco Soto. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por los días 31 de julio y 1” de 
agosto de 2007, al suplente correspondiente siguiente 
de la Hoja de Votación N* 391 del Lema Partido En- 
cuentro Progresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, 
señor Luis Batalla Dufrechou. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 19 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
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Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito licencia por motivos per- 
sonales, para el día martes 31 de julio del año en cur- 
so. 

Lo saluda atentamente. 

LUIS ALBERTO LACALLE POU 
Representante por Canelones”. 


"Montevideo, 19 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a Ud. para poner en 
su conocimiento que, por esta única vez, no acepto la 
convocatoria de la que he sido objeto. 

Sin otro particular, lo saluda atentamente. 

Orlando Lereté". 


"Montevideo, 19 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Tengo el agrado de dirigirme a Ud. para poner en 
su conocimiento que, por esta única vez, no acepto la 
convocatoria de la que he sido objeto. 

Sin otro particular, lo saluda atentamente. 

Óscar Perdomo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Canelones, Luis A. Lacalle Pou. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 31 de julio de 2007. 


11) Que, por esta vez, no aceptan la convocatoria 
los suplentes siguientes, señores Orlando Lereté y 
Óscar Perdomo. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y en el inciso tercero de artículo pri- 
mero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 31 de julio de 2007, al señor Representante por 
el departamento de Canelones, Luis A. Lacalle Pou. 


2) Acéptese la negativa que, por esta vez, pre- 
sentan los suplentes siguientes, señores Orlando Le- 
reté y Óscar Perdomo. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 31 de ju- 
lio de 2007, al suplente correspondiente siguiente de 
la Hoja de Votación N” 400 del Lema Partido Nacio- 
nal, señor Américo Carrasco. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 27 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente, y conforme al inciso 4 del 
artículo 1% de la Ley N* 17.827, solicito licencia por 
motivos personales por el día 31 de julio del corriente 
y se convoque para ese día a mi suplenta respectiva, 
Sra. Lourdes Ontaneda. 

Sin otro, saludo a usted atentamente. 

PABLO PÉREZ GONZÁLEZ 
Representante por Maldonado”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Maldonado, Pablo Pérez González. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 31 de julio de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 31 de julio de 2007, al señor Representante por 
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el departamento de Maldonado, Pablo Pérez Gonzá- 
lez. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el día 31 de julio de 2007, a 
la suplente correspondiente siguiente de la Hoja de 
Votación N* 738 del Lema Partido Encuentro Progre- 
sista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, señora Lour- 
des Ontaneda. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 24 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito licencia por motivos per- 
sonales, desde el día 1” de agosto, hasta el día 17 de 
agosto inclusive, del año en curso. 

Lo saluda atentamente. 

ALBERTO CASAS 
Representante por San José". 


"San José, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que no voy a 
acceder, por esta vez, al cargo de Representante Na- 
cional para el cual fui convocada, dada la solicitud de 
licencia del Diputado Dr. Alberto Casas, del cual soy 
primer suplente. 

Sin otro particular saluda muy atentamente. 

Rita Quevedo". 


"San José, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente el abajo firmante, comunica a 
usted que me es imposible aceptar la convocatoria de 
la que he sido objeto, para integrar ese Organismo, 
por todo el mes de agosto. 

Sin otro particular le saluda con la más alta esti- 
ma. 

Jesús Pérez". 


"San José, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que esta vez 
no acepto la convocatoria para integrar la Cámara de 
Representantes de la que he sido objeto. 

Sin otro particular, saludo atentamente al Sr. 
Presidente. 

Andrés Pintaluba". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de San José, Alberto Casas. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 1* y 
17 de agosto de 2007. 


11) Que por esta única vez no aceptan la convoca- 
toria de que han sido objeto los suplentes siguientes, 
señora Rita Quevedo, señores Jesús Pérez Correa y 
Andrés Pintaluba. 


II Que habiéndose agotado la nómina es perti- 
nente solicitar a la Corte Electoral la proclamación de 
nuevos suplentes. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 1* y 17 de 
agosto de 2007, al señor Representante por el de- 
partamento de San José, Alberto Casas. 


2) Acéptanse por esta única vez, las negativas 
presentadas por los suplentes siguientes, señora Rita 
Quevedo, señores Jesús Pérez Correa y Andrés Pin- 
taluba, de la Hoja de Votación N* 22 del Lema Partido 
Nacional. 


3) Ofíciese a la Corte Electoral. 
Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 
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"Montevideo, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado 
Presente 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 16.465, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside, se sir- 
va concederme el uso de licencia por el día 31 de julio 
del corriente año, por motivos personales. 

Sin más saluda atentamente. 

ÁLVARO VEGA LLANES 
Representante por Florida". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Florida, Álvaro Vega Llanes. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 31 de julio de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 31 de julio de 2007, al señor Representante por 
el departamento de Florida, Álvaro Vega Llanes. 


2) Convóquese por Secretaría, por el día 31 de ju- 
lio de 2007, al suplente correspondiente siguiente de 
la Hoja de Votación N*609 del Lema Partido En- 
cuentro Progresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, 
señor Tomás Sánchez. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 31 de julio de 2007. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente le solicito que de acuerdo a la 
Ley N% 17.827, tenga a bien tramitar mi licencia por 
motivos personales por el día 31 de julio de 2007. 


Sin otro particular lo saluda muy atentamente. 
CARLOS MASEDA 
Representante por Artigas”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Artigas, Carlos Maseda. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 31 de julio de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 31 de julio de 2007, al señor Representante por 
el departamento de Artigas, Carlos Maseda. 


2) Convóquese por Secretaría, por el día 31 de ju- 
lio de 2007, al suplente correspondiente siguiente de 
la Hoja de Votación N* 77 del Lema Partido Encuen- 
tro Progresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, se- 
ñor Pablo Martins. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
De acuerdo a lo dispuesto por el Art. 1% de la Ley 
N9 17.827, solicito se me conceda el uso de licencia 
por motivos personales por el día 31 de julio de 2007. 
Sin otro particular, saluda a usted con la seguri- 
dad de su consideración más distinguida. 
JORGE GANDINI 
Representante por Montevideo". 


“Montevideo, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
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De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
única vez, no he de aceptar la convocatoria de la cual 
he sido objeto, en virtud de la licencia solicitada por el 
señor Representante Jorge Gandini. 

Sin otro particular, saluda a usted con la seguri- 
dad de su consideración más distinguida. 

Álvaro Viviano". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Jorge Gandini. 


CONSIDERANDO: l) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 31 de julio de 2007. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convocatoria de 
que ha sido objeto el suplente correspondiente si- 
guiente, señor Álvaro Viviano. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 31 de julio de 2007, al señor Representante por 
el departamento de Montevideo, Jorge Gandini. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha pre- 
sentado el suplente correspondiente siguiente, señor 
Álvaro Viviano. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 31 de ju- 
lio de 2007, a la suplente correspondiente siguiente 
de la Hoja de Votación N* 2004 del Lema Partido Na- 
cional, señora Irene Caballero. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 31 de julio de 2007. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración. 

Por la presente me dirijo a Ud., a fin de solicitarle 
licencia por motivos personales, de acuerdo al inciso 


3% de la Ley N* 17.827 desde el 31 de julio del co- 
rriente hasta el 2 de agosto inclusive. 
Sin otro particular, lo saluda muy atentamente. 
SANDRA ETCHEVERRY 
Representante por Montevideo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales de la señora Representante por el departa- 
mento de Montevideo, Sandra Etcheverry. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 31 
de julio y 2 de agosto de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 31 de julio y 2 
de agosto de 2007, a la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Sandra Etcheverry. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 2004 del Lema Partido Nacional, 
señor Ariel Barrios. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración. 

De acuerdo a la convocatoria que he recibido en 
virtud de la licencia solicitada por el Sr. Represen- 
tante titular, comunico a Ud. mi renuncia por esta úni- 
ca vez a ocupar la banca. 

Sin más, saluda atentamente. 

Beatriz Costa”. 


"Montevideo, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
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Presente. 
De mi mayor consideración. 

De acuerdo a la convocatoria que he recibido en 
virtud de la licencia solicitada por el Sr. Represen- 
tante titular, comunico a Ud. mi renuncia por esta úni- 
ca vez a ocupar la banca. 

Sin más, saluda atentamente. 

Hugo Arambillete”. 


"Montevideo, 31 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi mayor consideración. 

De acuerdo a la convocatoria que he recibido en 
virtud de la licencia solicitada por el Sr. Represen- 
tante titular, comunico a Ud. mi renuncia por esta úni- 
ca vez a ocupar la banca. 

Sin más, saluda atentamente. 

Gonzalo Pessi". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: |) La licencia en misión oficial, oportuna- 
mente concedida al señor Representante por el de- 
partamento de Montevideo, Carlos Gamou. 


II) Que la Cámara de Representantes, con fecha 
24 de julio de 2007, convocó a la señora Beatriz 
Costa, para ejercer la suplencia correspondiente por 
el período comprendido entre los días 30 de julio y 7 
de agosto de 2007. 


111) Que, por esta vez, la señora Beatriz Costa pre- 
senta la negativa correspondiente a la convocatoria, 
así como también los suplentes siguientes señores 
Hugo Arambillete y Gonzalo Pessi. 


RESULTANDO: Que procede convocar al suplente 
siguiente para ejercer la representación referida por el 
período comprendido entre los días 31 de julio y 7 de 
agosto de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Acéptanse las negativas que, por esta vez, han 
presentado los suplentes siguientes, señora Beatriz 
Costa y señores Hugo Arambillete y Gonzalo Pessi. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
presentación por el departamento de Montevideo, por 
el período comprendido entre los días 31 de julio y 7 
de agosto de 2007, al suplente correspondiente si- 
guiente de la Hoja de Votación N* 609 del Lema Par- 
tido Encuentro Progresista - Frente Amplio - Nueva 
Mayoría, señor Óscar Groba. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


"Montevideo, 29 de julio de 2007. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Enrique Pintado. 
Presente. 
De mi consideración. 

Por medio de la presente, solicito a usted y por 
su intermedio a la Cámara que preside, licencia de 
conformidad con el inciso C) del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827. 

Desde el día 29 de julio hasta el 7 de agosto del 
corriente año. 

Asimismo le hago saber que sustituyo al Diputa- 
do Dr. Javier García integrante de la Comisión de 
Salud del Parlamento Latinoamericano, autorizado 
por usted. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atenta- 
mente, 

DANIEL MAÑANA 
Representante por Río Negro”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al exte- 
rior en misión oficial, del señor Representante por el 
departamento de Río Negro, Daniel Mañana, para 
participar en la VI Cumbre de la Deuda Social, del 
Parlamento Latinoamericano (PARLATINO), a reali- 
zarse en la ciudad de Caracas, República Bolivariana 
de Venezuela. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 29 
de julio y 7 de agosto de 2007. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el literal C) del artículo primero de 
esta. 
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La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia para viajar al exterior en 
misión oficial, al señor Representante por el departa- 
mento de Río Negro, Daniel Mañana, por el período 
comprendido entre los días 29 de julio y 7 de agosto 
de 2007, para participar de la VI Cumbre de la Deuda 
Social, del Parlamento Latinoamericano (PARLATI- 
NO), a realizarse en la ciudad de Caracas, República 
Bolivariana de Venezuela. 


2) Convóquese para integrar la referida represen- 
tación por el período comprendido entre los días 31 
de julio y 7 de agosto de 2007, al suplente correspon- 
diente siguiente de la Hoja de Votación N” 58 del Le- 
ma Partido Nacional, señor Óscar Ignacio Zabaleta. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 2007. 


VÍCTOR SEMPRONI, JULIO CARDOZO 
FERREIRA, RAÚL CASÁS". 


5.- Seguridad en el medio rural. (Modifi- 
cación de diversas disposiciones le- 
gales). 


——Se entra al orden del día con la consideración del 
asunto motivo de la convocatoria: "Seguridad en el 
medio rural. (Modificación de diversas disposiciones 
legales)". 


(ANTECEDENTES:) 
Rep. N* 626 
"PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.- Modifícanse los artículos 26, 257, 
350 bis, 356, 357 y 359 del Código Penal, los que 
quedarán redactados de la siguiente manera: 


“ARTÍCULO 26. (Legítima defensa).- Se hallan 
exentos de responsabilidad: 


1) El que obra en defensa de su persona o de- 
rechos, o de la persona o derechos de otro, 
siempre que concurran las circunstancias 
siguientes: 


A) Agresión ilegítima. 


B) Necesidad racional del medio empleado 
para repelerla o impedir el daño. 


C) Falta de provocación suficiente por parte 
del que se defiende. 


Se entenderá que concurren estas tres cir- 
cunstancias respecto de aquel que defiende 


2) 


3) 


la entrada de una casa habitada o de sus 
dependencias, o emplea violencia contra el 
individuo extraño a ella, que es sorprendido 
dentro de la casa o de las dependencias. 


En zonas suburbanas o rurales téngase 
como dependencia: galpones, instalaciones, 
carnicerías, criaderos de toda especie, tam- 
bos, depósito de herramientas, de granos 
y/o similares, siempre que tengan una razo- 
nable continuidad con la vivienda, al punto 
de constituir dependencias de ella. 


El tercer requisito no es necesario tratándo- 
se de la defensa de los parientes consan- 
guíneos en toda la línea recta y en la colate- 
ral hasta el segundo grado inclusive, el cón- 
yuge, de los padres o hijos naturales reco- 
nocidos o adoptivos, siempre que el defen- 
sor no haya tomado parte en la provocación. 


El que obra en defensa de la persona o de- 
rechos de un extraño, siempre que concu- 
rran las circunstancias expresadas en el in- 
ciso 1* y la de que el defensor no sea impul- 
sado por venganza, resentimiento u otro 
motivo ilegítimo”. 


“ARTÍCULO 257. (Contrabando).- Comete el delito 
de contrabando, y será castigado con la pena de 3 
meses de prisión a 6 años de penitenciaría, el que 
incurriere en cualquiera de las conductas previstas 
en la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964”. 


“ARTÍCULO 257 bis (Circunstancias agravantes).- 
La pena del delito será de 20 meses de prisión a 8 
años de penitenciaría, cuando concurran las si- 
guientes circunstancias agravantes: 


1) 


2) 


3) 


Cuando se efectúe sobre los bienes men- 
cionados en los artículos 258 y 258 bis del 
Código Rural. 


Que el delito de contrabando ponga en ries- 
go el status sanitario del país determinado 
por los organismos nacionales competentes. 
Constituye presunción simple de la cir- 
cunstancia antedicha, la introducción al 
país de cualquiera de los bienes mencio- 
nados en los artículos 258 y 258 bis del 
Código Rural. 


Que cuando se efectúe sobre los bienes 
mencionados en los artículos 258 y 258 bis 
del Código Rural se haya cometido con co- 
laboración, en la fase preparatoria o ejecuti- 
va, de personas extranjeras, estén radica- 
das o no, en el país. 
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Las personas que hayan sido condenadas por 
contrabando de los bienes mencionados en los ar- 
tículos 258 y 258 bis del Código Rural, no podrán 
negociar o intermediar por sí, ni por interpósita 
persona, ni para beneficio propio o de un tercero, 
con ninguno de los referidos bienes, por un tiempo 
¡igual al doble de la duración de la pena a contarse 
desde la fecha en que la sentencia quede ejecuto- 
riada, salvo la liquidación estricta de los bienes 
que posea el condenado. A estos efectos se co- 
municará la sentencia al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca (Junta Nacional de la Granja, 
Dirección General de Servicios Agrícolas y/o Di- 
rección General de Servicios Ganaderos)”. 


"ARTÍCULO 350 bis. (Receptación).- Agréguese a 
las agravantes del delito previsto por el ar- 
tículo 350 bis el siguiente literal: 


C) Cuando el delito se efectúe sobre los bienes 
referidos en los artículos 258 y 258 bis del 
Código Rural”. 


“ARTÍCULO 356 (Penetración ilegítima en el fundo 
ajeno).- El que contra la prohibición o voluntad ex- 
presa o tácita del legítimo ocupante o de quien 
éste designare como responsable durante su au- 
sencia, penetrare en fundo ajeno, hallándose éste 
cercado por muro, cerco, alambre, foso u obras de 
análogo carácter por su estabilidad, será castigado 
con 10 a 100 UR (diez a cien unidades reajusta- 
bles) de multa o prisión equivalente. 


Asimismo dicho delito podrá perseguirse a ins- 
tancia de parte”. 


“ARTÍCULO 357 (Caza abusiva).- Con la misma 
pena será castigado el que cazare o pescare en 
fundo ajeno, contra la prohibición o voluntad ex- 
presa o tácita del legítimo ocupante o de quien 
éste designare como responsable durante su au- 
sencia, sin perjuicio de lo establecido en el ar- 
tículo 121 del Código Rural”. 


“ARTÍCULO 359. (Circunstancias agravantes).- Se 
procede de oficio y la pena será de tres meses de 
prisión a seis años de penitenciaría, cuando con- 
curran las circunstancias agravantes siguientes: 


1) Si mediare alguna de las circunstancias 
previstas en los incisos 3% y 4” del ar- 
tículo 59 del Código Penal. 


2) Si el delito se cometiera sobre cosas exis- 
tentes en establecimientos públicos, o que 
se hallaren bajo secuestro o expuestas al 
público por la necesidad o por la costumbre, 
o destinadas al servicio público, o de utili- 


dad, defensa, beneficencia o reverencia pú- 
blicas. 


3) Si el daño se efectuare por venganza contra 
un funcionario público, un árbitro, un intér- 
prete, un perito o un testigo a causa de sus 
funciones. 


4) Si el delito se cometiera con violencias o 
amenazas o por empresarios con motivo de 
paros o por trabajadores con motivo de 
huelga. 


5) Si el daño se efectuare sobre bienes semo- 
vientes, sujetos a marca, señal, patente, re- 
gistro o cualquier otra modalidad de identifi- 
cación establecida en la normativa vigente, 
y sobre aquellos que sin presentar las mo- 
dalidades de identificación descritas, se ha- 
llaren al pie de la madre; también si el daño 
se efectuare sobre abejas, colmenas y cual- 
quier especie de corral o criadero, tambos, 
depósitos de herramientas, de granos y/o 
similares”. 


Artículo 2*.- Modifícanse los artículos 37, 39, 40, 
74, 75, 121, 287 del Código Rural y la Ley N* 17.826 
(que modifica los artículos 258 y 259 del Código Ru- 
ral), los que quedarán redactados de la siguiente ma- 
nera: 


“ARTÍCULO 37.- El que maliciosamente dañara un 
cerco, cortando alambres, destruyendo o arran- 
cando postes, cadenas o cerrojos de porteras será 
condenado a pagar una multa de 10 a 200 UR 
(diez a doscientas unidades reajustables), lo cual 
podrá sustituirse con horas de trabajo en servicio a 
la comunidad o prisión equivalente. 


Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de 
otras sanciones penales que en cada caso corres- 
pondieren y siempre que el hecho no constituyera 
un delito mayor”. 


ARTÍCULO 39.- 


Modifícanse los incisos penúltimo y final del ar- 
tículo 39, que quedarán redactados de la siguiente 
manera: 


"Si el dueño de los animales se presenta a reco- 
gerlos dentro de los 30 días, se le entregarán a 
cambio de los gastos de pastoreo, saneamiento, 
daños causados y las costas ha que hubiera dado 
lugar. 


Si vencieran los 30 días sin que los animales fue- 
ran retirados, la autoridad que se recibió de ellos 
dispondrá que se vendan en remate público previa 
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notificación a su dueño. Con el producido de la 
venta se pagarán los gastos de pastoreo, sanea- 
miento, daños y costas. Los saldos, si los hubiere, 
se depositarán en el Banco de la República 
Oriental del Uruguay bajo el rubro de autos por 
plazo de 60 días, vencido el cual el propietario 
perderá todo su derecho sobre los dineros depo- 
sitados y se distribuirán por partes iguales entre 
las escuelas públicas de la jurisdicción de la Sede 
Judicial interviniente”. 


ARTÍCULO 40.- 


Modifícase el inciso final del artículo 40, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 


“Si dentro de los 30 días apareciese el dueño, re- 
cibirá sus animales pagando los pastoreos, daños 
y costas que adeude”. 


“Si vencieran los 30 días a que se refiere el inciso 
precedente, sin que apareciera el dueño de los 
animales, se procederá en la forma dispuesta por 
el inciso 7* del artículo anterior”. 


“ARTÍCULO 74.- La Policía no permitirá en rutas 
nacionales, caminos públicos, calles, pasajes y lu- 
gares abiertos, sus banquinas o debajo de los 
puentes, so pena del pago de una multa de 25 UR 
(veinticinco unidades reajustables), el estableci- 
miento de ninguna clase de vehículos, de cons- 
trucciones precarias, carpas o similares, de tropa 
de ganado mayor o menor o arreos salvo con fines 
a abrevar sin violar la normativa vigente, ni pasto- 
reo alguno; en este último caso, salvo autorización 
formal de la autoridad correspondiente, lo cual se 
reglamentará, teniendo especialmente en cuenta 
las previsiones que deberá observar el beneficia- 
do, así como las rutas y caminos a los que este 
privilegio no se aplicará”. 


“ARTÍCULO 75.- Prohíbase en todo el territorio 
nacional, la permanencia de todo tipo de ganado 
mayor o menor, suelto en rutas nacionales, cami- 
nos públicos, calles, pasajes y lugares abiertos. 
Cuando se encontraren animales en esa situación 
se los tomará y entregará a la autoridad judicial 
más próxima, para que se proceda según lo dis- 
ponen los artículos 39 y 40 de este Código. 


Los propietarios de los animales aprehendidos 
serán sancionados con una multa equivalente a 3 
UR (tres unidades reajustables) por animal la que 
será vertida en cuenta del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca/DICOSE, abierta a tales 
efectos en el Banco de la República Oriental del 
Uruguay (BROU). 


Una vez realizada la subasta (artículo 39) y de- 
ducidos los gastos de pastoreo, saneamiento, re- 
mates, multas, el remanente excedente, luego de 
vencido el término, se distribuirá de la siguiente 
forma: 


1) 50% para los funcionarios actuantes en 
partes iguales. 


2) 50% por partes iguales entre las escuelas 
públicas de la jurisdicción de la Sede Judi- 
cial interviniente”. 


“ARTÍCULO 121.- El que contra la prohibición o 
voluntad expresa o tácita de su legítimo ocupante, 
o de quien éste designare como responsable du- 
rante su ausencia, entrare a cazar o pescar en si- 
tio cerrado, pagará los perjuicios que haya causa- 
do y dejará a favor de su legítimo ocupante todo lo 
que haya cazado o pescado, sin perjuicio de lo 
establecido por el artículo 357 del Código Penal. 


En todo caso, las armas que portare el cazador 
furtivo serán incautadas por la autoridad policial, 
remitiéndolas al Juez competente. Si por su natu- 
raleza y características las armas incautadas re- 
sultaren aptas para el uso policial de acuerdo a la 
reglamentación vigente, el Juez podrá disponer su 
entrega a la Comisión Administradora para la Se- 
guridad Rural para su distribución o asignación 
inmediata a las Unidades Policiales correspon- 
dientes. Asimismo, cuando la autoridad policial 
detuviere a quien hubiere incurrido en las con- 
ductas referidas en el inciso anterior, procederá a 
la incautación del vehículo o cualquier medio de 
transporte en el que el infractor se hubiere despla- 
zado hasta el lugar de los hechos o sus inmedia- 
ciones. 


Habiendo tomado conocimiento del asunto, el 
Juez competente podrá designar depositaria a la 
Seccional o Destacamento a la que pertenecieren 
los efectivos policiales actuantes en el procedi- 
miento. Los vehículos comisados podrán ser 
puestos a disposición de la Comisión Administra- 
dora para la Seguridad Rural por orden del Juez 
para que ésta analice su utilidad para uso de las 
Unidades Policiales respectivas. 


Lo dispuesto en el precedente artículo es sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 357 del 
Código Penal y en la Ley N* 9.481, de 4 de julio de 
1935. No obstante, el cobro de multas y el comiso 
de vehículos o medios de transporte establecidos 
en el inciso anterior, tendrá preferencia por sobre 
la aplicación de cualquier otra sanción o medida 
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provisoria de carácter administrativo dispuesta por 
la normativa vigente”. 


“ARTÍCULO 258.- Comete delito de abigeato y se- 
rá castigado con tres meses de prisión a seis años 
de penitenciaría el que fuera de las ciudades o 
pueblos, o en zonas suburbanas se apoderare con 
sustracción de ganado vacuno y bubalino, equino, 
ovino, caprino, porcino o cualquier otra especie de 
corral o criadero, colmenas, cueros, lanas, pieles, 
plumas o cerdas ajenas, y el que marcare o seña- 
lare, borrare o modificare las marcas y señales de 
animales, cueros y colmenas ajenos en provecho 
propio o de un tercero”. 


“ARTÍCULO 258 bis.- Cuando el objeto de la sus- 
tracción fueren granos, productos forestales, semi- 
llas y demás productos agropecuarios, la pena a 
aplicar será la del artículo 258 del Código Rural y 
las agravantes del artículo 259 y lo dispuesto por 
el artículo 259 bis del mismo Código”. 


ARTÍCULO 259.- 


Modifícase el artículo 259 del Código Rural, en la 
redacción dada por la Ley N* 17.826 respecto a 
las agravantes muy especiales, quedará redactado 
de la siguiente manera: 


“La pena será de doce meses de prisión a ocho 
años de penitenciaría, cuando concurran algunas 
de las siguientes circunstancias agravantes: 


1) Si el delito se ejecutara en banda, con parti- 
cipación de dos o más personas. 


2) Si para cometer el delito se emplearan vehí- 
culos de carga aptos para el transporte de 
los objetos robados. 


3) Si para cometer el delito se dañaran cercos, 
cortando alambres, destruyendo o arran- 
cando postes, cadenas o cerrojos de porte- 
ras. 


4) Si para la comisión del delito se utilizaran 
guías de propiedad y tránsito o documenta- 
ción equivalentes falsas o expedidas para 
terceras personas, o se falsificaran boletas 
de marca y señal. 


5) Si se facilitaran medios de transporte o la 
documentación falsa aludida en el numeral 
precedente. 


Son circunstancias agravantes muy especiales 
que elevarán la pena de dos a diez años de peni- 
tenciaría: 


1) Ser jefe o promotor del delito. 


2) La de poseer la calidad de productor rural, 
apicultor o estar registrado a cualquier título 
en DICOSE. 


3) La de poseer la calidad de funcionario públi- 
co. 


Será aplicable al delito tipificado en el artículo 
anterior la atenuante establecida en el inciso 2* del 
artículo 342 del Código Penal”. 


“ARTÍCULO 259 bis.- El Juez actuante dispondrá 
el comiso de todo elemento que directa o indirec- 
tamente fuere empleado en la comisión del delito 
y, en su caso, el producto de la comercialización 
de los bienes objeto del delito y/o elementos em- 
pleados. 


Los bienes o elementos empleados directa o in- 
directamente en la comisión del delito y que fueren 
objeto de comiso serán puestos por orden del 
Juez competente a disposición de la Comisión 
Administradora de la Seguridad Rural. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes regirá 
sin perjuicio de los derechos de los terceros de 
buena fe”. 


“ARTÍCULO 287.- Créase la Comisión Administra- 
dora para la Seguridad Rural cuyos miembros se- 
rán los de la Comisión Honoraria Asesora para la 
Seguridad Rural integrada por resolución del Mi- 
nisterio del Interior de fecha 28 de abril de 2005, 
cuyo funcionamiento se reglamentará, y cuya 
asistencia técnica será provista por los Ministerios 
que la componen. Esta Comisión administrará las 
sumas de dinero provenientes de las multas esta- 
blecidas en los artículos 37, 74 y 121 y las sumas, 
bienes o elementos decomisados según lo deter- 
mina el artículo 259 bis de este Código. 


Las referidas multas del artículo 74 del Código 
Rural, emanadas por resolución oficial fundada 
constituirán título ejecutivo, serán impuestas por la 
autoridad policial y deberán ser pagadas en la Je- 
fatura de Policía del departamento donde se hu- 
biere cometido la infracción, dentro de los diez dí- 
as hábiles posteriores a su imposición bajo aperci- 
bimiento de ejecución judicial. Una vez consignado 
el monto de la multa, la Jefatura de Policía del de- 
partamento, en el plazo de cinco días hábiles y 
bajo la más seria responsabilidad disciplinaria, de- 
positará la suma obtenida en la cuenta de la Co- 
misión Administradora para la Seguridad Rural. 


El dinero será destinado a la compra de los su- 
ministros logísticos que a criterio de sus jerarcas 
fueren necesarios para el mejor desempeño de las 
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unidades policiales del Ministerio del Interior o de 
DICOSE. Se estimarán preferentemente, las ne- 
cesidades de las unidades policiales (Brigadas 
Especiales para la prevención y represión del abi- 
geato -BEPRA-) que hayan actuado en el caso 
concreto y, a prorrata de necesidades, las de otras 
unidades policiales rurales dependientes de esa 
Jefatura o de otros departamentos. 


Los bienes o elementos que no puedan ser utili- 
zados para el servicio oficial serán rematados o 
destruidos, adoptándose las medidas precautorias 
correspondientes. 


A su vez, las Jefaturas de Policía Departamen- 
tales remitirán trimestralmente al Ministerio del 
Interior una memoria descriptiva del total de las 
multas impuestas, detallando su naturaleza, el 
monto efectivamente recaudado y el comprobante 
del depósito efectuado, todo lo cual será anexado 
al informe referido en el artículo 40 de la Ley 
N* 16.707, de 12 de julio de 1995”. 


Artículo 3”.- Derógase el artículo 314 de la Ley 
N* 15.809, de 8 de abril de 1986, restaurando la vi- 
gencia del D/700/73 (Decreto-Ley N* 14.165, de 7 de 
marzo de 1974) en sus artículos 33 a 40, 53 y 61 con 
las siguientes modificaciones: 


“ARTÍCULO 33.- 


A) Faltar remitente o destinatario y/o números 
de inscripción de los mismos en la Dirección 
de Control de Semovientes. 


B) No establecerse el itinerario de marcha de 
los productos; 


C) Faltar el número de semovientes o frutos del 
país en desplazamiento; 


D) Faltar el sello y firma del funcionario policial 
o de DICOSE habilitado al efecto;” 


Artículo 4*.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo, 
por intermedio del Ministerio del Interior, la difusión 
pública de lo dispuesto por esta ley. 


Montevideo, 2 de mayo de 2006. 


CARLOS MASEDA, Representante por 
Artigas, RODRIGO GOÑI ROMERO, 
Representante por Salto, ANÍBAL 
PEREYRA, Representante por Ro- 
cha, GUSTAVO GUARINO, Repre- 
sentante por Cerro Largo, HERMES 
TOLEDO ANTÚNEZ, Representante 
por Treinta y Tres, ALBERTO CA- 
SAS, Representante por San José, 


HOMERO VIERA, Representante por 
Colonia, RICHARD  CHARAMELO, 
Representante por Canelones, JOR- 
GE PATRONE, Representante por 
Montevideo, CARLOS ENCISO 
CHRISTIANSEN, Representante por 
Florida, GUIDO MACHADO, Repre- 
sentante por Rivera. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El ámbito rural, como espacio donde se desarro- 
llan las relaciones humanas y se ubica una actividad 
económica importante del país, es por tanto hogar y 
lugar de trabajo para un sector de la población nacio- 
nal. 


La ubicación geográfica de este gran reducto de 
vida, lo hace vulnerable y en consecuencia, objeto de 
implementación de políticas sensibles y funcionales 
que contemplen la tipicidad y la problemática del 
mismo. 


Dado su alejamiento de las grandes concentracio- 
nes urbanas, el campo ha sufrido la postergación y 
por lo tanto, ha sido blanco constante de la inseguri- 
dad, motivo por el cual se ha implementado este an- 
teproyecto de Ley de Seguridad Rural. Además del 
alejamiento social, está sujeto a otro de distinta clase 
como lo son las distancias geográficas o los servicios 
públicos esenciales que no llegan a todas partes. 
Tanto ayer como hoy, estas características lo señalan 
como víctima fácil para actos que perturban la tran- 
quilidad natural del medio, destruyen el trabajo y el 
producto del mismo, todo lo cual siembra la descon- 
fianza y el temor como la sensación agrandada de 
vulnerabilidad. 


La sensación se transforma en realidad cuando el 
campo es víctima de las actividades de bandas orga- 
nizadas y de delitos que por diferentes circunstancias 
se han trasladado al ámbito rural. Frente a tal cir- 
cunstancia, los instrumentos legales no parecen o no 
resultan suficientes para disuadir y/o castigar. 


El perjuicio que esta situación apareja abarca al 
productor rural, a la población del medio, a la cadena 
productiva y por extensión, a la economía nacional. 
Todos elementos de un conjunto que no es posible 
pensar aislados. Si la inseguridad crece, la gente se 
va a las ciudades. Desaparecen los operadores tradi- 
cionales y aquellos innovadores. Desaparecen los 
valores que hacen a la campaña la cuna de los valo- 
res nacionales. El campo, así abandonado, será el 
medio ambiente adecuado para albergar al delin- 
cuente. 
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Debido a lo expuesto, la sociedad civil y el Estado 
se abocaron a la tarea de estudiar algunos aspectos 
de la problemática, y visualizar los instrumentos ade- 
cuados para acercamos a soluciones que siempre se- 
rán perfectibles. En esta tarea destacamos el valioso 
aporte de otros anteproyectos de ley, los cuales tuvi- 
mos presentes en nuestra mesa de trabajo y que nos 
ahorraron mucho tiempo y esfuerzo. Es de justicia 
mencionar aquellos firmados: el que luce la firma de 
los entonces Representantes Nacionales doctor 
Gustavo Penadés y el señor Fernando Araújo entre 
otras, y el elaborado por el Senador Jorge Saravia. 
Otros no acompañaban firma y demás aportes fueron 
acercados generosamente a esa Mesa por profesio- 
nales de larga experiencia. 


Constituida la Comisión Asesora Honoraria para la 
Seguridad Rural (por Resolución del Ministerio del 
Interior de fecha 18 de abril de 2005), funcionó du- 
rante más de cuatro meses y revisó los siguientes 
cuerpos normativos: Código Penal y Código Rural en 
algunos de sus artículos, introduciendo modificacio- 
nes y sugiriendo la creación de una Comisión Admi- 
nistradora para la Seguridad Rural. 


Aplicando un criterio de realidad, practicidad y efi- 
ciencia como eje para las modificaciones propuestas, 
se logró satisfacer las inquietudes y necesidades de 
todos los sectores intervinientes en este trabajo: Mi- 
nisterio del Interior (a través de su Estado Mayor de 
Policía), Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
(a través de barreras sanitarias, DICOSE e INAO), 
Federación Rural, Asociación Rural, Secretariado 
Uruguayo de la Lana, Cooperativas Agrarias Federa- 
das, Cámara Mercantil de Productos del País, asi- 
mismo han colaborado invalorablemente represen- 
tantes de la Asociación de Magistrados del Uruguay. 


El artículo 1” del proyecto modifica artículos varios 
del Código Penal: 


- Se amplía la redacción del artículo 26 referente a 
la Legítima Defensa en su numeral 1) inciso 2” el 
concepto de “dependencias” teniéndose como tales 
en zonas suburbanas o rurales galpones, instalacio- 
nes, carnicerías, criaderos de toda especie, tambos, 
depósito de herramientas, de granos y/o similares, 
siempre que tengan una razonable continuidad con la 
casa, al punto de constituir dependencia de ella. Es 
dependencia de aquel espacio que tiene una razona- 
ble continuidad con el hogar; así, los balcones, la 
azotea, el garage, etcétera. 


- Se modifica el artículo 257, Delito de Contraban- 
do, determinando una pena propia, ya no remitida al 


delito de hurto pero similar a ésta: de 3 meses de pri- 
sión a 6 años de penitenciaría. 


- Se crea un artículo 257 bis de Circunstancias 
agravantes del delito de Contrabando. 


- Se agrega al artículo 350 bis, que regula las 
agravantes de delito de Receptación, un literal C) 
referente a bienes de naturaleza rural. 


- Se amplía el concepto de “voluntad” de los ar- 
tículos 356 (Penetración ¡legítima en el fundo ajeno) 
y 357 (Caza abusiva), disponiendo expresamente 
“contra la prohibición o voluntad expresa o tácita del 
legítimo ocupante o de quien éste designare como 
responsable durante su ausencia”. 


- Se agrega al artículo 359 que regula las circuns- 
tancias agravantes del delito de Daño, un numeral 5) 
referente a bienes rurales. 


El artículo 2” de este proyecto modifica varios ar- 
tículos del Código Rural: 


- El artículo 37 es modificado en cuanto al monto 
de la multa que se impone y su sustitución con horas 
de trabajo en servicio a la comunidad. 


- Los artículos 39 y 40 son modificados en cuanto 
a los plazos que allí se establecen acortándolos para 
darles mayor efectividad a los procedimientos que se 
regulan. 


- El artículo 74 amplía a las rutas nacionales, ca- 
minos públicos, calles, pasajes y lugares abiertos, sus 
banquinas o debajo de los puentes el establecimiento 
de ninguna clase de vehículos, de construcciones 
precarias, carpas o similares, de tropa de ganado 
mayor o menor o arreos salvo con fines a abrevar sin 
violar la normativa vigente, ni pastoreo alguno; en 
este último caso, salvo autorización formal de la auto- 
ridad correspondiente. 


- El artículo 75 que refiere a los animales sueltos, 
se amplía la prohibición a rutas nacionales, caminos 
públicos, calles, pasajes y lugares abiertos, aplicando 
los procedimientos acortados de los artículos 39 y 40, 
así como un criterio de distribución para lo producido 
de los remates. 


- Se incorpora al artículo 121 un 2” inciso referente 
a la incautación de los objetos de la caza o pesca 
ilegal, así como el destino de los mismos. 


- El artículo 258 se amplía en cuanto al objeto del 
abigeato a ganado vacuno y bubalino, equino, ovino, 
caprino, porcino o cualquier otra especie de corral o 
criadero, colmenas, cueros, lanas, pieles, plumas o 
cerdas ajenas, y al que marcare o señalare, borrare o 
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modificare las marcas y señales de animales, cueros 
y colmenas ajenos en provecho propio o de un terce- 
ro. 


- Se crea un artículo 258 bis que, regula el abi- 
geato de granos, productos forestales, semillas y de- 
más productos agropecuarios. 


- Se agrega al artículo 259 un inciso sobre agra- 
vantes muy especiales del delito de abigeato. 


- Se amplía el artículo 259 bis en cuanto al destino 
de los bienes objeto de este delito. 


- Por el artículo 287 se crea la Comisión Adminis- 
tradora para la Seguridad Rural, como órgano que 
centralice las políticas de seguridad rural, coordine 
esfuerzos entre las diversas instituciones y administre 
lo producido y los bienes de la comisión de los delitos, 
buscando ampliar la eficacia de la Policía a través de 
las Brigadas Especiales para la Prevención y Repre- 
sión del Abigeato u otras dependencias que así lo re- 
quieran. 


Finalmente, en su artículo 3” se restaura la vigen- 
cia del Decreto-Ley N* 14.165, actualizándose los 
términos que allí se expresan. 


Como aspecto destacable de este proyecto de 
Seguridad Rural debe decirse que ha sido el producto 
de una ardua labor de coordinación y contemplación 
de las diversas manifestaciones sociales en torno al 
ámbito rural. Se pueden ver, como resultado de este 
trabajo, contempladas las necesidades de practicidad 
y eficacia que tanto el Instituto Policial como el Poder 
Judicial requerían para la prevención y represión de 
los delitos rurales. Asimismo las diferentes gremiales 
rurales han visto satisfechas sus inquietudes de segu- 
ridad y protección del trabajo y la producción, y por 
supuesto que se ha tratado de enfocar en el interés 
general las políticas de seguridad rural para que pue- 
dan concretarse los proyectos y las esperanzas de un 
sector de este país, que ahora ve protegidos sus inte- 
reses y sus logros con las modificaciones que este 
proyecto de Seguridad Rural dispone. 


Montevideo, 2 de mayo de 2006. 


CARLOS MASEDA, Representante por 
Artigas, RODRIGO GOÑI ROMERO, 
Representante por Salto, ANÍBAL 
PEREYRA, Representante por Ro- 
cha, GUSTAVO GUARINO, Repre- 
sentante por Cerro Largo, HERMES 
TOLEDO ANTÚNEZ, Representante 
por Treinta y Tres, ALBERTO CA- 
SAS, Representante por San José, 
HOMERO VIERA, Representante por 


Colonia, RICHARD  CHARAMELO, 
Representante por Canelones, JOR- 
GE PATRONE, Representante por 
Montevideo, CARLOS ENCISO 
CHRISTIANSEN, Representante por 
Florida, GUIDO MACHADO, Repre- 
sentante por Rivera". 


Anexo l al 
Rep. N* 626 


"Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 
integrada con la de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


INFORME EN MAYORÍA 
Señoras y señores Representantes: 
I) INTRODUCCIÓN 


Este proyecto de ley, denominado como de Segu- 
ridad en el Medio Rural - Modificación de diversas 
disposiciones legales, ha sido aprobado por la mayo- 
ría de la Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración, integrada con la de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Como precisión previa cabe destacar el invalora- 
ble aporte brindado por la Asesora de la bancada del 
Partido Socialista, doctora Cecilia Salom. De hecho 
este informe recoge en forma prácticamente textual 
sus apreciaciones al respecto. 


Cabe asimismo señalar que al interior de la ban- 
cada de nuestro Frente Amplio el tema ameritó mu- 
chos debates y consultas, lo que abunda en lo difícil 
que el abordaje de este tema -como todos los vincu- 
lados con la materia penal- resulta. 


Con fecha 18 de abril de 2005 se constituyó la 
Comisión Asesora Honoraria para la Seguridad Rural. 
Esta Comisión, según declararan en el marco de su 
presentación ante las ya mencionadas Comisiones 
integradas, funcionó durante más de cuatro meses, 
arribando a la redacción de una propuesta de pro- 
yecto de ley que incluía modificaciones a los Códigos 
Penal y Rural así como la creación de una Comisión 
Administradora para la Seguridad Rural. 


Esa propuesta de proyecto de ley fue asumida por 
la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de 
esta Cámara de Diputados a los efectos de que ad- 
quiriera así estado parlamentario como proyecto de 
ley formalmente presentado. 


Con posterioridad, y como reglamentariamente 
debe ocurrir, al tratarse de modificaciones de Códi- 
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gos, se realizó la integración de las dos Comisiones 
ya mencionadas. 


En síntesis, sobre la base de los insumos aporta- 
dos por la Comisión Asesora Honoraria, se trabajó 
llegándose al producto que hoy presentamos, luego 
de años -al menos parte de los dos períodos legislati- 
vos anteriores a éste- de no poder arribar a ninguna 
solución para tratar lo más integralmente posible el 
tema. 


Compartimos plenamente lo señalado al inicio de 
la exposición de motivos que realizara la ya aludida 
Comisión cuando señala que “El ámbito rural, como 
espacio donde se desarrollan las relaciones humanas 
y se ubica una actividad económica importante del 
país, es por tanto hogar y lugar de trabajo para un 
sector de la población nacional”. Es por ello que, aun 
cuando existe una Comisión encomendada por una 
ley aprobada por este mismo Parlamento para pre- 
sentar un proyecto global de reforma del Código Pe- 
nal, entendimos, de todos modos, necesario, proce- 
der a consagrar las normas que a través de este pro- 
yecto proponemos. 


Reiteramos aquí nuestra absoluta convicción de 
que una sociedad más segura no se construye exclu- 
sivamente con modificaciones de leyes, tratando de 
adaptar la conducta de los Jueces a la multiplicidad 
de situaciones concretas que en una sociedad deter- 
minada puedan ocurrir, sin que eso implique desen- 
tenderse de los legítimos temores y aspiraciones de 
cada uno de los habitantes de nuestro país. No nos 
extenderemos sobre aspectos criminológicos pues la 
bancada de nuestro Frente Amplio, en esta y anterio- 
res Legislaturas, ha abundado sobre este tema con 
convicción y profundidad. Afortunadamente esta posi- 
ción ha comprendido y comprende también a legisla- 
dores de otros partidos. 


Cabe sí resaltar que aun, a pesar del inmenso 
esfuerzo realizado, nuestra sociedad, nuestra nación, 
continúa mostrando profundos niveles de desestructu- 
ración social que lleva a que algunos nos sintamos 
profundamente agredidos por otros, recurriendo al 
sistema penal, al poder represivo del Estado para 
solucionar problemas -reales, existentes, importantes- 
que como comunidad no logramos resolver por otros 
medios. La respuesta penal es siempre eso -una res- 
puesta, una reacción- nunca una solución. Esa res- 
puesta a su vez, genera otros problemas. La gran 
discusión siempre, el inevitable análisis, es valorar 
hasta qué punto lo que pretendemos como solución 
no nos genera problemas mayores que los que se 
pretende atacar. 


Como decíamos, no nos extenderemos más en 
este punto, sabiendo además que otros compañeros 
van a desarrollar estas ideas, con los inevitables ma- 
tices que en la materia existen. 


II) ANÁLISIS DE ALGUNOS ASPECTOS DE LAS 
PROPUESTAS DE LA COMISIÓN HONORARIA 
ASESORA PARA LA SEGURIDAD RURAL 


Podría asumirse que metodológica y reglamenta- 
riamente, solo nos corresponde informar sobre el pro- 
yecto aprobado por la mayoría de ambas Comisiones. 
Sin embargo, resulta inevitable analizar por qué no 
tuvimos el honor de acompañar algunas soluciones 
propuestas por la Comisión Honoraria, dada la índole 
de la representación de su integrante. 


SOBRE LA AMPLIACIÓN DE LA REFERENCIA 
DE LUGAR DEL ARTÍCULO 26 DEL CÓDIGO PE- 
NAL 


1. Se proponía la inserción de un nuevo inciso al 
texto del artículo 26 del Código Penal, donde se defi- 
ne el concepto de dependencias de la “casa habita- 
da”. El mismo sería aplicable en zonas suburbana y 
rural, y comprendería diversos tipos de instalaciones 
-galpones, carnicerías, criaderos, tambos, depósitos 
y/o similares- en cuanto éstas mantengan una “razo- 
nable continuidad con la vivienda, al punto de consti- 
tuir dependencias de ella”. 


2. Cabe al respecto señalar: 


a) El artículo 26 del Código Penal consagra una 
causa de justificación que enerva la antijuridicidad de 
la conducta respecto de quien actúa en defensa de su 
persona o derechos, o de la persona o derechos de 
otros, siempre y cuando se reúnan los requisitos exi- 
gidos en la norma -agresión ilegítima, necesidad ra- 
cional del medio empleado para repelerla y falta de 
provocación suficiente de quien se defiende-. De tal 
suerte, la conducta desplegada por el sujeto y ade- 
cuada a la descripción típica de un delito, se torna le- 
gítima. 


b) La referencia de lugar contenida hoy en el ar- 
tículo 26 del Código Penal establece una presunción 
de carácter relativo -en el derecho penal no son de 
recibo las presunciones absolutas- que tiene su fun- 
damento en la tutela constitucional del hogar conteni- 
da en el artículo 11 de la Carta. 


c) Esta tutela constitucional se encuentra en es- 
tricta relación con una de las proyecciones del dere- 
cho a la libertad inherente a la persona humana: la de 
manifestarse íntima y reservadamente en un ámbito 
específicamente destinado a ello, como es el hogar. 
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d) Desde la perspectiva constitucional y legal, el 
concepto de hogar comprende no sólo el lugar desti- 
nado a habitación, sino también las dependencias de 
la casa que lo integran. 


e) En el Código Penal, no existe una definición le- 
gal de “dependencias”, si bien el término es recogido 
en algunas de sus disposiciones. Entre ellas en su ar- 
tículo 294 que, dentro del Título “Delitos contra la Li- 
bertad”, consagra el delito de violación de domicilio, 
que se cumple con la introducción contra la voluntad 
del dueño o la penetración clandestina o con engaño 
en morada ajena o en sus dependencias. 


f) Definir el concepto de dependencias ha sido 
objeto de la elaboración de la doctrina y de la juris- 
prudencia nacionales, que han utilizado como criterio 
rector que la morada es el lugar donde alguien vive o 
reside, en forma transitoria o permanente, a cualquier 
título que fuere, en evidente correspondencia con la 
tutela constitucional del hogar y la preservación del 
ámbito de libertad individual que ésta supone. 


g) Conforme las consideraciones que venimos de 
señalar, estimamos que en el texto proyectado se in- 
cluyen bajo el concepto de dependencias instalacio- 
nes que, por su propio destino, no integran el con- 
cepto de hogar, ni por ende, se compadecen con el 
fundamento que inspira la referencia de lugar conte- 
nida en el artículo 26 del Código Penal -“una casa 
habitada o de sus dependencias”-. 


h) A ello debe agregarse que la definición proyec- 
tada refiere únicamente a las zonas rural y suburba- 
na, donde por lo general la dimensión física de un 
establecimiento es de gran extensión. 


) Podría aducirse que esta última observación 
queda salvada con la exigencia de que tales depen- 
dencias tengan una “razonable continuidad con la vi- 
vienda, al punto de constituir dependencias de ella”, 
requisito que parece aludir a la continuidad edilicia 
entre ambos espacios físicos. Ocurre sin embargo 
que, en la práctica, puede no existir una vinculación 
física entre el inmueble destinado específicamente a 
habitación y su accesorio -por ejemplo, un garage- y, 
empero, ser éste parte integrante de la casa, global- 
mente considerada. 


j) En suma, creemos que la normativa vigente -de 
rango constitucional y legal- constituye una herra- 
mienta suficiente y efectiva para comprender en el 
concepto de dependencias de la casa sita en zona 
suburbana y rural, aquellos anexos que se encuen- 
tran naturalmente comprendidos en el concepto de 
hogar, fuere por el destino que se les asigna en el 
ámbito familiar o por su vinculación edilicia. 


k) Desde esta premisa y desde la perspectiva 
brindada por una interpretación dogmática y jurispru- 
dencial armónica con el ordenamiento positivo -como 
la que se ha verificado mayoritariamente hasta la fe- 
cha-, la modificación proyectada resulta sobreabun- 
dante y adolece de los inconvenientes que vienen de 
señalarse. 


|) Pero, además, la solución proyectada ingresaba 
a un casuismo innecesario para especificar términos 
legales que deben ser objeto de interpretación juris- 
prudencial. 


EL DELITO DE CONTRABANDO 


3. En la redacción proyectada para el artículo 257 
del Código Penal, se brinda una solución feliz, cual es 
la de otorgarle pena autónoma al delito de contraban- 
do y no una pena derivada de otra figura delictiva, 
como ocurre al día de la fecha. 


4. El guarismo punitivo se sitúa entre los tres me- 
ses de prisión y los seis años de penitenciaría, reco- 
giendo -de modo acorde al criterio asentado en el 
texto vigente- idéntico castigo que el previsto en el ar- 
tículo 340 del Código Penal para el delito de hurto. 
Por ello vamos a acompañar esta solución, excepto 
en lo que a continuación señalaremos. 


5. Fuera de esa ventaja técnica antes señalada, el 
proyecto incurría en el grosero error de reconvertir 
-nuevamente recayendo en el innecesario casuismo- 
a todas las presunciones de contrabando que esta- 
bleciera la Ley N* 13.318 a los efectos del enjuicia- 
miento aduanero fiscal, pero que son redundantes en 
materia penal, donde los delitos deben tipificarse con 
fórmulas genéricas lo suficientemente amplias, pero 
no menos precisas, para que en ellas pueda subsu- 
mirse toda la miscelánea. 


6. En consecuencia, y como señalaremos, nos 
permitimos aconsejar el desacierto que significa esta 
figura delictiva, la cual la limitamos a la adjudicación 
de una pena autónoma al ilícito, sin tocar la figura tí- 
pica que, en la actualidad, se reduce al inciso primero 
del artículo 253 de la Ley N* 13.318, y no al resto de 
la ya mencionada casuística, que es meramente indi- 
cativa, pero que se engloba toda dentro de la fórmula 
general del inciso primero del referido artículo 253. 


7. Asimismo, se proyecta la inclusión de un nuevo 
artículo al texto del Código Penal, bajo el número 257 
bis, en el que se describe un elenco de circunstancias 
agravantes del delito de contrabando. 


8. La primera precisión que realizáramos es que, 
en este caso, no se trataba de una modificación del 
Código Penal -como reza el acápite del artículo 1* del 
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proyecto de ley- sino de la creación de una norma, 
que por ende debería preverse en otro artículo del 
proyecto, lo cual hicimos (“Incorpórese al Código Pe- 
nal el siguiente artículo: Artículo 257 bis...”). 


9. La primera circunstancia agravante se centraba 
en la calidad del objeto del contrabando, para lo cual 
el inciso 1) se remitía al actual artículo 258 del Código 
Rural y a un artículo 258 bis del mismo Código, que 
se incluye en este mismo proyecto. Estos bienes son, 
con carácter general, animales que se utilizan con un 
fin primordialmente agrícola-ganadero y los frutos del 
país. 


10. Esta agravante podía superponerse con el de- 
lito de abigeato previsto en el artículo 258 del Código 
Rural. Ejemplifiquemos con el fin de ser más claros: 
entre otras hipótesis, hoy el delito de abigeato se co- 
mete con el apoderamiento de ganado o ciertos frutos 
del país. En consecuencia, si yo me apodero para 
luego exportar clandestinamente esos bienes 
-conducta que configuraría el delito de contrabando 
agravado-, se plantearía un concurso entre dos nor- 
mas penales que suscitaría diversos problemas de 
interpretación legal; por ejemplo, el de determinar si la 
conducta constituye un delito de abigeato o, en orden 
a la finalidad última del autor, un delito de tentativa de 
contrabando. 


11. Resultaba obvio y entendible que la Comisión 
Honoraria Asesora, en la medida en que considera y 
valora la temática rural, aspire a convertir al contra- 
bando de ganado en una hipótesis de delito agrava- 
do. Pero situándonos fuera de esa perspectiva, desde 
un punto de vista político-criminal, es opinable cuando 
menos que por el objeto material sobre el cual recae 
el ilícito (ganado y bienes rurales) se jerarquice a 
conducta agravada una hipótesis que no tiene que ver 
con la modalidad de ejecución del delito; es decir, con 
alguna característica peculiar del comportamiento del 
agente. Por tanto, nos mereció serios reparos esta 
agravación y -luego de muchas horas de análisis e 
intercambio-, resolvimos no acompañar la solución 
proyectada. 


12. La circunstancia agravante de poner en riesgo 
“el status sanitario del país”, de la que se erige como 
presunción el que se introduzcan al territorio nacional 
los bienes del artículo 258 y 258 bis del Código Rural, 
debe analizarse con relación al bien jurídico tutelado 
en el delito de contrabando que es la economía y la 
hacienda públicas. Este riesgo podrá concurrir enton- 
ces, en calidad de agravante, sólo cuando se vincule 
con un daño a la economía o a la hacienda naciona- 
les. La salud pública, como objeto de tutela, ha mere- 


cido un Título específico en el Código Penal (ar- 
tículos 218 a 226), en el cual a raíz de la epidemia de 
fiebre aftosa, la Ley N* 17.292 modificó el texto del ar- 
tículo 224 y previó la situación que se plantea en esta 
circunstancia agravante del contrabando. 


13. En consecuencia, la primera gran interrogante 
pasaba por dilucidar si el contrabando de ganado me- 
recía o no ser una forma agravada de este delito, ex- 
tremo que nos ofreció serios reparos. Pero aun así, 
suponiendo que hubiéramos optado por mantener 
esta previsión del proyecto, la contenida en el nume- 
ral 2), que es consecuencia de la anterior, vuelve a 
provocar un severo problema de interpretación penal, 
desde que está considerando como agravante de un 
delito una situación de hecho que ya está contempla- 
da en el ordenamiento positivo vigente como un delito 
autónomo. 


14. La previsión contemplada en el numeral 3) no 
nos resultaba lógica, porque la nacionalidad de los 
copartícipes y su radicación o no en el país no ha sido 
considerada para ninguna figura delictiva del derecho 
uruguayo una circunstancia de agravación de ningún 
delito. Además se habla de la colaboración en la fase 
preparatoria, que, como regla de principio y por ex- 
presa disposición legal, no es punible en el derecho 
uruguayo. 


15. El inciso final del artículo 257 bis constituía 
una hipótesis de inhabilitación especial para el ejerci- 
cio del comercio, ya contemplada en el artículo 66 del 
Código Penal. Por consiguiente, en lo que dice es- 
tricta relación con la pena, y siempre y cuando se 
optara por recoger la mención específica al contra- 
bando de ganado, el texto debió hacer referencia a 
una inhabilitación comercial por tiempo determinado, 
en abstracto. No existe un solo ejemplo en el derecho 
penal uruguayo, donde la inhabilitación se calcule so- 
bre la base de la duración de la pena concreta. La 
inhabilitación es una pena principal y, en su virtud, 
merece poseer también una duración establecida en 
términos de guarismos abstractos. 


AGRAVANTE DEL DELITO DE RECEPTACIÓN 


16. El texto proyectado planteaba similares incon- 
venientes a los que más arriba se han enunciado, 
porque es virtualmente imposible explicar qué dife- 
rencia existe entre el delito (según el proyecto, agra- 
vado) de receptación y la conducta de marcar o se- 
ñalar, borrar o modificar las marcas y señales, en 
provecho propio, prevista como delito de abigeato en 
el artículo 258 del Código Rural. Diferenciar ambas 
situaciones se volvería un imposible jurídico. 
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EL DELITO DE PENETRACIÓN ILEGÍTIMA EN 
FUNDO AJENO 


17. La fórmula proyectada incorpora a “la prohibi- 
ción” de penetrar, cuando ésta se encuentra clara- 
mente comprendida en la expresión actual de “contra 
la voluntad expresa o tácita”. Entendemos que esta 
propuesta ingresaba en el terreno de la tautológica, 
por lo cual no entendimos del caso acompañar su 
aprobación. 


18. El agregado al responsable designado en au- 
sencia del legítimo ocupante, es evidentemente inne- 
cesario, ya que hoy en día se ve comprendido en la 
norma en cuanto actúa en nombre y representación 
de éste. Además el empleo de la palabra “designa- 
ción” puede contribuir a hacer pensar en que se re- 
quiere un acto formal, eventualmente documentado 
por escrito, con lo cual se frustra un objetivo que, con 
el texto vigente, no plantea dificultad interpretativa al- 
guna. 


19. Con relación a la sustitución de la pena de 
multa por prisión equivalente, el proyecto colide con lo 
dispuesto por el artículo 337 del Código del Proceso 
Penal, en la redacción conferida por el artículo 14 de 
la Ley N* 17.726 -conocida como Ley de Medidas 
Sustitutivas- que prohibiría dicha sustitución. Confor- 
me al nuevo régimen, en caso de no pago de la pena 
de multa debería recurrirse a la vía de apremio para 
su satisfacción. 


20. El inciso final del artículo 356 proyectado tam- 
poco nos resultaba una solución feliz. En el derecho 
uruguayo, el principio general es que los delitos se 
persiguen de oficio, salvo excepciones en que la ley 
le concede al damnificado el derecho exclusivo a 
instar. Vale decir, no hay delitos que sean persegui- 
bles simultáneamente de oficio y/o a instancia de 
parte, por lo que la expresión “asimismo” no resultaba 
adecuada. 


LA CAZA ABUSIVA 


21. A los efectos de no generar hechos que está- 
bamos seguros nadie deseaba, le cambiamos el 
nombre del delito y llamarlo “caza o pesca abusiva”. 
Suplantamos la “y” por una “o”. Las demás modifica- 
ciones nos merecieron objeciones análogas a las ya 
formuladas con relación al proyecto de reformulación 
del artículo 356 del Código Penal. 


AGRAVANTES DEL DELITO DE DAÑO 


22. En el numeral 4) se sustituye la expresión 
“obreros”, que está en el texto vigente, por la locución 
“trabajadores”, lo cual podría tener significación so- 


ciológica pero es irrelevante desde el punto de vista 
penal. 


23. En cuanto a la adición de un numeral 5), cen- 
trado en la calidad de los bienes sobre los que recae 
el daño, no nos merecía mayores reparos en el plano 
técnico, fuera de considerar que la referencia a los 
“depósitos de herramientas” puede recaer, sin duda 
alguna, sobre un depósito de carácter urbano y no ru- 
ral. 


MODIFICACIONES AL CÓDIGO RURAL 


24. Se proponía actualizar la pena de multa pre- 
vista en el artículo 37 del Código Rural, situándola en 
UR -criterio general adoptado por el Código Penal-, lo 
que nos pareció razonable. No compartimos el reem- 
plazo de la palabra “castigado” por “condenado a pa- 
gar”, porque la primera es el vocablo de uso general 
en nuestra legislación penal. Con relación a la pro- 
puesta de sustitución de la pena de multa por la 
prestación de servicios a la comunidad nos pareció 
innecesaria, porque la misma se aplica, con carácter 
general a todos los condenados a pena de multa, por 
imperio de lo prescripto en la Ley N* 17.726 de Medi- 
das Alternativas, a la que ya se ha hecho referencia. 
De igual modo concluimos en la impertinencia de la 
sustitución de la pena de multa por pena de prisión 
-ver numeral 19 que precede-. 


25. Nos pareció flagrante la ¡legalidad del inciso fi- 
nal que se pretendía agregar a este artículo 37. Las 
penas están siempre y previamente determinadas por 
ley, conforme al principio de legalidad de la pena que 
se remonta a la época de Montesquieu. 


EL DELITO DE ABIGEATO, VINCULADOS Y 
AGRAVANTES 


26. Se compartió plenamente la nueva redacción 
que se proyecta para el artículo 258 del Código Rural, 
que supera los errores flagrantes en que había incu- 
rrido la Ley N* 17.826. 


27. El artículo 258 bis que se proyectaba no nos 
resultaba compartible, porque el abigeato no puede 
recaer sobre granos, productos forestales, semillas y 
demás productos agropecuarios. Para tutelarlos pe- 
nalmente, repetimos la redacción del artículo 258, 
estableciendo que “El que se apoderare con sustrac- 
ción de granos, productos forestales, semillas y de- 
más productos agropecuarios será castigado con la 
pena del artículo 258 del Código Rural, resultando 
aplicables las circunstancias agravantes edictadas 
por el artículo 259 y lo previsto en el artículo 259 bis 
del mismo Código”. 
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28. En cuanto al proyectado artículo 259, con mo- 
dificaciones -en nuestra opinión imprescindibles des- 
de el punto de vista técnico- resolvimos acompañarlo. 


29. En la propuesta de la Comisión Honoraria 
Asesora existían variantes ínfimas con relación al 
texto vigente del Código Rural. La verdadera modifi- 
cación estaba dentro de las circunstancias agravantes 
muy especiales, cuyo numeral 2) proponía suprimir al 
“hacendado” y sustituir al “productor agropecuario” 
por “productor rural”. La fórmula propuesta no dejaba 
de suscitar los mismos problemas interpretativos que 
generó, en su momento, la modificación incorporada 
por la Ley N*16.146 y repetida luego por la Ley 
N0 17.826. En menos palabras: ¿el propietario de dos 
vacas que comete abigeato sobre una tercera, mere- 
cía recibir esa agravante? 


30. Se ha agregado como hipótesis de agravación 
de la responsabilidad al “apicultor” o al registrado a 
cualquier título en DICOSE. Por lo tanto, volverá a re- 
petirse la misma duda, cuando el propietario de una 
colmena se apodere de una segunda. 


31. Con relación al numeral 3) de las agravantes 
muy especiales, señalamos que la calidad de funcio- 
nario público es hoy una circunstancia agravante ge- 
nérica, prevista en el artículo 47 del Código Penal, por 
lo que la situación ya estaría prevista en la legislación 
vigente y resultaría sobreabundante. 


SOBRE EL COMISO E INCAUTACIÓN DE BIE- 
NES E INSTRUMENTOS DEL DELITO 


33. Respecto de distintas disposiciones contenidas 
en el proyecto, que refieren a la incautación de bienes 
o instrumentos del delito y al destino de ese comiso, 
merecerían un desarrollo más extenso que resulta 
imposible abordar en este informe, y que se dejaran 
en todo caso para la discusión en particular. De todos 
modos, cabe señalar, muy sucintamente y a cuenta 
de mayor desarrollo en Sala, que los integrantes de 
las Comisiones que en mayoría recomendamos la 
aprobación de este proyecto entendimos que “...la 
creación de la Comisión Administradora para la Segu- 
ridad Rural, como órgano que centralice las políticas 
de seguridad rural, coordine esfuerzos entre las di- 
versas instituciones y administre lo producido y los 
bienes de la comisión de los delitos...” requería una 
discusión mayor y aparte del contenido de este pro- 
yecto de ley que hoy analizamos. Finalmente enten- 
dimos que tampoco resultaba adecuado tratar en esta 
norma la restauración de la vigencia del Decreto-Ley 
N* 14.165. 


III) ANÁLISIS GENERAL DEL PROYECTO CUYA 
APROBACIÓN SE PROPONE 


Brevemente -pues ya hemos abundado en razo- 
nes en el capítulo anterior- señalaremos el contenido 
del proyecto de ley que vuestra Comisión asesora de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Admi- 
nistración sugiere a la Cámara aprobar. 


En el artículo 1% se propone la sustitución del ar- 
tículo 257 del Código Penal (Contrabando) por la so- 
lución propuesta sobre la base de los argumentos que 
anteriormente expusiéramos. 


En el artículo 2% se propone incorporar al Código 
Penal un artículo 257 bis (Circunstancia agravante del 
delito de contrabando). También aquí nos remitimos a 
lo precedentemente expuesto al respecto. 


En el artículo 3? se propone sustituir el artículo 357 
del Código Penal a efectos de castigar a quienes ca- 
cen o pesquen en fundo ajeno sin autorización expre- 
sa o tácita de su legítimo ocupante (a cualquier título). 


En el artículo 4% se realiza una modificación al ar- 
tículo 37 del Código Rural en cuanto a la actualiza- 
ción de la pena de multa que queda fijada en un ran- 
go de 10 a 200 unidades reajustables. 


En los artículos 5% y 6% se sustituye la redacción 
actual de los artículos 39 y 40 del Código Rural modi- 
ficándose los plazos que este Código establecía, 
acortándolos para darles mayor efectividad a los pro- 
cedimientos que se regulan, en consonancia con la 
propuesta de la Comisión Honoraria Asesora. 


En el artículo 7% se sustituye el artículo 74 del Có- 
digo Rural ampliando a las rutas nacionales, caminos 
públicos, pasajes, lugares abiertos y sus banquinas el 
establecimiento de ninguna clase de vehículos, de 
tropa de ganado mayor o menor o arreos, salvo con 
fines a abrevar sin violar la normativa vigente, ni 
pastoreo alguno; en este último caso, salvo autoriza- 
ción formal de la autoridad correspondiente. 


En el artículo 8% se sustituye la redacción actual 
del artículo 75 del Código Rural que refiere a los ani- 
males sueltos, se amplía la prohibición a rutas nacio- 
nales, caminos públicos y lugares abiertos, aplicando 
los procedimientos acortados de los artículos 39 y 40. 


En el artículo 9% se sustituye el texto actual del ar- 
tículo 258 del Código Rural ampliándose en cuanto al 
objeto del abigeato a ganado vacuno y bubalino, 
equino, ovino, caprino, porcino o cualquier otra espe- 
cie de corral o criadero, colmenas, cueros, lanas, 
pieles, plumas o cerdas ajenas, y al que marcare o 
señalare, borrare o modificare las marcas y señales 


Martes 31 de julio de 2007 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 27 


de animales, cueros y colmenas ajenos en provecho 
propio o de un tercero. 


Por el artículo 10 se incorpora al Código Rural un 
artículo 258 bis que regula el abigeato de granos, 
productos forestales, semillas y demás productos 
agropecuarios. 


Por el artículo 11 se sustituye la redacción actual 
del artículo 259 del Código Rural con las considera- 
ciones que al respecto ya realizáramos en el capítulo 
anterior. 


Como se verá hemos recogido aquello que enten- 
dimos esencial del proyecto presentado por la Comi- 
sión Asesora Honoraria para la Seguridad Rural en el 
entendido de que resultaba necesaria esta adecua- 
ción legislativa. Por todo ello aconsejamos a la Cáma- 
ra aprobar el siguiente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2007. 


JAVIER SALSAMENDI, Miembro Infor- 
mante, GUSTAVO BERNINI, DIEGO 
CÁNEPA, GUSTAVO  GUARINO, 
CARLOS MASEDA, EDGARDO OR- 
TUÑO, ANÍBAL PEREYRA, HERMES 
TOLEDO ANTÚNEZ, HOMERO VIE- 
RA, JORGE ZÁS FERNÁNDEZ. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 257 del Código 
Penal por el siguiente: 


"ARTÍCULO 257. (Contrabando).- Comete el delito 
de contrabando y será castigado con pena de tres 
meses de prisión a seis años de penitenciaría, el 
que incurriere en la conducta prevista en el inciso 
primero del artículo 253 de la Ley N* 13.318, de 28 
de diciembre de 1964”. 


Artículo 2*.- Incorpórase al Código Penal el si- 
guiente artículo: 


"ARTÍCULO 257 bis. (Circunstancia agravante del 
delito de contrabando).- La pena será de doce 
meses de prisión a ocho años de penitenciaría, 
cuando el delito de contrabando se efectúe sobre 
los bienes mencionados en los artículos 258 y 258 
bis del Código Rural. En este caso se aplicará, 
además, pena de inhabilitación especial de uno a 
cinco años para negociar o intermediar ninguno de 
esos bienes por sí o por interpuesta persona, para 
beneficio propio o de un tercero, salvo la liquida- 
ción de aquellos bienes que posea el condenado. 
A tales efectos, el Juzgado comunicará al Ministe- 
rio de Ganadería, Agricultura y Pesca la fecha de 
ejecutoriedad de la sentencia de condena”. 


Artículo 3*.- Sustitúyese el artículo 357 del Código 
Penal por el siguiente: 


"ARTÍCULO 357. (Caza o pesca abusivas).- Con 
la misma pena será castigado el que cazare O 
pescare en fundo ajeno, contra la prohibición ex- 
presa o tácita del legítimo ocupante”. 


Artículo 4”.- Sustitúyese el artículo 37 del Código 
Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 37.- El que maliciosamente dañara un 
cerco, cortando alambres, destruyendo o arran- 
cando postes, cadenas o cerrojos de porteras, se- 
rá castigado, a denuncia de parte, con pena de 
multa de 10 a 200 UR (diez a doscientas unidades 
reajustables)”. 


Artículo 5*.- Sustitúyese el artículo 39 del Código 
Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 39.- El propietario de un estableci- 
miento rural que encuentre dentro de sus cercos 
ganado ajeno perteneciente a alguno de sus linde- 
ros, le avisará la invasión, para que retire los ani- 
males dentro de cuarenta y ocho horas. 


Si el ganado no es de lindero, pero sí de dueño 
conocido, el propietario del predio invadido optará 
entre dar el aviso a que refiere el párrafo anterior o 
dar conocimiento de la invasión a la autoridad ju- 
dicial más próxima, con indicación del número de 
animales, dueño, marcas, señales y otros datos 
que crea necesarios. 


La autoridad requerida hará en el acto la intima- 
ción de extracción, señalando un término pruden- 
cial no mayor de cuatro días. 


Dentro de uno u otro término -el de veinticuatro 
horas o el de cuatro días, establecidos en los inci- 
sos primero y tercero de este artículo- el propieta- 
rio del establecimiento invadido entregará los ani- 
males invasores a sus dueños, a cambio del pago 
del pastoreo que corresponda según la tarifa a que 
refiere el artículo 88 de este Código y los daños 
causados si los hubiere. 


Si vencido uno u otro término el dueño de los 
animales no se hubiese presentado a recibirlos, el 
propietario del predio invadido entregará los ani- 
males invasores a la autoridad judicial más próxi- 
ma, la que en el acto los pondrá a pastoreo por 
cuenta de sus dueños, y dará nuevo aviso a éstos, 
para que los recojan. 


Si el dueño de los animales se presenta a reco- 
gerlos dentro de los treinta días, se le entregarán a 
cambio de los gastos de pastoreo, saneamiento, 
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daños causados y las costas a que hubiere dado 
lugar. 


Si vencieran los treinta días sin que los animales 
fueran retirados, la autoridad que se recibió de 
ellos dispondrá que se vendan en remate público 
previa notificación a su dueño. Con el producido 
de la venta se pagarán los gastos de pastoreo, 
saneamiento, daños y costas. Los saldos, si los 
hubiere, se depositarán en el Banco de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay (BROU) bajo el rubro de 
autos por plazo de sesenta días, vencido el cual el 
propietario perderá todo su derecho sobre los di- 
neros depositados y se distribuirán por partes 
iguales entre las escuelas públicas de la jurisdic- 
ción de la Sede Judicial interviniente”. 


Artículo 6*.- Sustitúyese el artículo 40 del Código 


Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 40.- El propietario de un estableci- 
miento rural que encuentra dentro de sus cercos 
ganado ajeno, de dueño desconocido, lo entregará 
a la autoridad judicial más próxima dentro de cua- 
renta y ocho horas. 


Ésta lo colocará a pastoreo por cuenta del que 
resulte dueño, y llamará a éste por medio de avi- 
sos para que se presente a reclamarlo. 


En dichos avisos, publicados en un periódico de 
la localidad y fijados por la Policía en los sitios 
más concurridos, se indicarán la especie, canti- 
dad, pelos, marcas y señales del ganado. 


Si dentro de tres meses apareciese el dueño, re- 
cibirá sus animales pagando los pastoreos y da- 
ños y costas que adeude. 


Si vencieren los tres meses a que refiere el inci- 
so precedente, sin que apareciera el dueño de los 
animales, se procederá en la forma dispuesta por 
el inciso séptimo del artículo anterior. 


Si dentro de los treinta días apareciese el dueño, 
recibirá sus animales pagando los pastoreos, da- 
ños y costas que adeude. 


Si vencieran los treinta días a que se refiere el 
inciso precedente, sin que apareciera el dueño de 
los animales, se procederá en la forma dispuesta 
por el inciso séptimo del artículo anterior”. 


Artículo 7*.- Sustitúyese el artículo 74 del Código 


Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 74.- La Policía no permitirá en rutas 
nacionales, caminos públicos, pasajes, lugares 
abiertos, y sus banquinas, so pena del pago de 


una multa de 25 UR (veinticinco unidades reajus- 
tables), el establecimiento de ninguna clase de 
vehículos, de tropa de ganado mayor o menor o 
arreos salvo con fines de abrevar sin violar la 
normativa vigente, ni pastoreo alguno; en este úl- 
timo caso, salvo autorización formal de la autori- 
dad correspondiente, lo cual se reglamentará, te- 
niendo especialmente en cuenta las previsiones 
que deberá observar el beneficiado, así como las 
rutas y caminos a los que este privilegio no se 
aplicará”. 


Artículo 8*.- Sustitúyese el artículo 75 del Código 


Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 75.- Prohíbese en todo el territorio 
nacional, la permanencia de todo tipo de ganado 
mayor o menor, suelto en rutas nacionales, cami- 
nos públicos y lugares abiertos. Cuando se en- 
contraren animales en esa situación se los tomará 
y entregará a la autoridad judicial más próxima, 
para que se proceda según lo disponen los ar- 
tículos 39 y 40 de este Código. 


Los propietarios de los animales aprehendidos 
serán sancionados con una multa equivalente a 3 
UR (tres unidades reajustables) por animal la que 
será vertida en cuenta del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca - División de Contralor de 
Semovientes (DICOSE), abierta a tales efectos en 
el Banco de la República Oriental del Uruguay 
(BROU””. 


Artículo 9*.- Sustitúyese el artículo 258 del Código 


Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 258.- Comete delito de abigeato y se- 
rá castigado con tres meses de prisión a seis años 
de penitenciaría el que fuera de las ciudades o 
pueblos, o en zonas suburbanas se apoderare con 
sustracción de ganado vacuno y bubalino, equino, 
ovino, caprino, porcino o cualquier otra especie de 
corral o criadero, colmenas, cueros, lanas, pieles, 
plumas o cerdas ajenas, y el que marcare o seña- 
lare, borrare o modificare las marcas y señales de 
animales, cueros y colmenas ajenos en provecho 
propio o de un tercero”. 


Artículo 10.- Incorpórase al Código Rural el si- 


guiente artículo: 


"ARTÍCULO 258 bis.- El que se apoderare con 
sustracción de granos, productos forestales, semi- 
llas y demás productos agropecuarios será casti- 
gado con la pena del artículo 258 del Código Ru- 
ral, resultando aplicables las circunstancias agra- 
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vantes edictadas por el artículo 259 y lo previsto 
en el artículo 259 bis del mismo Código”. 


Artículo 11.- Sustitúyese el artículo 259 del Códi- 
go Rural por el siguiente: 


"ARTÍCULO 259.- La pena será de doce meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría, cuando con- 
curran algunas de las siguientes circunstancias 
agravantes: 


1) Si el delito se ejecutara en banda, con la 
participación de dos o más personas. 


2) Si para cometer el delito se emplearan vehí- 
culos de carga aptos para el transporte de 
los objetos robados. 


3) Si para cometer el delito se dañaran cercos, 
cortando alambres, destruyendo o arran- 
cando postes, cadenas o cerrojos de porte- 
ras. 


4) Si para la comisión del delito se utilizaran 
guías de propiedad y tránsito o documenta- 
ción equivalentes falsas o expedidas para 
terceras personas, o se falsificaran boletas 
de marca y señal. 


5) Si se facilitaran los medios de transporte o 
la documentación falsa aludida en el nume- 
ral precedente. 


Son circunstancias agravantes muy especiales: 
1) Ser jefe o promotor del delito. 


2) La de poseer la calidad de productor rural, 
apicultor o estar registrado a cualquier título 
en la División de Contralor de Semovientes 
(DICOSE) del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


3) La de poseer la calidad de funcionario públi- 
co. 


Será aplicable al delito tipificado en el artículo 
anterior la atenuante establecida en el inciso 2* del 
artículo 342 del Código Penal”. 


Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2007. 


JAVIER SALSAMENDI, Miembro Infor- 
mante, GUSTAVO BERNINI, DIEGO 
CÁNEPA, GUSTAVO  GUARINO, 
CARLOS MASEDA, EDGARDO OR- 
TUÑO, ANÍBAL PEREYRA, HERMES 
TOLEDO ANTÚNEZ, HOMERO VIE- 
RA, JORGE ZÁS FERNÁNDEZ. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 
integrada con la de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


INFORME EN MINORÍA 
Señoras y señores Representantes: 


Los abajo firmantes recomiendan a la Cámara de 
Diputados, votar negativamente en general el pro- 
yecto de ley aprobado por la mayoría y acompañar el 
texto que acompaña este Informe. 


El proyecto original, inspirado en el anteproyecto 
de la Comisión Honoraria, creada con este fin, trataba 
el ámbito rural y la inseguridad reinante en el mismo, 
desde un punto de vista integral. Es decir, la seguri- 
dad de los semovientes, de los otros bienes muebles 
e inmuebles y de la seguridad física del individuo. 


El proyecto aprobado por la mayoría descarta de 
plano la seguridad individual, o mejor dicho, la posibi- 
lidad de modificar instrumentos vigentes como la Le- 
gítima Defensa, en el ámbito rural. Esto demuestra, 
ya sea un desconocimiento de la realidad actual en el 
campo o la creencia de que lo solicitado por la gente 
que padece estos males no es atendible. 


La otra parte del proyecto de ley refiere a distintas 
figuras penales que atentan contra bienes muebles e 
inmuebles. 


En lo referente al contrabando, el informe realiza- 
do por quienes suscriben, acepta las propuestas de la 
Comisión Honoraria en lo relativo a las agravantes del 
delito de contrabando, por considerar las nuevas téc- 
nicas y distintas colaboraciones que la actualidad 
brinda al delincuente. 


Referido a la receptación y sus agravantes espe- 
ciales, creemos conveniente incorporar los bienes 
referidos en los artículos 258 y 258 bis del Código Ru- 
ral. 


Es voluntad de los firmantes de este informe, que 
se modifique la penetración ¡legítima en el fundo aje- 
no, de la manera propuesta en el anteproyecto ya que 
se adapta más a la realidad rural; entre otras cosas 
porque hace referencia al legítimo ocupante o a un 
responsable; persona esta última, seguramente más 
tiempo a cargo del establecimiento que su legítimo 
ocupante. 


Igual juicio nos merece el artículo propuesto que 
modifica el artículo 357 del Código Penal. 


El artículo 359, relativo a las circunstancias agra- 
vantes al delito de daño, se le proponía agregar un 
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numeral, relativo a bienes más expuestos al delito 
mencionado. Lamentablemente esto tampoco fue 
aceptado por los votantes del proyecto aprobado en 
mayoría. 


La modificación propuesta al artículo 37 del Códi- 
go Rural fue pacíficamente aceptada por todos los 
miembros de la Comisión. 


Lo mismo sucede con los artículos 39 y 40 del re- 
ferido Código. 


Los artículos 74 y 75, referidos a la prohibición de 
determinadas acciones en lugares de circulación pú- 
blica, también contaron con el voto afirmativo de to- 
dos los legisladores presentes. 


El artículo 121 del Código Rural, es modificado por 
el proyecto en minoría que adjuntamos, ya que esta- 
blece un destino a las armas incautadas. 


En Sala sugerimos una mínima modificación rela- 
tiva a los destinos previstos. 


Las modificaciones del artículo 258 del Código Ru- 
ral, acompañadas unánimemente, establecen que el 
aprovechamiento puede ser tanto propio como de un 
tercero. 


Los firmantes del Informe en minoría hemos reco- 
gido la sugerencia de la mayoría en lo que hace a la 
figura delictiva, por la imposibilidad de asimilarlo al 
abigeato, previsto en el artículo 258 bis. 


Respecto al artículo 259, proponemos aumentar la 
pena en lo referido a los agravantes muy especiales. 


El artículo 259 bis, es apoyado por los abajo fir- 
mantes, con una breve modificación que propondre- 
mos en Sala respecto a la Comisión Administradora, 
ya que rechazamos el artículo 287 relativo a su crea- 
ción. 

Asimismo, restauramos la vigencia de los ar- 
tículos 33 a 40, 53 y 61 del Decreto-Ley N* 14.165 
con la modificación del artículo 33 del mismo. 


Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2007. 


LUIS ALBERTO LACALLE POU, Miem- 
bro Informante, GUSTAVO BORSARI 
BRENNA, ALBERTO CASAS, RiI- 
CHARD CHARAMELO, NELSON 
PÉREZ CORTELEZZI. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Sustitúyense los artículos 26, 257, 
350 bis, 356, 357 y 359 del Código Penal, por los si- 
guientes: 


"ARTÍCULO 26. 


(Legítima defensa).- Se hallan 


exentos de responsabilidad: 


1) 


2) 


3) 


El que obra en defensa de su persona o de- 
rechos, o de la persona o derechos de otro, 
siempre que concurran las circunstancias 
siguientes: 


A) Agresión ilegítima. 


B) Necesidad racional del medio empleado 
para repelerla o impedir el daño. 


C) Falta de provocación suficiente por parte 
del que se defiende. 


Se entenderá que concurren estas tres cir- 
cunstancias respecto de aquél que defiende 
la entrada de una casa habitada o de sus 
dependencias, o emplea violencia contra el 
individuo extraño a ella, que es sorprendido 
dentro de la casa o de las dependencias. 


En zonas suburbanas o rurales téngase 
como dependencia: galpones, instalaciones, 
carnicerías, criaderos de toda especie, tam- 
bos, depósito de herramientas, de granos 
y/o similares, siempre que tengan una razo- 
nable continuidad con la vivienda, al punto 
de constituir dependencias de ella. 


El tercer requisito no es necesario tratándo- 
se de la defensa de los parientes consan- 
guíneos en toda la línea recta y en la colate- 
ral hasta el segundo grado inclusive, el cón- 
yuge, de los padres o hijos naturales reco- 
nocidos o adoptivos, siempre que el defen- 
sor no haya tomado parte en la provocación. 


El que obra en defensa de la persona o de- 
rechos de un extraño, siempre que concu- 
rran las circunstancias expresadas en el in- 
ciso 1* y la de que el defensor no sea impul- 
sado por venganza, resentimiento u otro 
motivo ilegítimo”. 


"ARTÍCULO 257. (Contrabando).- Comete el delito 
de contrabando y será castigado con pena de tres 
meses de prisión a seis años de penitenciaría, el 
que incurriere en la conducta prevista en el inciso 
primero del artículo 253 de la Ley N* 13.318, de 28 
de diciembre de 1964”. 


"ARTÍCULO 350 bis. (Receptación).- Agréguese a 
las agravantes del delito previsto por el ar- 


tículo 350 bis el siguiente literal: 
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C) Cuando el delito se efectúe sobre los bienes 
referidos en los artículos 258 y 258 bis del 
Código Rural”. 


"ARTÍCULO 356. (Penetración ilegítima en el fun- 
do ajeno).- El que contra la prohibición o voluntad 
expresa o tácita del legítimo ocupante o de quien 
éste designare como responsable durante su au- 
sencia, penetrare en fundo ajeno, hallándose éste 
cercado por muro, cerco, alambre, foso u obras de 
análogo carácter por su estabilidad, será castigado 
con 10 a 100 UR (diez a cien unidades reajusta- 
bles) de multa o prisión equivalente. 


Asimismo dicho delito podrá perseguirse a ins- 
tancia de parte”. 


"ARTÍCULO 357. (Caza abusiva).- Con la misma 
pena será castigado el que cazare o pescare en 
fundo ajeno, contra la prohibición o voluntad ex- 
presa o tácita del legítimo ocupante o de quien 
éste designare como responsable durante su au- 
sencia, sin perjuicio de lo establecido en el ar- 
tículo 121 del Código Rural”. 


"ARTÍCULO 359. (Circunstancias agravantes).- 
Se procede de oficio y la pena será de tres me- 
ses de prisión a seis años de penitenciaría, 
cuando concurran las circunstancias agravantes 
siguientes: 


1) Si mediare alguna de las circunstancias 
previstas en los incisos tercero y cuarto del 
artículo 59 del Código Penal. 


2) Si el delito se cometiera sobre cosas exis- 
tentes en establecimientos públicos, o que 
se hallaren bajo secuestro o expuestas al 
público por la necesidad o por la costumbre, 
o destinadas al servicio público, o de utili- 
dad, defensa, beneficencia o reverencia pú- 
blicas. 


3) Si el daño se efectuare por venganza contra 
un funcionario público, un árbitro, un intér- 
prete, un perito o un testigo a causa de sus 
funciones. 


4) Si el delito se cometiera con violencias o 
amenazas o por empresarios con motivo de 
paros o por trabajadores con motivo de 
huelga. 


5) Si el daño se efectuare sobre bienes semo- 
vientes, sujetos a marca, señal, patente, re- 
gistro o cualquier otra modalidad de identifi- 
cación establecida en la normativa vigente, 
y sobre aquellos que sin presentar las mo- 


dalidades de identificación descritas, se ha- 
llaren al pie de la madre; también si el daño 
se efectuare sobre abejas, colmenas y cual- 
quier especie de corral o criadero, tambos, 
depósitos de herramientas, de granos y/o 
similares”. 


Artículo 2*.- Incorpórase al Código Penal el si- 


guiente artículo: 


"ARTÍCULO 257 bis. (Circunstancias agravantes).- 
La pena del delito será de 20 meses de prisión a 
8 años de penitenciaría, cuando concurran las si- 
guientes circunstancias agravantes: 


1) Cuando se efectúe sobre los bienes men- 
cionados en los artículos 258 y 258 bis del 
Código Rural. 


2) Que el delito de contrabando ponga en ries- 
go el status sanitario del país determinado 
por los organismos nacionales competentes. 
Constituye presunción simple de la circuns- 
tancia antedicha, la introducción al país de 
cualquiera de los bienes mencionados en 
los artículos 258 y 258 bis del Código Rural. 


3) Que cuando se efectúe sobre los bienes 
mencionados en los artículos 258 y 258 bis 
del Código Rural se haya cometido con co- 
laboración, en la fase preparatoria o ejecuti- 
va, de personas extranjeras, estén radica- 
das o no, en el país. 


Las personas que hayan sido condenadas 
por contrabando de los bienes mencionados 
en los artículos 258 y 258 bis del Código 
Rural, no podrán negociar o intermediar por 
sí, ni por interpósita persona, ni para benefi- 
cio propio o de un tercero, con ninguno de 
los referidos bienes, por un tiempo igual al 
doble de la duración de la pena a contarse 
desde la fecha en que la sentencia quede 
ejecutoriada, salvo la liquidación estricta de 
los bienes que posea el condenado. A estos 
efectos se comunicará la sentencia al Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
(Junta Nacional de la Granja, Dirección Ge- 
neral de Servicios Agrícolas y/o Dirección 
General de Servicios Ganaderos)”. 


Artículo 3*.- Sustitúyense los artículos 37, 39, 40, 


74, 75, 121, 258, 259 y 259 bis del Código Rural por 
los siguientes: 


"ARTÍCULO 37.- El que maliciosamente dañara un 
cerco, cortando alambres, destruyendo o arran- 
cando postes, cadenas o cerrojos de porteras, se- 
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rá castigado, a denuncia de parte, con pena de 
multa de 10 a 200 UR (diez a doscientas unidades 
reajustables)”. 


"ARTÍCULO 39.- El propietario de un estableci- 
miento rural que encuentre dentro de sus cercos 
ganado ajeno perteneciente a alguno de sus linde- 
ros, le avisará la invasión, para que retire los ani- 
males dentro de cuarenta y ocho horas. 


Si el ganado no es de lindero, pero sí de dueño 
conocido, el propietario del predio invadido optará 
entre dar el aviso a que se refiere el párrafo ante- 
rior o dar conocimiento de la invasión a la autori- 
dad judicial más próxima, con indicación del núme- 
ro de animales, dueño, marcas, señales y otros 
datos que crea necesarios. 


La autoridad requerida hará en el acto la intima- 
ción de extracción, señalando un término pruden- 
cial no mayor de cuatro días. 


Dentro de uno u otro término -el de cuarenta y 
ocho horas o el de cuatro días, establecidos en los 
incisos primero y tercero de este artículo- el pro- 
pietario del establecimiento invadido entregará los 
animales invasores a sus dueños, a cambio del 
pago del pastoreo que corresponda según la tarifa 
a que se refiere el artículo 88 de este Código y los 
daños causados si los hubiere. 


Si vencido uno u otro término el dueño de los 
animales no se hubiese presentado a recibirlos, el 
propietario del predio invadido entregará los ani- 
males invasores a la autoridad judicial más próxi- 
ma, la que en el acto los pondrá a pastoreo por 
cuenta de sus dueños, y dará nuevo aviso a éstos, 
para que los recojan. 


Si el dueño de los animales se presenta a reco- 
gerlos dentro de los treinta días, se le entregarán a 
cambio de los gastos de pastoreo, saneamiento, 
daños causados y las costas a que hubiere dado 
lugar. 


Si vencieran los treinta días sin que los animales 
fueran retirados, la autoridad que se recibió de 
ellos dispondrá que se vendan en remate público 
previa notificación a su dueño. Con el producido 
de la venta se pagarán los gastos de pastoreo, 
saneamiento, daños y costas. Los saldos, si los 
hubiere, se depositarán en el Banco de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay bajo el rubro de autos por 
plazo de sesenta días, vencido el cual el propieta- 
rio perderá todo su derecho sobre los dineros de- 
positados y se distribuirán por partes iguales entre 


las escuelas públicas de la jurisdicción de la Sede 
Judicial interviniente”. 


"ARTÍCULO 40.- El propietario de un estableci- 
miento rural que encuentra dentro de sus cercos 
ganado ajeno, de dueño desconocido, lo entregará 
a la autoridad judicial más próxima dentro de cua- 
renta y ocho horas. 


Ésta lo colocará a pastoreo por cuenta del que 
resulte dueño, y llamará a éste por medio de avi- 
sos para que se presente a reclamarlo. 


En dichos avisos, publicados en un periódico de 
la localidad y fijados por la policía en los sitios más 
concurridos, se indicarán la especie, cantidad, 
pelos, marcas y señales del ganado. 


Si dentro de tres meses apareciese el dueño, re- 
cibirá sus animales pagando los pastoreos y da- 
ños y costas que adeude. 


Si vencieren los tres meses a que se refiere el 
inciso precedente, sin que apareciera el dueño de 
los animales, se procederá en la forma dispuesta 
por el inciso séptimo del artículo anterior. 


Si dentro de los treinta días apareciese el dueño, 
recibirá sus animales pagando los pastoreos, da- 
ños y costas que adeude. 


Si vencieran los treinta días a que se refiere el 
inciso precedente, sin que apareciera el dueño de 
los animales, se procederá en la forma dispuesta 
por el inciso séptimo del artículo anterior”. 


"ARTÍCULO 74.- La Policía no permitirá en rutas 
nacionales, caminos públicos, calles, pasajes y lu- 
gares abiertos, banquinas o debajo de los puen- 
tes, so pena del pago de una multa de 25 UR 
(veinticinco unidades reajustables), el estableci- 
miento de ninguna clase de vehículos, de cons- 
trucciones precarias, carpas o similares, de tropa 
de ganado mayor o menor o arreos salvo con fines 
de abrevar sin violar la normativa vigente, ni pasto- 
reo alguno; en este último caso, salvo autorización 
formal de la autoridad correspondiente, lo cual se 
reglamentará, teniendo especialmente en cuenta 
las previsiones que deberá observar el beneficia- 
do, así como las rutas y caminos a los que este 
privilegio no se aplicará”. 


"ARTÍCULO 75.- Prohíbese en todo el territorio 
nacional, la permanencia de todo tipo de ganado 
mayor o menor, suelto en rutas nacionales, cami- 
nos públicos, calles, pasajes y lugares abiertos. 
Cuando se encontraren animales en esa situación 
se los tomará y entregará a la autoridad judicial 
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más próxima, para que se proceda según lo dis- 
ponen los artículos 39 y 40 de este Código. 


Los propietarios de los animales aprehendidos 
serán sancionados con una multa equivalente a 3 
UR (tres unidades reajustables) por animal la que 
será vertida en cuenta del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca/DICOSE, abierta a tales 
efectos en el Banco de la República Oriental del 
Uruguay (BROU). 


Una vez realizada la subasta (artículo 39) y de- 
ducidos los gastos de pastoreo, saneamiento, re- 
mates, multas, el remanente excedente, luego de 
vencido el término, se distribuirá de la siguiente 
forma: 


1) 50% para los funcionarios actuantes en 
partes iguales. 


2) 50% por partes iguales entre las escuelas 
públicas de la jurisdicción de la Sede Judi- 
cial interviniente”. 


"ARTÍCULO 121.- El que contra la prohibición o 
voluntad expresa o tácita de su legítimo ocupante, 
o de quien éste designare como responsable du- 
rante su ausencia, entrare a cazar o pescar en si- 
tio cerrado, pagará los perjuicios que haya causa- 
do y dejará a favor de su legítimo ocupante todo lo 
que haya cazado o pescado, sin perjuicio de lo 
establecido por el artículo 357 del Código Penal. 


En todo caso, las armas que portare el cazador 
furtivo serán incautadas por la autoridad policial, 
remitiéndolas al Juez competente. Si por su natu- 
raleza y características las armas incautadas re- 
sultaren aptas para el uso policial de acuerdo a la 
reglamentación vigente, el Juez podrá disponer su 
entrega a la Comisión Administradora para la Se- 
guridad Rural para su distribución o asignación 
inmediata a las Unidades Policiales correspon- 
dientes. Asimismo, cuando la autoridad policial 
detuviere a quien hubiere incurrido en las con- 
ductas referidas en el inciso anterior, procederá a 
la incautación del vehículo o cualquier medio de 
transporte en el que el infractor se hubiere despla- 
zado hasta el lugar de los hechos o sus inmedia- 
ciones. 


Habiendo tomado conocimiento del asunto, el 
Juez competente podrá designar depositaria a la 
Seccional o Destacamento a la que pertenecieren 
los efectivos policiales actuantes en el procedi- 
miento. Los vehículos comisados podrán ser 
puestos a disposición de la Comisión Administra- 
dora para la Seguridad Rural por orden del Juez 


para que ésta analice su utilidad para uso de las 
Unidades Policiales respectivas. 


Lo dispuesto en el precedente artículo es sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 357 del 
Código Penal y en la Ley N* 9.481, de 4 de julio de 
1935. No obstante, el cobro de multas y el comiso 
de vehículos o medios de transporte establecidos 
en el inciso anterior, tendrá preferencia por sobre 
la aplicación de cualquier otra sanción o medida 
provisoria de carácter administrativo dispuesta por 
la normativa vigente”. 


"ARTÍCULO 258.- Comete delito de abigeato y se- 
rá castigado con tres meses de prisión a seis años 
de penitenciaría el que fuera de las ciudades o 
pueblos, o en zonas suburbanas se apoderare con 
sustracción de ganado vacuno y bubalino, equino, 
ovino, caprino, porcino o cualquier otra especie de 
corral o criadero, colmenas, cueros, lanas, pieles, 
plumas o cerdas ajenas, y el que marcare o seña- 
lare, borrare o modificare las marcas y señales de 
animales, cueros y colmenas ajenos en provecho 
propio o de un tercero”. 


"ARTÍCULO 259.- La pena será de doce meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría, cuando con- 
curran algunas de las siguientes circunstancias 
agravantes: 


1) Si el delito se ejecutara en banda, con parti- 
cipación de dos o más personas. 


2) Si para cometer el delito se emplearan vehí- 
culos de carga aptos para el transporte de 
los objetos robados. 


3) Si para cometer el delito se dañaran cercos, 
cortando alambres, destruyendo o arran- 
cando postes, cadenas o cerrojos de porte- 
ras. 


4) Si para la comisión del delito se utilizaran 
guías de propiedad y tránsito o documenta- 
ción equivalentes falsas o expedidas para 
terceras personas, o se falsificaran boletas 
de marca y señal. 


5) Si se facilitaran medios de transporte o la 
documentación falsa aludida en el nume- 
ral precedente. 


Son circunstancias agravantes muy especiales 
que elevarán la pena de dos a diez años de peni- 
tenciaria: 


1) Ser jefe o promotor del delito. 
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2) La de poseer la calidad de productor rural, 
apicultor o estar registrado a cualquier título 
en DICOSE. 


3) La de poseer la calidad de funcionario públi- 
co. 


Será aplicable al delito tipificado en el artículo 
anterior la atenuante establecida en el inciso 2* del 
artículo 342 del Código Penal”. 


"ARTÍCULO 259 bis.- El Juez actuante dispondrá 
el comiso de todo elemento que directa o indirec- 
tamente fuere empleado en la comisión del delito 
y, en su caso, el producto de la comercialización 
de los bienes objeto del delito y/o elementos em- 
pleados. 


Los bienes o elementos empleados directa o in- 
directamente en la comisión del delito y que fueren 
objeto de comiso serán puestos por orden del 
Juez competente a disposición de la Comisión 
Administradora de la Seguridad Rural. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes regirá 
sin perjuicio de los derechos de los terceros de 
buena fe”. 


Artículo 4”.- Incorpórase al Código Rural el si- 
guiente artículo: 


"ARTÍCULO 258 bis.- El que se apoderare con 
sustracción de granos, productos forestales, semi- 
llas y demás productos agropecuarios será casti- 
gado con la pena del artículo 258 del Código Ru- 
ral, resultando aplicables las circunstancias agra- 
vantes edictadas por el artículo 259 y lo previsto 
en el artículo 259 bis del mismo Código”. 


Artículo 5*.- Derógase el artículo 314 de la Ley N* 
15.809, de 8 de abril de 1986, restaurando la vigencia 
del D/700/73 (Decreto-Ley N* 14.165, de 7 de marzo 
de 1974) en sus artículos 33 a 40, 53 y 61 con la si- 
guiente modificación: 


"ARTÍCULO 33.- 


A) Faltar remitente o destinatario y/o números 
de inscripción de los mismos en la División 
de Control de Semovientes. 


B) No establecerse el itinerario de marcha de 
los productos. 


C) Faltar el número de semovientes o frutos del 
país en desplazamiento. 


D) Faltar el sello y firma del funcionario policial 
o de DICOSE habilitado al efecto”. 


Artículo 6*.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo, 
por intermedio del Ministerio del Interior, la difusión 
pública de lo dispuesto por esta ley. 


Sala de la Comisión, 24 de mayo de 2007. 


LUIS ALBERTO LACALLE POU, Miem- 
bro Informante, GUSTAVO BORSARI 
BRENNA, ALBERTO CASAS, 
RICHARD CHARAMELO, NELSON 
PÉREZ CORTELEZZI". 


——Léase el proyecto informado en mayoría. 
(Se lee) 
——En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante en ma- 
yoría, señor Diputado Salsamendi. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: quiero 
hacer una consulta. Si la información que tengo es 
correcta, a la hora 15 se pasaría a intermedio en esta 
sesión, la cual continuaría luego de finalizada la sesión 
citada para esa hora. ¿Es así? 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Continuaría des- 
pués en caso de que la Cámara votara un intermedio 
hasta que culmine dicha sesión. 


Puede continuar el señor miembro informante en 
mayoría. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Este proyecto de ley que 
vamos a considerar en el día de hoy, denominado 
"Seguridad en el medio rural. (Modificación de diver- 
sas disposiciones legales)", fue aprobado por la ma- 
yoría de la Comisión de Constitución, Códigos, Legis- 
lación General y Administración, integrada con la de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Lo decimos en el informe escrito, pero nueva- 
mente queremos resaltar que hemos tenido el inva- 
lorable aporte de la doctora Cecilia Salom, asesora de 
la bancada del Partido Socialista. También hemos 
contado con la participación del doctor Homero Gue- 
rrero, asesor del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. 


Cabe señalar que en la interna de la bancada del 
Frente Amplio este asunto ameritó muchísimos deba- 
tes y muchas consultas en función de su difícil abor- 
daje -esto sucede en todos los temas vinculados a la 
materia penal-; además, en este caso, existen algunas 
implicancias muy particulares desde el punto de vista 
social. 
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6.- Intermedio. 


SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR SALSAMENDI.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado. 


SEÑOR ORRI CO.- Señor Presidente: a los efectos de 
un correcto manejo del tiempo, voy a mocionar para 
que la Cámara pase a intermedio hasta que quede 
aprobado el Presupuesto de la Cámara, que se consi- 
derará en la sesión de la hora 15. Entonces, reinicia- 
ríamos esta sesión dando la palabra al miembro in- 
formante en mayoría, con el tiempo que corresponde. 


SEÑOR PRESI DENTE (Pintado).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y dos en cincuenta y tres: AFIRMATI- 
VA. 


La Cámara pasa a intermedio. 
(Es la hora 14 y 54) 
——Continúa la sesión. 


(Es la hora 17 y 15) 


7.- Seguridad en el medio rural. (Modifi- 
cación de diversas disposiciones le- 
gales). 


——Prosigue la consideración del asunto en debate: 
"Seguridad en el medio rural. (Modificación de diver- 
sas disposiciones legales)". 


Puede continuar el miembro informante en ma- 
yoría, señor Diputado Salsamendi, a quien le restan 
cuarenta y dos minutos de su tiempo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: el 18 de 
abril de 2005 se constituyó la Comisión Honoraria 
Asesora para la Seguridad Rural. Esta Comisión -tal 
como señalaran sus integrantes en su presentación 
ante las Comisiones integradas que mencionáramos- 
funcionó durante más de cuatro meses y llegó a la re- 
dacción de una propuesta de proyecto de ley que in- 
cluía modificaciones al Código Penal y al Código Rural, 
así como la creación de una Comisión Administradora 
para la Seguridad Rural. 


Esa propuesta de proyecto de ley fue asumida en 
su momento por la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca de la Cámara de Diputados, a los efectos 


de que adquiriera estado parlamentario como un pro- 
yecto formal. Con posterioridad, y como reglamenta- 
riamente debe ocurrir al tratarse de modificaciones de 
Códigos, se realizó la integración de las dos Comisio- 
nes mencionadas. 


Se trabajó sobre la base de los insumos aporta- 
dos por la Comisión Honoraria Asesora, llegándose al 
producto que hoy presentamos, luego de varios años 
-¡varios años!- de no poder arribar a ninguna solución 
para tratar lo más integralmente posible el tema. 


Parece importante resaltar que esta bancada del 
Frente Amplio tiene la satisfacción de haber llegado, 
efectivamente, a consagrar en un texto normativo 
-como muy probablemente ocurrirá en el día de hoy- 
algunas de las soluciones que la Comisión Asesora 
presentó y que no habían encontrado hasta el mo- 
mento la voluntad política de las mayorías parlamen- 
tarias que estuvieron antes en esta Sala, aunque 
fueron planteadas en reiteradas oportunidades. 


Compartimos plenamente lo señalado al inicio de 
la exposición de motivos que realizó la Comisión Ho- 
noraria Asesora, cuando señala que "El ámbito rural, 
como espacio donde se desarrollan las relaciones hu- 
manas y se ubica una actividad económica importante 
del país, es por tanto hogar y lugar de trabajo para un 
sector de la población nacional". 


Es por ello que, aun cuando existe una Comisión 
a la cual se encomendó, por una ley aprobada por 
este Parlamento, presentar un proyecto global de re- 
forma del Código Penal, entendimos de todos modos 
necesario proceder a consagrar las normas que a tra- 
vés de este proyecto proponemos. 


Reiteramos nuestra absoluta convicción de que 
una sociedad más segura no se construye exclusiva- 
mente -ni mucho menos- con modificaciones de leyes, 
particularmente de las leyes penales, tratando de 
adaptar la conducta de los Jueces a la multiplicidad de 
situaciones concretas que en una sociedad determi- 
nada puedan ocurrir. Esto, a su vez, no implica de- 
sentenderse de los legítimos temores y aspiraciones 
de cada uno de los habitantes de nuestro país. No nos 
extenderemos sobre aspectos criminológicos, pues la 
bancada de nuestro Frente Amplio, en esta y en ante- 
riores Legislaturas, ha abundado sobre este tema con 
convicción y profundidad. 


Cabe sí resaltar que, a pesar del inmenso esfuer- 
zo realizado, aún nuestra sociedad, nuestra nación, 
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continúa mostrando profundos niveles de desestruc- 
turación social, que llevan a que algunos nos sintamos 
efectiva o potencialmente agredidos por otros. Por lo 
tanto, se le solicita al sistema penal, al poder represi- 
vo, al poder punitivo del Estado, que solucione pro- 
blemas reales, existentes, importantes y vividos por la 
gente como algo muy grave, que hace a su vida coti- 
diana. 


El problema es que se pide que el sistema penal 
resuelva aquello que como comunidad no logramos 
solucionar por otros medios. Y la respuesta penal es 
siempre eso: una respuesta, una reacción; nunca 
puede plantearse como una solución efectiva a los 
problemas. A su vez, esa respuesta genera otros pro- 
blemas. La gran discusión, el inevitable análisis, es 
valorar hasta qué punto lo que pretendemos como 
solución no nos genera problemas mayores que los 
que se pretende atacar. 


No nos extenderemos mucho más sobre este 
punto, que ya ha sido vastamente discutido y debati- 
do en esta Cámara. En todo caso, como siempre, si 
eventualmente se planteara, nosotros y otros queridos 
compañeros y queridas compañeras podríamos desa- 
rrollar con mayor profundidad estas ideas. 


Podría decirse que vamos a hacer algo que, en 
realidad, metodológica y reglamentariamente puede 
resultar bastante extraño: referirnos a las propuestas 
de solución que planteara la Comisión Honoraria Ase- 
sora para la Seguridad Rural. Muchas de ellas no es- 
tán planteadas como proyecto de ley. Por lo tanto, no 
ameritan su tratamiento; no han venido a esta Cá- 
mara como un proyecto con posibilidad efectiva de 
ser tratado, salvo que, eventualmente, alguien las 
proponga en el plenario. 


De todos modos, nos parece importante analizar 
cada una de las propuestas que en la Comisión se tu- 
vieron en cuenta, las que efectivamente por mayoría 
resolvimos asumir, votar y proponer, y las que dese- 
chamos, por entender que este es un problema con 
inevitables implicaciones en el ámbito social y, sobre 
todo, por la representatividad de las organizaciones 
sociales y gremiales que acompañaron la propuesta 
original. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Ibarra) 


——Este primer punto, probablemente, fue el más 
discutido. Se proponía aquí la inclusión de un nuevo 


inciso en el texto del artículo 26 del Código Penal, en 
el que se define el concepto de dependencias de la 
casa habitada. Se planteaba ampliar ese concepto, en 
las zonas suburbana y rural, a otro tipo de instalacio- 
nes como galpones, carnicerías, criaderos, tambos, 
depósitos y/o similares, en la medida en que estos 
mantuvieran una razonable continuidad con la vivien- 
da. Sobre este punto entendemos lo siguiente, reite- 
rando que no fue sin discusiones, sin dudas ni deba- 
tes al interior de nuestra propia bancada. 


Señalamos que el artículo 26 del Código Penal 
consagra una causa de justificación que enerva la an- 
tijuridicidad de la conducta respecto de quien actúa 
en defensa de su persona o derechos, o de la persona 
o derechos de otros, siempre y cuando se reúnan los 
requisitos exigidos en la norma: agresión ilegítima, 
necesidad racional del medio empleado para repelerla 
y falta de provocación suficiente de quien se defiende. 
De tal suerte, la conducta desplegada por el sujeto y 
adecuada a la descripción típica de un delito se torna 
legítima. 


Esto es muy simple: a la comisión de un homici- 
dio o de un delito de lesiones no se le aplica ninguna 
pena cuando se cumplen determinadas condiciones, 
sino que el derecho la considera ya no como un deli- 
to, sino como una conducta legítima, amparada por 
las normas del derecho penal. 


La referencia de lugar contenida hoy en el ar- 
tículo 26 del Código Penal establece una presunción 
de carácter relativo -en el derecho penal no son de 
recibo, en general, las presunciones absolutas-, que 
tiene su fundamento en la tutela constitucional del 
hogar, contenida en el artículo 11 de la Carta. ¿Qué 
quiere decir una presunción de carácter relativo? Que 
si alguien, dentro de su hogar o en defensa de su ho- 
gar, eventualmente lleva adelante determinada ac- 
ción, en principio se presume que actuó en legítima 
defensa. De todos modos, luego se analizará si efecti- 
vamente esa presunción se compadece con la realidad 
de los hechos. 


Esta tutela constitucional se encuentra en estricta 
relación con una de las proyecciones del derecho a la 
libertad inherente a la persona humana: la de mani- 
festarse Íntima y reservadamente en un ámbito desti- 
nado de modo específico a ello, como el hogar. 


Desde la perspectiva constitucional y legal, el 
concepto de hogar comprende no solo el lugar desti- 
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nado a habitación, sino también las dependencias de 
la casa que lo integran. Sería interesante que todos 
los magistrados de la República tuvieran claro este 
concepto, porque, si fuera así, probablemente muchas 
de las soluciones que se está pretendiendo consagrar 
desde el punto de vista legal en este proyecto no ten- 
drían necesidad de ser discutidas o, por lo menos, no 
en los términos planteados. 


En el Código Penal no existe una definición legal 
de "dependencias", si bien el término es recogido en 
algunas de sus disposiciones. Por ejemplo, el artículo 
294, dentro del Título "Delitos contra la libertad", con- 
sagra el delito de violación de domicilio, que se cum- 
ple con la introducción contra la voluntad del dueño o 
la penetración clandestina o con engaño en morada 
ajena o en sus dependencias. 


Definir el concepto de "dependencias" ha sido 
objeto de la elaboración de la doctrina y de la juris- 
prudencia nacionales, que han utilizado como criterio 
rector que la morada es el lugar donde alguien vive o 
reside, en forma transitoria o permanente, a cualquier 
título que fuere, en evidente correspondencia con la 
tutela constitucional del hogar y la preservación del 
ámbito de libertad individual que esta supone. Por lo 
tanto, estimamos que en el texto que en su momento 
se nos presentara como proyecto de ley se incluían, 
bajo el concepto de dependencias, instalaciones que 
por su propio destino no integraban el concepto de 
hogar ni se compadecían con el fundamento que ins- 
pira la referencia de lugar contenida en el artículo 26 
del Código Penal: "una casa habitada o sus depen- 
dencias". 


A ello debe agregarse que la definición proyecta- 
da refiere únicamente a las zonas rural y suburbana, 
donde por lo general la extensión física de un estable- 
cimiento es grande. 


Podría señalarse que estas observaciones queda- 
ban salvadas con la exigencia de que tales dependen- 
cias tuvieran una "razonable continuidad con la vi- 
vienda, al punto de constituir dependencias de ella", 
requisito que parece aludir a la continuidad edilicia 
entre ambos espacios físicos. Sin embargo, en la 
práctica, puede no existir una vinculación física entre 
el inmueble destinado específicamente a habitación y 
su accesorio -por ejemplo, un garaje- y, no obstante, 
ser este parte integrante de la casa, globalmente con- 
siderada. 


Por lo tanto, creemos que la normativa vigente 
-de rango constitucional y legal- constituye una he- 
rramienta suficiente y efectiva para comprender en el 
concepto de dependencias de la casa sita en zona su- 
burbana y rural, aquellos anexos que se encuentran 
naturalmente comprendidos en el concepto de hogar, 
fuere por el destino que se les asigna en el ámbito 
familiar o por su vinculación edilicia. 


Desde esta premisa y desde la perspectiva de 
una interpretación dogmática y jurisprudencial armó- 
nica con el ordenamiento positivo -como la que se ha 
verificado mayoritariamente hasta la fecha-, la modifi- 
cación que se nos planteaba resultaba, en nuestra 
opinión, sobreabundante, y adolecía de los inconve- 
nientes que acabamos de señalar. 


En concreto -porque, sin duda, este fue el tema 
más debatido, el centro del proyecto presentado-, 
entendemos que la solución a los problemas de segu- 
ridad planteados en el ámbito rural debe sobrevenir 
del mejor funcionamiento de otras instituciones del 
Estado destinadas a tal fin, del mayor involucramiento 
de la comunidad; pero una vez más se nos plantea la 
disyuntiva entre el derecho a la propiedad y el dere- 
cho a la vida. Entre uno y otro, una vez más, optamos 
por el derecho a la vida, aunque entendemos, obvia- 
mente, lo serios que pueden resultar para cualquier 
familia, para cualquier productor, especialmente 
aquellos que tienen pequeños establecimientos, los 
inconvenientes generados por cualquier tipo de hur- 
tos, rapiñas, etcétera. 


En cuanto al delito de contrabando, venía pro- 
yectada una redacción para el artículo 257 del Código 
Penal. Entendimos que era una solución muy feliz, 
que es la de otorgarle pena autónoma al delito de 
contrabando y no una pena derivada de otra figura 
delictiva, como ocurre hasta el día de la fecha. En 
este caso, entendimos necesario y bueno modificar el 
delito de contrabando, de manera acorde con la pro- 
puesta que nos traía la Comisión Honoraria Asesora 
para la Seguridad Rural. 


El guarismo punitivo se sitúa entre los tres meses 
de prisión y los seis años de penitenciaría, recogiendo 
-de acuerdo con el criterio asentado en el texto vi- 
gente- idéntico castigo que el previsto en el artículo 
340 del Código Penal para el delito de hurto. O sea, 
se le pone la misma pena que al delito de hurto. 
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Fuera de esa ventaja técnica antes señalada, el 
resto del texto proyectado incurría, en nuestra opi- 
nión, en el error de reconvertir todas las presunciones 
de contrabando que estableciera la Ley N* 13.318 a 
los efectos del enjuiciamiento aduanero fiscal, pero 
que serían absolutamente redundantes en materia 
penal, porque en esta materia los delitos deben tipifi- 
carse con fórmulas genéricas lo suficientemente am- 
plias pero a su vez precisas. Por lo tanto, entendimos 
que no era la mejor técnica posible trasladar -reitero- 
aspectos propios del enjuiciamiento aduanero fiscal a 
una norma de carácter penal. 


En consecuencia, y como ya señaláramos, enten- 
demos que debemos adoptar la adjudicación de una 
pena autónoma al delito de contrabando sin tocar la 
figura típica de este delito. En realidad, continuamos 
reduciendo el delito de contrabando a lo indicado en 
el inciso primero del artículo 253 de la Ley N* 13.318, 
y creímos que con esto efectivamente se daba una 
solución al tema planteado. 


Con el número 257 bis del Código Penal se pro- 
yectaba la inclusión de un elenco de circunstancias 
agravantes del delito de contrabando. En este caso no 
se trataba de una modificación del Código Penal, sino 
de la creación de una norma, por lo cual debería mo- 
dificarse la forma en que esta se introduce en el Códi- 
go Penal. Debería decir -así lo planteamos-: "Incor- 
pórase al Código Penal el siguiente artículo 257 bis", 
etcétera. 


Por lo tanto, acá también existe otra de las solu- 
ciones planteadas por la Comisión Honoraria Asesora 
en materia de seguridad rural, que la mayoría de las 
Comisiones de Constitución, Códigos, Legislación Ge- 
neral y Administración y de Ganadería, Agricultura y 
Pesca hemos aceptado incorporar y aprobar, en el ca- 
so de que efectivamente hoy podamos hacerlo. 


Asimismo, se planteaban algunas circunstancias 
agravantes del delito de contrabando, en particular en 
la calidad del objeto del contrabando, para lo cual el 
inciso primero se remitía al artículo 258 del Código 
Rural y a un artículo 258 bis del mismo Código, que 
se incluye a su vez en este proyecto. 


Estos bienes son, con carácter general, animales 
que se utilizan con un fin primordialmente agrícola- 
ganadero, y los frutos del país. 


Esta agravante podía superponerse con el delito 
de abigeato, previsto en el artículo 258 del Código 


Rural. Pongamos un ejemplo: hoy el delito de abi- 
geato se comete con el apoderamiento de ganado o 
ciertos frutos del país. En consecuencia, si yo me 
apodero para luego exportar clandestinamente esos 
bienes -conducta que configuraría el delito de contra- 
bando agravado-, se plantearía un concurso entre dos 
normas penales, que suscitaría diversos problemas de 
interpretación legal; por ejemplo, el de determinar si 
la conducta constituye un delito de abigeato o, en or- 
den a la finalidad última del autor, un delito de tenta- 
tiva de contrabando. 


Por lo tanto, técnicamente no nos parecía que la 
solución planteada fuera la más feliz. 


Resulta obvio y absolutamente entendible y 
atendible que la Comisión Honoraria Asesora, en la 
medida en que considera y valora la temática rural 
-para eso se constituyó-, aspire a convertir al contra- 
bando de ganado en una hipótesis de delito agravado. 
Pero situándonos fuera de esa perspectiva, desde un 
punto de vista político-criminal, es por lo menos opi- 
nable que por el objeto material sobre el cual recae el 
ilícito -ganado y bienes rurales- se jerarquice a con- 
ducta agravada una hipótesis que no tiene que ver 
con la modalidad de ejecución del delito, es decir, con 
alguna característica peculiar del comportamiento del 
agente. Por tanto, nos mereció serios reparos esta 
agravación y, luego de muchas horas de análisis e 
intercambio, resolvimos no acompañar la solución 
proyectada. 


La circunstancia agravante que también se pro- 
ponía, la de poner en riesgo "el estatus sanitario del 
país", de la que se erige como presunción el que se 
introduzcan al territorio nacional los bienes del ar- 
tículo 258 y 258 bis del Código Rural, debe analizarse 
con relación al bien jurídico tutelado en el delito de 
contrabando, que es la economía y la hacienda públi- 
cas. Esto es lo que se protege con la creación, en su 
momento, del delito de contrabando. Este riesgo po- 
drá concurrir, entonces, en calidad de agravante solo 
cuando se vincule con un daño a la economía o a la 
hacienda nacionales. 


La salud pública, como objeto de tutela, ha me- 
recido un Título específico en el Código Penal -ar- 
tículos 218 al 226-, en el cual, a raíz de la epidemia 
de fiebre aftosa, en su momento la Ley N% 17.292 
modificó el texto del artículo 224 y previó la situación 
que se plantea en esta circunstancia agravante del 
contrabando. 
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En consecuencia, la primera gran interrogante 
pasaba por dilucidar si el contrabando de ganado 
merecía o no ser una forma agravada de este delito, 
extremo que nos ofreció serios reparos. Pero aun así, 
suponiendo que hubiéramos optado por mantener 
esta previsión del proyecto, la contenida en el nume- 
ral 2), que es consecuencia de la anterior, vuelve a 
provocar un severo problema de interpretación penal, 
desde que está considerando como agravante de un 
delito una situación de hecho que ya está contempla- 
da en el ordenamiento positivo vigente como un delito 
autónomo. 


La previsión contemplada en el numeral 3) pro- 
yectado no nos resultaba lógica, porque la nacionali- 
dad de los copartícipes y su radicación o no en el país 
no ha sido considerada para ninguna figura delictiva 
del derecho uruguayo una circunstancia de agravación 
de ningún delito. Además, se habla de la colaboración 
en la fase preparatoria que, como regla de principio y 
por expresa disposición legal, no es punible en el de- 
recho uruguayo. 


El inciso final del artículo 257 bis constituía una 
hipótesis de inhabilitación especial para el ejercicio del 
comercio, ya contemplada a su vez en el artículo 66 
del Código Penal. Por consiguiente, en lo que dice es- 
tricta relación con la pena, y siempre y cuando se 
optara por recoger la mención específica al contra- 
bando de ganado, el texto debió hacer referencia a 
una inhabilitación comercial por tiempo determinado, 
en abstracto. No existe un solo ejemplo en el derecho 
penal uruguayo donde la inhabilitación se calcule so- 
bre la base de la duración de la pena concreta. La 
inhabilitación es una pena principal y, en su virtud, 
merece poseer también una duración establecida en 
términos de guarismos abstractos. 


Sobre la agravante del delito de receptación, el 
texto que se nos presentó originalmente planteaba 
similares inconvenientes a los que antes se han enun- 
ciado, porque es casi imposible explicar qué diferencia 
existe entre el delito de receptación -según el pro- 
yecto, agravado- y la conducta de marcar o señalar, 
borrar o modificar las marcas y señales, en provecho 
propio, prevista como delito de abigeato en el artículo 
258 del Código Rural. Diferenciar ambas situaciones 
se tornaría un imposible jurídico. 


En lo que tiene que ver con el delito de penetra- 
ción ilegítima en fundo ajeno, la fórmula proyectada 
incorporaba "la prohibición" de penetrar, cuando esta 


se encuentra claramente comprendida en la expresión 
actual de "contra la voluntad expresa o tácita". En- 
tendemos que esta propuesta ingresaba en el terreno 
de la tautología, por lo cual no entendimos del caso 
acompañar su aprobación. 


El agregado del responsable designado en au- 
sencia del legítimo ocupante -o sea, que fuera este 
quien otorgara eventualmente la anuencia-, es evi- 
dentemente innecesario, ya que hoy en día se ve 
comprendido en la norma en cuanto actúa en nombre 
y representación de este. Además, el empleo de la 
palabra "designación" puede contribuir a hacer pensar 
que se requiere un acto formal, eventualmente docu- 
mentado por escrito, con lo cual se frustra un objetivo 
que, con el texto vigente, no plantea dificultad inter- 
pretativa alguna. Lo que entendimos, después de un 
análisis, es que el texto que nos traía la Comisión Ho- 
noraria Asesora conseguía exactamente lo contrario a 
lo que decía que intentaba alcanzar. 


Con relación a la sustitución de la pena de multa 
por prisión equivalente, el proyecto colide con lo dis- 
puesto por el artículo 337 del Código del Proceso Pe- 
nal, en la redacción conferida por el artículo 14 de la 
Ley N2 17.726 -conocida como ley de penas alternati- 
vas o sustitutivas-, que prohibiría dicha sustitución. 
Conforme al nuevo régimen, en caso de no pago de la 
pena de multa debería recurrirse a la vía de apremio 
para su satisfacción. 


El inciso final del artículo 356 proyectado tampo- 
co nos resultaba una solución feliz. En el derecho 
uruguayo, el principio general es que los delitos se 
persiguen de oficio, salvo excepciones en que la ley le 
concede al damnificado el derecho exclusivo a instar, 
por lo que el término "asimismo", en ese caso no re- 
sultaba adecuado. Vale decir: no hay delitos que sean 
perseguibles simultáneamente de oficio y/o a instan- 
cia de parte, por lo que el término "asimismo" no re- 
sultaba adecuado. 


Con relación a la caza abusiva, en realidad noso- 
tros cambiamos el nombre del delito, porque decía 
"caza y pesca". Se puso "caza O pesca abusiva", por- 
que de lo contrario tendrían que darse las dos cir- 
cunstancias a la vez para que el delito se produjera. 


Las demás modificaciones nos merecieron las 
mismas objeciones que señaláramos respecto a la 
reformulación del artículo 356 del Código Penal en su 
momento. De todos modos, hemos hecho una adap- 


40 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 31 de julio de 2007 


tación de esta otra de las propuestas que, con va- 
riantes, la mayoría de la Comisión entendió del caso 
aceptar o incorporar de la propuesta de la Comisión 
Honoraria Asesora para la Seguridad Rural. 


En cuanto a los agravantes del delito de daño, en 
el numeral 4) se propone la sustitución de la expre- 
sión "obreros", que está en el texto vigente, por el 
término "trabajadores". Esto podría tener una signifi- 
cación sociológica, pero es irrelevante desde el punto 
de vista penal. En definitiva, es lo mismo. 


En cuanto a la adición de un numeral 5), centra- 
do en la calidad de los bienes sobre los que recae el 
daño, no nos merecía mayores reparos en el plano 
técnico -esta fue otra de las soluciones propuestas 
que, en definitiva, adoptamos-, más allá de considerar 
que la referencia a los "depósitos de herramientas" 
puede recaer, asimismo, sobre un depósito de carác- 
ter urbano o instalado en una zona urbana y no nece- 
sariamente rural. 


Sobre las modificaciones al Código Rural, se pro- 
ponía actualizar la pena de multa prevista en el ar- 
tículo 37 de dicho Código, estableciéndola en UR 
-criterio general adoptado por el Código Penal-, lo que 
nos pareció razonable. En cambio, no compartimos el 
reemplazo de la palabra "castigado" por la expresión 
"condenado a pagar", porque la primera es el vocablo 
de uso general en nuestra legislación penal. 


La propuesta de sustitución de la pena de multa 
por la prestación de servicios a la comunidad nos pa- 
reció innecesaria, porque la misma se aplica, con ca- 
rácter general, a todos los condenados a pena de 
multa, por imperio de lo prescripto en la Ley 
N2 17.726. De igual modo, concluimos en la imperti- 
nencia de la sustitución de la pena de multa por pena 
de prisión. 


Nos pareció muy notoria la ¡legalidad del inciso 
final que se pretendía agregar al artículo 37, porque 
las penas están siempre y previamente determinadas 
por ley, conforme al principio de legalidad de la pena, 
que se remonta a la época de Montesquieu. 


En cuanto al delito de abigeato, vinculados y 
agravantes, se compartió plenamente la nueva redac- 
ción que se proyectaba para el artículo 258 del Código 
Rural, que superaba los errores flagrantes en que ha- 
bía incurrido la Ley N2 17,826. 


El artículo 258 bis que se proyectaba no nos re- 
sultaba compartible, porque el abigeato no puede re- 
caer sobre granos, productos forestales, semillas y 
demás productos agropecuarios. Como entendimos 
que debíamos tutelarlos penalmente, repetimos la re- 
dacción del artículo 258, estableciendo que "El que se 
apoderare con sustracción de granos, productos fo- 
restales, semillas y demás productos agropecuarios 
será castigado con la pena del artículo 258 del Código 
Rural, resultando aplicables las circunstancias agra- 
vantes edictadas por el artículo 259 y lo previsto en el 
artículo 259 bis del mismo Código". 


En cuanto al proyectado artículo 259, con modifi- 
caciones, debemos decir que resolvimos acompañarlo. 


En la propuesta de la Comisión Honoraria Ase- 
sora existían variantes ínfimas con relación al texto 
vigente del Código Rural. La verdadera modificación 
estaba entre las circunstancias agravantes muy espe- 
ciales, cuyo numeral 2) proponía suprimir al "hacen- 
dado" y sustituir al "productor agropecuario" por 
"productor rural". La fórmula propuesta no dejaba de 
suscitar los mismos problemas interpretativos que ge- 
neró, en su momento, la modificación incorporada por 
la Ley N2 16.146, repetida luego por la Ley 
N2 17.826. En menos palabras: ¿el propietario de dos 
vacas que comete abigeato sobre una tercera merecía 
recibir esta agravante? Este era el problema interpre- 
tativo que se había planteado con anterioridad y que, 
en realidad, no nos pareció del caso reiterar. 


Se ha agregado como hipótesis de agravación de 
la responsabilidad al "apicultor" o al registrado a cual- 
quier título en DICOSE. Por lo tanto, aquí puede repe- 
tirse la misma duda, cuando el propietario de una 
colmena se apodere de una segunda. De todos mo- 
dos, parecía necesario realizar esta incorporación en 
función de que es una actividad de particular impor- 
tancia en el Uruguay y de que no había recibido la 
tutela necesaria. 


Con relación al numeral 3) de las agravantes muy 
especiales, señalamos que la calidad de funcionario 
público es hoy una circunstancia agravante genérica, 
prevista en el artículo 47 del Código Penal, por lo que 
la situación ya estaría prevista y resultaría sobreabun- 
dante. De todos modos, en función de que había sido 
una de las propuestas presentadas -en realidad, no 
teníamos diferencias, sino que entendíamos que ya 
estaba previsto-, resolvimos mantenerla, por aquello 
de que lo que abunda no daña. 


Martes 31 de julio de 2007 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 41 


Las distintas disposiciones contenidas en el pro- 
yecto que refieren a la incautación de bienes o ins- 
trumentos del delito y al destino de ese comiso, me- 
recerían un desarrollo más extenso que, eventual- 
mente, si fuera planteado como problema en particu- 
lar, podremos abordar en el curso de esta discusión. 
Muy rápidamente, lo que podemos decir es que la 
creación de una Comisión integrada por representan- 
tes del Estado y de organizaciones sociales y gremia- 
les, que fuera la que administrara aquello que, en de- 
finitiva, se decomisara por los delitos que eventual- 
mente se practicaran, es una situación que, por lo 
menos, requeriría un nivel mayor de discusión y, 
además, debería plantearse con un criterio general y 
no solo para la situación vinculada al área rural. 


En el análisis general del proyecto podemos decir 
que en el artículo 12 se propone la sustitución del ar- 
tículo 257 del Código Penal (contrabando) por la solu- 
ción propuesta sobre la base de los argumentos que 
ya expusiéramos. 


En el artículo 22 se propone incorporar al Código 
Penal un artículo 257 bis, en el que hablamos de cir- 
cunstancia agravante del delito de contrabando. 


En el artículo 32 se propone sustituir el artículo 
357 del Código Penal a efectos de castigar a quienes 
cacen o pesquen en fundo ajeno sin autorización ex- 
presa o tácita de su legítimo ocupante. 


En el artículo 42 se realiza una modificación al ar- 
tículo 37 del Código Rural en cuanto a la actualización 
de la pena de multa, que queda fijada en un rango de 
10 a 200 unidades reajustables. 


En los artículos 52 y 62 se sustituye la redacción 
actual de los artículos 39 y 40 del Código Rural, modi- 
ficándose los plazos que este Código establecía, para 
dar mayor efectividad a los procedimientos que se re- 
gulan. 


En el artículo 72 se sustituye el artículo 74 del 
Código Rural, ampliando a las rutas nacionales, cami- 
nos públicos, pasajes, lugares abiertos y sus banqui- 
nas, el establecimiento de ninguna clase de vehículos, 
de tropa de ganado mayor o menor o arreos, salvo 
con fines de abrevar, sin violar la normativa vigente, 
ni pastoreo alguno; en este último caso, salvo autori- 
zación formal de la autoridad correspondiente. 


En el artículo 8% se sustituye la redacción actual 
del artículo 75 del Código Rural, referido a los anima- 


les sueltos. Se amplía la prohibición a rutas naciona- 
les, caminos públicos y lugares abiertos, aplicando los 
procedimientos acortados de los artículos 39 y 40. 


En el artículo 92 se sustituye el texto actual del 
artículo 258 del Código Rural. 


Por el artículo 10 se incorpora al Código Rural un 
artículo 258 bis que regula el hurto de granos, pro- 
ductos forestales, semillas y demás productos agrope- 
cuarios. 


Por el artículo 11 se sustituye la redacción actual 
del artículo 259 del Código Rural, con las considera- 
ciones que al respecto ya realizáramos en el capítulo 
anterior. 


Estamos convencidos de que hemos incorporado 
la mayor cantidad de normas planteadas por la Comi- 
sión Asesora, en tanto, obviamente, estuviéramos de 
acuerdo con ellas, y en temas de absoluta sensibilidad 
para el país y particularmente para quienes habitan 
en el medio rural. No se nos escapó que este era un 
tema con connotaciones jurídicas, pero que también 
tiene obvias connotaciones sociales y, por lo tanto, 
políticas. 


Trabajamos durante un tiempo importante a los 
efectos de poder llegar a las mejores soluciones posi- 
bles desde el punto de vista técnico y político, y cre- 
emos que el producto final, que es el proyecto de ley 
que hoy ponemos a consideración de la Cámara, es 
una buena solución, por lo menos en el marco de 
aquello que buenamente entendimos que podíamos 
proponer. Reitero que esto implicó muchas discusio- 
nes al interior de nuestra bancada y que no necesa- 
riamente refleja las posiciones de cada uno de los in- 
tegrantes de las Comisiones de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración y de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. De algún modo, nos fuimos con- 
venciendo mutuamente y hasta se podría decir que 
resignando posiciones; y como decía, llegamos a esta 
solución que hoy proponemos a esta Cámara que 
apruebe. 


SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR SALSAMENDI.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Puede interrumpir 
el señor Diputado. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: quiero abonar 
un poco un concepto que manejó el señor miembro 
informante en mayoría en un principio, que fue el de 


42 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 31 de julio de 2007 


los diversos discursos que el Frente Amplio ha hecho 
sobre el valor que tiene la ley penal en materia de se- 
guridad. Me parece que hay que ahondar en esto. 


Aquí, con el inolvidable Díaz Maynard hemos tra- 
bajado y machacado una y otra vez sobre lo que CE- 
PAL llama "factores de riesgo", vale decir, la deses- 
tructuración social, el analfabetismo, en fin, todos los 
problemas sociales, pero me parece que hay que 
profundizar aún más esto. 


Yo no quiero dejar pasar esta oportunidad sin 
agregar algún elemento más. Naturalmente, todos 
sabemos que desde el punto de vista científico no ca- 
be ninguna duda de que al derecho penal, en materia 
de seguridad pública, le toca un papel absolutamente 
residual. No hay ningún trabajo científico que diga 
otra cosa. Entonces, cuando se prometen seguridades 
a partir de leyes, o se está mintiendo, o hay ignoran- 
cia, o hay demagogia, o hay una combinación de to- 
das estas cosas. Las leyes, de por sí, no van a resol- 
ver nada. 


He tenido el honor de recibir en estos días del 
Instituto de Sociología de la Universidad de la Repú- 
blica un libro que realmente debería ser de lectura 
obligatoria para todos nosotros, que se llama "El Uru- 
guay visto desde la sociología", y allí se incorpora una 
noción que me parece que es fundamental para tratar 
de entender estos problemas de seguridad pública y 
qué papel puede tener una legislación represiva para 
el cuidado de este tipo de valores. Vamos a poner un 
ejemplo. Si un hombre le pega a una mujer, estamos 
ante un problema individual. Ahí el derecho penal tie- 
ne mucho para hacer, porque, evidentemente, por la 
amenaza de castigo va a ser disuasivo, y producido el 
hecho delictivo, va a castigar al culpable. Ahí tiene 
mucho para hacer. Ahora bien; el problema se trans- 
forma en estructural no cuando un hombre le pega a 
una mujer, sino cuando miles de hombres le pegan a 
miles de mujeres; entonces, el problema no es indivi- 
dual, es estructural, y no alcanza una legislación pe- 
nal. Nadie está diciendo que se derogue la ley penal, 
sino que junto a esa medida se tomen otras y se ata- 
que el problema desde el punto de vista absoluta- 
mente estructural, vale decir, buscando las causas 
que han llevado a que un hecho social, como es en 
este caso el castigo, o como puede ser en otro caso el 
abigeato -que después de todo no es más que una 
forma de hurto, también tengámoslo claro, calificado 
por el hecho de que se produce en el medio rural, 


pero hurto al fin: "el que se apropiare de cosa ajena 
mueble"; una vaca es una cosa ajena mueble, semo- 
viente, pero mueble al fin- se transforme en un pro- 
blema de otra índole. 


Más allá de estas disquisiciones, no hay duda de 
que el derecho penal es absolutamente residual. En- 
tonces, como este es un acuerdo de nuestra fuerza 
política, naturalmente que yo voy a votar este pro- 
yecto. Pero voy a decir una y mil veces que no es con 
proyectos de esta naturaleza que se logra llevar se- 
guridad pública; no es así. Y si tienen un solo trabajo 
científico que diga que esto es así, con mucho gusto 
lo voy a leer. No conozco ninguno, ni a nivel académi- 
co ni a ningún otro nivel. 


Por lo tanto, aprobando este proyecto de ley 
-porque el Código Penal tiene un papel a cumplir-, se- 
guiremos trabajando con el Gobierno procurando una 
sociedad integrada, de valores integrados, donde ac- 
túen los consensos sociales sobre cuáles son los va- 
lores que tenemos todos que resguardar y cuáles son 
los valores con que todos tenemos que cumplir. En- 
tonces habrá seguridad, no por la aplicación de las le- 
yes penales, sino, precisamente, porque no será ne- 
cesario aplicarlas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESI DENTE (I barra).- Puede continuar el 
miembro informante en mayoría, señor Diputado Sal- 
samendi, al que le restan dos minutos de su tiempo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: este te- 
ma siempre logra ser seguido con mucha atención 
cuando se habla de artículos, números, leyes, etcéte- 
ra, pero debo decir, para placer de todos, que he 
terminado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Tiene la palabra el 
señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Señor Presidente: en 
minoría aconsejamos a la Cámara de Representantes 
votar negativamente este proyecto de ley en virtud de 
las consideraciones que vamos a pasar a enumerar. 


Desde el punto de vista general, al anteproyecto 
de ley presentado por la Comisión Honoraria Asesora 
para la Seguridad Rural -que se creó en abril de 2005 
por Resolución del Ministerio del Interior- se le dio 
estado parlamentario por parte de los miembros de la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca y pasó a 
ser estudiado por las Comisión de Constitución, Códi- 
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gos, Legislación General y Administración y de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca integradas. Creemos que 
este anteproyecto original fue recortado, mutilado y 
hasta fue desnaturalizado en su esencia. 


Esta iniciativa empezaba por atacar uno de los 
problemas más graves de nuestra sociedad en gene- 
ral, pero también de la sociedad rural, que no es lo 
atinente a bienes materiales, sino a la seguridad indi- 
vidual, a la seguridad de la familia, a la seguridad de 
quienes viven hoy en el campo y que, naturalmente, 
no cuentan con los mismos elementos que el que vive 
en la ciudad, que tiene una alarma o que tiene al poli- 
cía cerca, o a mano, a través de una llamada de telé- 
fono. 


Es bueno decir que este proyecto fue elaborado 
por representantes del Ministerio del Interior, del Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca, de la Cá- 
mara Mercantil de Productos del País, del Instituto 
Nacional de Carnes (INAC), de la Federación Rural y 
de las Cooperativas Agrarias Federadas, que son 
quienes conocen el problema de la inseguridad en el 
medio rural. 


El Partido Nacional, después de un estudio por- 
menorizado, estaba dispuesto a acompañar este pro- 
yecto de ley, naturalmente, con algunas modificacio- 
nes. En Comisión recibimos la noticia por medio de los 
Representantes de la bancada mayoritaria, del Frente 
Amplio, de que muchos de estos artículos iban a ser 
objeto de modificación. Después de un tiempo nos 
llegó la modificación sustancial de un proyecto de ley 
que, desde mi punto de vista, necesitaba otro trata- 
miento. 


Lo primero y principal fue que se eliminó, por la 
bancada mayoritaria, la modificación al artículo 26 del 
Código Penal, en la cual se establecía la delimitación 
de lo que se llama "dependencia" en un estableci- 
miento agropecuario, y lo hacía de esta manera, que 
nos parecía irreprochable. La modificación al artículo 
26, que refiere a la legítima defensa, decía: "Se hallan 
exentos de responsabilidad: [...]" -y enumera las cir- 
cunstancias- "[...] En zonas suburbanas o rurales tén- 
gase como dependencia: galpones, instalaciones, car- 
nicerías, criaderos de toda especie, tambos, depósito 
de herramientas, de granos y/o similares, siempre que 
tengan una razonable continuidad con la vivienda, al 
punto de constituir dependencias de ellas". 


Mucho se discutió, señor Presidente y señores le- 
gisladores, sobre este tema, y la fuerza de Gobierno 
entendió, al fin y al cabo, que la instalación de un 
tambo, por ejemplo -en el cual generalmente se tra- 
baja en horas de la noche-, de un granero o de un 
galpón no es una extensión de la vivienda. Por lo 
tanto, el derecho a la legítima defensa no está confi- 
gurado en esa extensión de la propiedad rural. 


Creemos que aquí se da un mensaje confuso a 
los Jueces. Cuando se reclamaba por parte del señor 
miembro informante en mayoría que los Jueces to- 
maran en cuenta las definiciones que se han leído 
precedentemente, bueno, aquí iba una definición muy 
clara respecto a cuándo tienen que aplicar los Jueces 
y Fiscales el derecho a la legítima defensa. No se qui- 
so tomar en cuenta y por ahí empezamos a disentir, 
entendiendo que este proyecto presentado por el 
Frente Amplio en sustitución de la iniciativa de la Co- 
misión Honoraria Asesora para la Seguridad Rural era 
un proyecto desnaturalizado, mutilado, que muy poco 
o nada tenía que ver con el original. 


Por supuesto que el Partido Nacional va a votar 
algunas de las disposiciones allí contenidas; por 
ejemplo, las que hacen referencia al contrabando -el 
primer artículo-, la modificación del delito de daño, la 
norma que refiere a cuando un propietario de un es- 
tablecimiento rural encuentra dentro de su predio ga- 
nado ajeno perteneciente a sus linderos, establecien- 
do un mecanismo para su restitución. ¡Por supuesto 
que lo haremos! Pero no acompañaremos aquellas 
disposiciones que fueron reformadas de tal manera 
que no atienden a su naturaleza. 


Votaremos también las disposiciones que atien- 
den al abigeato, porque creemos que se ha respetado 
-en esto sí- el anteproyecto que venía de la Comisión 
Honoraria Asesora para la Seguridad Rural. Conside- 
ramos que ese es un avance, por lo menos, para 
proteger aquello que hoy no está protegido. 


Voy a leer un pasaje de la fundamentación de la 
delegada del Ministerio del Interior, doctora Gabriela 
Gómez, quien concurrió a la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, inte- 
grada con la de Ganadería, Agricultura y Pesca, en re- 
presentación del Ministro. Precisamente, con respecto 
a la reforma del artículo 26 y demás modificaciones, 
la doctora Gómez dice: "Las modificaciones propues- 
tas por [...] las Comisiones de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y de Constitución, Códigos, Legislación Ge- 
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neral y Administración" -se refería a las modificacio- 
nes propuestas por el Frente Amplio- "resultan total- 
mente insuficientes. Es como si el artículo" -el 26, so- 
bre legítima defensa- "quedara tal cual está hoy, no 
se refleja la necesidad planteada por el medio rural y 
para lo cual se plantearon las reformas". 


Esto lo decía la representante del Ministerio del 
Interior, del Gobierno actual. Después continuó di- 
ciendo: "Se va a presentar el problema de definir 
cuáles son las dependencias que tengan razonable 
continuidad con la vivienda. Qué se entiende por ra- 
zonable continuidad. La enumeración que se propone 
por parte de la Comisión Honoraria Asesora es más 
clara y brinda mayor respaldo al Juez a la hora de de- 
cidir. No es correcto decir que se da licencia para 
matar, porque si bien en este caso no se exigen las 
circunstancias enumeradas en los literales del inciso 
1” el Juez según la jurisprudencia consultada siempre 
los tiene en cuenta, ejemplo," -dice la representante 
del Ministerio del |nterior- "resultaría muy difícil que el 
Juez resuelva que hay legítima defensa cuando apare- 
ce un muerto en mi galpón con dos tiros en la espal- 
da, sería muy difícil aunque aparezca en el dormitorio 
de mi casa. Todos sabemos", concluye, "que la legíti- 
ma defensa es muy difícil de probar". Y lo es; por eso 
se estaba tratando de dar un marco a los Jueces y a 
los ciudadanos para que tuvieran bien claro cuándo se 
actúa en legítima defensa y cuándo no. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Pintado) 


——Por estas circunstancias, señor Presidente, el 
Partido Nacional va a votar negativamente este pro- 
yecto, perdiéndose una gran oportunidad para mejo- 
rar la seguridad en el medio rural y la de las familias 
que viven en él. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Señor Presidente: 
he escuchado atentamente los informes en mayoría y 
en minoría que se acaban de formular. Creo que el 
señor Diputado Borsari Brenna ha sido claro y termi- 
nante y me parece que de su exposición surge una 
interrogante: ¿por qué razón no se ha recorrido el 


camino que oportunamente se sugirió por parte de los 
autores originales de este proyecto? Yo no advierto ni 
en las coincidencias que se han dado -que aquí han 
quedado de manifiesto-, ni en las discrepancias que 
han surgido, un exceso de esquizofrenia o de endure- 
cimiento de las penas, o de aumento de la represión 
en las soluciones penales a la hora de evaluar el pro- 
yecto original, que, por razones que no termino de 
comprender, la mayoría de la Comisión de Constitu- 
ción, Códigos, Legislación General y Administración 
terminó desechando. 


Específicamente en el tema de la legítima defen- 
sa, para ser franco, me cuesta comprender por qué 
razón no se acepta el cambio que se sugiere, que im- 
plica apenas, por un lado, eliminar el requisito de la 
nocturnidad y, por otro -como decía el señor Diputado 
Borsari Brenna-, establecer los límites o la definición 
conceptual de qué se entiende por dependencia. Me 
gustaría saber la razón para esto, porque no ha sido 
explicada; yo no he escuchado argumentar suficien- 
temente por qué se ha entendido que esta no era 
una solución adecuada, fundamentalmente a la luz 
de dos cuestiones. En primer lugar, a la luz del au- 
mento de la criminalidad. Todos sabemos que los 
tiempos que se viven hoy indican que es necesario 
hacer algo. Por ello, algo se está haciendo. En se- 
gundo término, a la luz de la propia solución legisla- 
tiva vigente en la actualidad y de la amplitud que 
consagra el Código Penal; si bien no soy penalista, 
me atrevo a interpretar lo que estamos resolviendo o 
analizando, y creo que el artículo 26 original del Có- 
digo Penal, al establecer la legítima defensa como un 
derecho frente a la agresión ilegítima, bueno, intro- 
duce una solución lo suficientemente amplia. Frente 
a esa agresión ilegítima, que es negación del dere- 
cho, la legítima defensa implica negación de esa ne- 
gación y, por lo tanto, termina transformándose en 
algo lícito. La doctrina ha concebido esto con la 
misma amplitud. 


Surge del Código, y lo reafirma la doctrina, que 
frente a cualquier ataque injusto y frente a la com- 
probada circunstancia de que existía la necesidad de 
actuar frente a esa agresión, naturalmente por me- 
dios racionales, la legítima defensa procede como la 
negación de esa agresión ¡legítima en defensa de to- 
dos los bienes jurídicos tutelados por el derecho pe- 
nal, no solo la seguridad personal, la vida, la integri- 
dad física, en este caso del morador, sino, entre ellos, 
el de la propiedad. 
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El propio artículo 26, así como la doctrina penal y 
la solución que desde ese punto de vista ha sido tra- 
dicional entre nosotros, incluye distintas formas de le- 
gítima defensa, no solo la defensa propia, sino tam- 
bién la presunta o nocturna, que ya se había estable- 
cido en la redacción anterior, pero también la legítima 
defensa de terceros, de parientes, de extraños. Por 
extensión, algunas interpretaciones doctrinarias han 
incluido la defensa mecánica; por ejemplo, la electrifi- 
cación de los alambrados. Eso también ha estado jurí- 
dicamente comprendido y contemplado en el con- 
cepto de legítima defensa. 


La doctrina habló, inclusive, de la defensa putati- 
va en aquellos casos donde se ejerce por error, y aun 
ejerciéndola por error pero de buena fe, conduce a 
que se exima de la pena a aquel que comete un error 
en el ejercicio de la legítima defensa y repele un ata- 
que o una agresión en principio ilegítima o de apa- 
riencia ilegítima. 


Entonces, uno no entiende muy bien por qué a la 
altura del partido en que estamos y frente a la situa- 
ción que estamos viviendo desde el punto de vista de 
la criminalidad, no se ha aceptado lo que, inclusive, 
venía recomendado por todos los sectores involucra- 
dos y por el propio Poder Ejecutivo. Eso apenas impli- 
caba dar un paso más, absolutamente sensato y ra- 
zonable, porque -reitero- acá no hay un aumento del 
carácter represivo ni un endurecimiento de las penas. 
Por lo menos en este aspecto del artículo 26, lo que 
se hacía era apenas adecuar la letra de la ley a la rea- 
lidad que desde ese punto de vista se vive, concreta- 
mente en este caso, en el Uruguay. 


No lo comprendemos. Veremos si a lo largo del 
debate parlamentario el señor miembro informante en 
mayoría o alguien en representación de la bancada 
de Gobierno explica por qué, pero creo que el plan- 
teamiento del señor Diputado Borsari Brenna a la 
hora de brindar su informe y al dejar flotando esa 
interrogante, interpela con absoluta claridad a este 
respecto. 


Desde ese punto de vista, bueno será saber -no 
solo por parte nuestra, sino del país entero y en parti- 
cular de los sectores involucrados, que sufren el em- 
bate de estos episodios- cuál es el motivo por el que 
no se ha resuelto dar un paso más, que, reitero, ha- 
bría sido absolutamente prudente. Sin embargo, no 
está para nada justificado por qué la mayoría del 
Parlamento no está dispuesto a darlo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede continuar 
el señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR TROBO.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BORSARI BRENNA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.- Señor Presidente: quiero hacer un 
aporte desde la experiencia sobre este aspecto que se 
está discutiendo, sobre el que ha fundado el señor Di- 
putado Borsari Brenna y ha ahondado el señor Dipu- 
tado Pablo Abdala. 


Mi aporte tiene que ver con la necesidad de la 
adaptación de la legislación penal a la realidad, que es 
una necesidad que tiene la sociedad. La ley penal no 
se puede pensar en abstracto, sino sobre las realida- 
des. Hace diez, quince, veinte o treinta años era muy 
difícil pensar que un individuo propietario o empleado 
con la responsabilidad de tener a cargo el cuidado de 
un bien inmueble rural, de sus dependencias y de la 
producción que allí se realizaba pudiera ser copado o 
atacado por un individuo, como ha sucedido en los úl- 
timos años, muy cercanamente. Era muy difícil que se 
llegara a realizar una operación de copamiento o que 
se robara ganado en cantidades, en predios lejanos a 
centros urbanos o a localidades del interior del país. Y 
nótese que no me estoy refiriendo a afectar el patri- 
monio mediante el robo de una oveja o de un ternero; 
no. En la historia de la producción rural uruguaya pu- 
do haberse tomado como algo natural y hasta ser 
admitido como válido por los productores y las enti- 
dades de productores que en ciertas circunstancias la 
propiedad de un individuo, de una empresa o de una 
familia se hubiera visto afectada por un robo. Pero lo 
que está ocurriendo en el Uruguay de hoy día es otra 
cosa. Y no quiere decir esto que sea responsabilidad 
de este Gobierno. Por algo el Ministerio del Interior 
admitió a las organizaciones de productores que esa 
cuestión había que tratarla en forma especial, inclu- 
yendo una circunstancia excepcional dentro de lo que 
son las determinaciones del artículo 26 del Código Pe- 
nal para el caso de los predios rurales. Esto es porque 
la realidad ha cambiado. Y hemos tenido que asistir a 
casos y conocer hechos en los que se han visto inva- 
didos predios rurales para cometer un delito, cosa que 
antes no sucedía. Han muerto productores en las 
instalaciones de su producción rural, atacados por in- 
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dividuos que los fueron a robar; los coparon, les ro- 
baron y, en algún caso, los mataron. 


Esa realidad, que antes no era atendida por la ley 
penal porque no existía, hoy existe. Por lo tanto, es 
plenamente justificable que la ley avance y atienda 
esas nuevas circunstancias que son posibles, dado el 
desarrollo de los medios de comunicación, la utiliza- 
ción de vehículos que pueden llegar con facilidad a un 
predio en el interior, en la campaña del Uruguay. En- 
tonces, quien está acosado e imposibilitado de que de 
inmediato la fuerza pública lo asista debe tener una 
fórmula que le permita defenderse con mayor efica- 
cia. En un predio rural en el interior de un departa- 
mento, cuando uno convoca a la fuerza pública, la 
respuesta no es inmediata. Por lo tanto, en algún caso 
va a ser más fácil cometer un delito en un predio rural 
que en la zona urbana de cualquier lugar del país. Por 
esa razón, el individuo que se tiene que defender de- 
be tener armas que le permitan contrarrestar esa difi- 
cultad que existe para que la fuerza pública acceda de 
inmediato al predio en el que se encuentra en ese 
momento. 


Por ese motivo entendemos plenamente justifi- 
cable esta modificación del artículo 26 del Código Pe- 
nal, que, además, por si fuera poco, viene recomen- 
dada por el análisis que ha hecho el propio Ministerio 
del Interior con las entidades representativas de los 
productores mayoritariamente vinculados a la activi- 
dad rural y, por sobre todas las cosas, ocupantes de 
predios rurales, con todo lo que ello conlleva de ex- 
periencia frente a la presencia del delito. 


Nos parece una pena que el Parlamento pierda la 
oportunidad de dar una respuesta a una situación 
para la cual quienes la conocen en profundidad han 
recomendado una solución. 


Por esa razón vamos a acompañar, como corres- 
ponde, la aprobación de la modificación del artículo 
26, tal como lo recomienda el informe en minoría fir- 
mado por los legisladores del Partido Nacional. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede continuar 
el señor Diputado Borsari Brenna. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Señor Presidente: ... 
SEÑOR CHARAMELO.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado. 


SEÑOR CHARAMELO.- Señor Presidente: quería ha- 
cer mención a este proyecto al que poca importancia 
parece habérsele dado, pero que, en realidad, ha sido 
trabajado por unas cuantas gremiales y por todos los 
sectores que de una u otra forma han estado y están 
vinculados al sector agropecuario y que hoy vamos a 
votar después de varias discusiones, de haberlo trata- 
do en la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
luego integrada con la Comisión de Constitución, Có- 
digos, Legislación General y Administración, y de dar 
una dura lucha por lo que nosotros creíamos que hoy 
se debería estar votando acá, es decir, la posibilidad 
de dar alguna certeza al individuo que vive en el me- 
dio rural y que hoy no la tiene. 


Creo que este proyecto significa redundar en lo 
que ya está legislado. Entiendo que poco cambia los 
intereses de los productores, de las personas que vi- 
ven en el medio rural. Creo que no estamos agregan- 
do nada al votar este proyecto, que lo sustancial ha 
quedado en el camino. Basta con comparar el pro- 
yecto que hoy votamos con el anteproyecto presenta- 
do por la Comisión Honoraria Asesora de la Seguridad 
Rural, que estaba integrada, entre otros, por repre- 
sentantes del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y del Ministerio del Interior, que hicieron su 
aporte. Entre otras cosas, en las diferentes oportuni- 
dades en que fueron recibidos por la Comisión de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca han dicho que es un pro- 
yecto bien elaborado, que apunta a dar cobertura 
global a todo el sistema agropecuario o a las personas 
que viven en el medio rural y que, en definitiva, había 
tenido el tiempo suficiente de maduración y que quie- 
nes estaban integrando esa Comisión eran los que 
estaban involucrados o, por lo menos, los verdaderos 
actores, es decir, aquellas gremiales representativas 
del medio rural. 


Sin embargo, hoy vamos a votar algo que no in- 
troduce cambios, que no hace nuevas definiciones. Lo 
que yo creo es que si consideramos que hoy estamos 
bien, entonces sí tenemos que votar afirmativamente 
este proyecto. Ahora, cuando esta Comisión Asesora 
se empezó a reunir para trabajar en el mejoramiento 
de la seguridad en el medio rural fue porque hubo he- 
chos delictivos, porque se habían dado situaciones en 
el medio rural que hicieron que se implorara por dar 
mayores certezas jurídicas y respaldo a aquel que tra- 
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baja y vive allí. Sin embargo, lo que hoy estamos ha- 
ciendo es desconocer la voluntad de aquellos que vi- 
ven en situaciones complicadas, de aquellos que, la- 
mentablemente, han pasado por hechos dolorosos y 
que cuando recurren a la Justicia muchas veces no se 
ven amparados porque no hay una legislación acorde. 
Esto es, lamentablemente, lo que pasa. 


¿Quién no ha visto, por ejemplo, ante un hecho 
delictivo -pongámosle, en el departamento de Canelo- 
nes-, que un productor termina defendiéndose porque 
le están robando sus animales de un galpón, aquellos 
con los que trabaja, y termina preso quien defiende lo 
poco que tiene ante aquel que le viene a robar? Por 
eso es que esta Comisión Asesora ha trabajado: para 
dar a la gente las certezas que hoy no tiene. Sin em- 
bargo, eso se ha desconocido, porque yo creo que la 
política que hoy está llevando adelante este Gobier- 
no -y perdóneseme- es equivocada; se está siempre 
pensando que aquellos que pedimos más seguridad 
queremos el gatillo fácil, tal como se ha dicho en la 
Comisión en reiteradas oportunidades. ¡Y no es así! 
Lo que se quiere dar es certeza a aquel que trabaja, 
a la familia que vive en el medio rural, y no como 
pasa ahora, en que, muchas veces, el que termina 
perjudicado es aquel que defiende lo suyo ante 
quien está para sacar ventaja porque la ley lo am- 
para. 


Esa es la realidad que hoy tenemos. Lamenta- 
blemente, dejamos pasar una oportunidad importan- 
te; una oportunidad en la que las gremiales, el Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca y el Ministerio 
del Interior habían trabajado conjuntamente para ela- 
borar un proyecto que para nosotros era realmente 
innovador e importante. Pero, bueno, tenemos lo que 
tenemos. Vamos a apoyar algunos artículos porque 
son redundantes con lo que ya tenemos, pero, sin 
duda, nos hubiese gustado contar con el proyecto tal 
cual fue presentado por la Comisión Honoraria Ase- 
sora para la Seguridad Rural, con el que, lamentable- 
mente, no contamos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede continuar 
el señor Diputado Borsari Brenna, a quien le restan 
tres minutos de su tiempo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- He terminado, señor 
Presidente. 


8.- Urgencias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Léase una mo- 
ción de urgencia llegada a la Mesa, presentada por los 
señores Diputados Orrico, Germán Cardoso, Cardozo 
Ferreira y Borsari Brenna. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se declare urgente y 
se considere de inmediato el proyecto de ley so- 
bre "Funcionarios policiales que hayan incurrido 
en delitos electorales en ocasión de las eleccio- 
nes internas de los partidos políticos del 27 de 
junio de 2004". 


——Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y uno en cincuenta y tres: AFIRMATI- 
VA. 


9.- Funcionarios policiales que hayan in- 
currido en delitos electorales en oca- 
sión de las elecciones internas de los 
partidos políticos del 27 de junio de 
2004. (Otorgamiento de una amnis- 
tía). 


De acuerdo con lo resuelto por la Cámara, se pa- 
sa a considerar el asunto relativo a "Funcionarios poli- 
ciales que hayan incurrido en delitos electorales en 
ocasión de las elecciones internas de los partidos polí- 
ticos del 27 de junio de 2004. (Otorgamiento de una 
amnistía)". 


(ANTECEDENTES:) 
Rep. N* 979 
"CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Acuérdase amnistía a los funciona- 
rios policiales incursos en el delito electoral previsto 
en el numeral 4* del artículo 77 de la Constitución de 
la República cometido en ocasión de realizarse las 
Elecciones Internas de los Partidos Políticos el día 27 
de junio de 2004. 


Artículo 2*.- Dispónese que el Ministerio del Inte- 
rior, en vísperas de las Elecciones Internas de los 
Partidos Políticos; de las Elecciones Nacionales; de la 


48 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Martes 31 de julio de 2007 


eventual segunda elección entre las dos candidaturas 
más votadas a Presidente y Vicepresidente de la Re- 
pública; de las Elecciones Departamentales, y de los 
actos de plebiscito y referéndum que puedan llevarse 
a cabo, difunda por medio de los servicios correspon- 
dientes y entre los funcionarios policiales de todas las 
categorías, el contenido y alcance del numeral 4” del 
artículo 77 de la Constitución de la República. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 5 de junio de 2007. 


RODOLFO NIN NOVOA, Presidente, 
HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI, Se- 
cretario". 


——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si 
se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


——Cincuenta y dos en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 
TIVA. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 1”. 
(Se lee) 
——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 
TIVA. 


Léase el artículo 2”. 
(Se lee) 
——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y cuatro en cincuenta y seis: AFIRMA- 
TIVA. 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ORRICO.- ¡Que se comunique de inmediato! 
SEÑOR PRESI DENTE (Pintado).- Se va a votar. 


(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y seis: AFIRMATI- 
VA. 


(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al aprobado por el Senado) 


10.- Seguridad en el medio rural. (Modifi- 
cación de diversas disposiciones le- 
gales). 


——Continúa la consideración del asunto en debate. 
Tiene la palabra el señor Diputado Goñi Romero. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- La importancia del pro- 
yecto que estamos tratando se podrá aquilatar cono- 
ciendo cómo este proyecto llegó a la Cámara. 


Cuando ocupé la Presidencia de la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, en el año 2006, este 
proyecto de la Comisión Asesora yacía en las carpetas 
de la Comisión, pero no tenía asunto, no estaba pre- 
sentado; estaba como abandonado. Invité a todos los 
compañeros de la Comisión a rescatarlo, porque dada 
la importancia del tema y la gravedad de la situación 
que se vivía en el medio rural en cuanto a la seguri- 
dad de las personas y de sus bienes me parecía im- 
portante que entre todos presentáramos este pro- 
yecto. Felizmente, este criterio fue compartido y la 
Comisión, en definitiva, hizo suyo el proyecto presen- 
tado por la Comisión Asesora. 


Hoy, al fin, la bancada de Gobierno nos está pre- 
sentando algo que es muy poco en relación con lo 
que se estaba tratando de resolver. Digo esto porque 
el tema de la legítima defensa es de larga data y, se- 
gún la enseñanza impartida en la Universidad de la 
República a todos los profesionales del derecho, te- 
nemos el convencimiento de que no se está adaptan- 
do a la realidad que vivimos hoy. Se decía que la legí- 
tima defensa es una presunción relativa, y es cierto. 
Pero convengamos, señor Presidente, en que quizás 
en algún momento vamos a tener que comenzar a 
relativizar un poco esta presunción relativa, para que 
no sea tan relativa. Porque los atropellos que se están 
viendo hoy, cometidos por los delincuentes contra los 
ciudadanos, son de una gravedad tal que amerita que 
razonemos, reflexionemos y veamos si no es posible 
cambiar algo. 


En este proyecto se hacía muy poco hincapié en 
el tema; se trataba de ampliar un poco el concepto 
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del hogar y nada más. Quedaba allí el literal B) del ar- 
tículo 26, que establece: "La necesidad racional del 
medio empleado para repelerla o impedir el daño". Y 
quiero contar una anécdota, señor Presidente, de una 
reunión que mantuvimos con nuestros vecinos en un 
barrio de nuestra ciudad, en la que se planteó este 
problema. Estábamos presentes los Representantes 
por el departamento -la señora Diputada Cocco Soto, 
el señor Diputado Barreiro y quien habla-, Fiscales y 
Jueces en lo Penal, así como el Intendente y muchí- 
sima gente de los barrios. En un momento dado, uno 
de los vecinos dijo: "Yo tengo entendido que si estoy 
en mi casa y en medio de la noche encuentro a al- 
guien en mi dormitorio, si lo mato estoy ejerciendo la 
legítima defensa". La Jueza, presente en el momento, 
con buen criterio, porque así lo establece la ley, dijo: 
"No, señor. Usted debe ver, porque si el señor no está 
armado, no tiene derecho a matarlo". Esto es así. 
Pero el ciudadano hizo una pregunta fantástica: "¿Y 
cómo hago yo, señora Jueza, en medio de la noche y 
en la oscuridad de mi dormitorio, con un intruso 
adentro, para saber si está desarmado o tiene un cu- 
chillo, un palo, un revólver, una bazuca o una grana- 
da? ¿Cómo mido todo eso en un instante y analizo la 
respuesta que doy?". Por supuesto que lo que hubo 
de parte de la señora ] ueza fue silencio. 


Estas son las cosas a las que hoy nos estamos 
enfrentando. Esta es la dura realidad de hoy. Estamos 
en Una sociedad que no existe más para las leyes que 
la regulan. La sociedad de hoy no tiene nada que ver 
con el relacionamiento que existía hace décadas, que 
no existe más, señores Diputados. Entonces, tenemos 
que "aggiornar" la ley y amparar al ciudadano que 
quiere trabajar, vivir, educar a sus hijos y tener una 
vida digna. Tenemos que hacerlo; es nuestra obliga- 
ción. Pretender -como se ha pretendido en este pro- 
yecto sobre seguridad rural- quitar la ampliación del 
hogar a las dependencias y decir, casi como único ar- 
gumento, que un depósito de herramientas puede 
significar algo en la ciudad, bueno..., si ese era el 
punto saquemos el depósito de herramientas y deje- 
mos lo demás, porque es necesario. 


Voy a hablar de una realidad que conozco muy 
bien de nuestra ciudad y de nuestro departamento. 
En Salto, con todo el cinturón hortifrutícola, ya no hay 
paz. Los daños por robo de cables son permanentes. 
También hay daños por robo de caballos. Escuchaba 
al señor Ministro Mujica proponiendo como gran no- 
vedad las sembradoras tiradas por caballos. No que- 


dan caballos, señor Presidente. Ni siquiera las aparce- 
rías tienen los caballos cerca de la ciudad, porque se 
los roban todos. 


Hace dos semanas tuvimos ocasión de participar 
en un debate organizado por el Instituto Néstor J. Mi- 
nutti de Salto sobre la seguridad ciudadana, en el que 
estaba el Comando policial, el Subjefe y el que le si- 
gue; no recuerdo el cargo y tampoco viene al caso. El 
Comando mencionaba que ha disminuido el delito de 
abigeato, y es cierto, pero porque ya no queda nada 
más para robar. En un radio de diez o quince kilóme- 
tros de nuestra ciudad no hay más animales. Ni los 
chacareros, ni los granjeros ni los tamberos pueden 
tener animales en torno a la ciudad de Salto en un 
radio menor a quince o veinte kilómetros. ¡Han roba- 
do todo! Y antes de que terminaran con todo, la 
gente se ha desprendido de sus cosas. 


Esa es la realidad que se está viviendo. ¿Nada 
vamos a hacer? ¿El derecho penal nada tiene que ver 
en esto? Nosotros tenemos el convencimiento de que 
sí. Se hablaba de los factores de riesgo; es cierto, hay 
que trabajar sobre los factores de riesgo, pero en ese 
seminario nosotros escuchábamos decir al Comando 
que aplaudía la ley de humanización y modernización 
del sistema carcelario. Y bueno, está bien, es una po- 
sición. Y aplaudían también la derogación del famoso 
Decreto N” 690 del año 1980. Y yo pensaba: "¿Cómo 
la Policía puede aplaudir que le quiten armas?". Ese 
decreto era un arma fantástica para trabajar en la se- 
guridad ciudadana. Era un arma fenomenal, ¿y la Poli- 
cía aplaude que se le haya quitado esa arma? Es co- 
mo que la Policía aplaudiera que no la dejen portar 
armas, como ocurría en Inglaterra hasta hace muy 
poco. ¿Alguien cree que eso es razonable? Me quedó 
la duda de si no existía enorme satisfacción de parte 
de la Policía de no tener ese instrumento, esa arma, 
porque entonces no estaba obligada. Tenía muchas 
menos responsabilidades, y creo que acá le tenemos 
que asignar más responsabilidades y atribuciones. 
Tiene que haber mucha más firmeza, no menos. De 
hecho, en la medida en que se fueron tomando ese 
tipo de medidas se han ido agravando los índices del 
delito. ¿Nada tienen que ver estas cuestiones? Yo 
creo que sí. Me parece que esto es fundamental. 


Voy a poner otro ejemplo con relación a esto. Ni 
bien había asumido la señora Ministra, optó -como re- 
cordarán ustedes-, en aquella famosa manifestación, 
por el mal menor: tratar de no intervenir. Claro, 
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pronto se dio cuenta de que era una barbaridad y 
mandó intervenir en la siguiente manifestación. Es 
así; la sociedad debe tener armas para defenderse, y 
sin duda el derecho tiene que dar esas armas al ciu- 
dadano. No podemos tener dubitaciones en estos 
momentos. No puede haber demasiados grises, por- 
que ¿Saben qué? Si esa sociedad -sobre todo esa so- 
ciedad de la que hablaba el señor Diputado Orrico, 
que hay que tratar de sacar adelante, cuyos factores 
de riesgo son la falta de cultura, de educación, de 
trabajo, etcétera- no recibe mensajes claros en 
cuanto a que tiene que incorporarse y a que no se le 
puede estar permanentemente tolerando todo porque 
no tuvieron quizás la educación que nosotros tuvimos, 
cada vez flexibiliza más las cosas, cada vez relativiza 
más todo y, al final, un buen ciudadano y uno más o 
menos terminan siendo muy parecidos, y no debería 
ser así. 


En esto estamos trabajando con este proyecto 
sobre seguridad rural, que es muy parcial para lo rural 
y quizás -y sin quizás- deberíamos hacerlo para lo ur- 
bano. Aquí hay un trabajo serio, hecho por gente del 
Gobierno, en colaboración con gremiales, con quienes 
sufren y conocen el problema. 


Estaba advirtiendo en el informe que los proble- 
mas no se conocen, y voy a poner un ejemplo. Yo soy 
apenas un contador público, no soy un erudito en 
derecho; estoy aquí como un ciudadano represen- 
tante de otros y estoy hablando en tal calidad. Con 
relación al delito de contrabando, en el numeral 10 
del informe -página 6- se establece: "Esta agravante 
podía superponerse con el delito de abigeato previsto 
en el artículo 258 del Código Rural". En primer lugar, 
si de lo que se está hablando es claramente del delito 
de contrabando, no se superpone con un delito de 
abigeato. Está definiendo el delito de contrabando y la 
mención al artículo 258 del Código Rural es solo con 
relación a los bienes que ese Código tutela; nada 
más que para evitar transcribir nuevamente los Ítems 
que allí están nombrados -cabríos, porcinos, vacunos, 
bubalinos, etcétera-, los menciona y dice: "Si se trata 
de esos, aquí estamos". Pero no superpone nada con 
el delito de abigeato. 


Advierta, señor Presidente, que si se habrá en- 
tendido poco la norma que el informe establece: 
"Ejemplifiquemos con el fin de ser más claros: entre 
otras hipótesis, hoy el delito de abigeato se comete 
con el apoderamiento de ganado o ciertos frutos del 


país". Lógico. "En consecuencia, si yo me apodero 
para luego exportar clandestinamente esos bienes 
-conducta que configuraría el delito de contrabando 
agravado-, se plantearía un concurso entre dos nor- 
mas penales que suscitaría diversos problemas de in- 
terpretación legal; [...]". Lo que la norma de contra- 
bando está refiriendo es para el contrabando que in- 
gresa al país, no para exportar. Honestamente, no sé 
si existe contrabando cuando alguien vende al exterior 
sin haber pasado por la Aduana nacional. Será con- 
trabando en Brasil, señor Presidente; tengo mis dudas 
de que en Uruguay sea contrabando el llevar bienes 
para Brasil. El contrabando se refiere, por ejemplo, a 
cuando el ganado viene desde la frontera seca de 
Brasil hacia acá. A ese delito de contrabando se está 
refiriendo, no al de exportar. Eso nos podría estar 
agravando los problemas de sanidad, ¡y vaya que los 
hemos sufrido! Pagamos una catástrofe económica 
nacional en el año 2001 por un contrabando desde 
Brasil. ¡A eso se refiere esa norma, no a que desde 
acá se lleve algo para allá! ¡Qué se ocupen los brasi- 
leños de los problemas sanitarios de nuestros vacu- 
nos! Ni siquiera se entendió el tenor de la norma y, 
sin embargo, se la obvia y se la descalifica. 


Lamentablemente, hemos perdido una oportuni- 
dad de trabajar seriamente. Como es natural, se po- 
dría haber hecho mejoras en algunos ítems, como 
bien sugiere el proyecto, pero dejar de lado un mon- 
tón de otros artículos porque no se ajustan a la juris- 
prudencia y la doctrina... Y bueno, comencemos a ha- 
cer un mejor derecho positivo y que la doctrina de 
adapte a él. Pero no podemos estar dejando todo 
para que otros resuelvan, sobre todo cuando tenemos 
problemas nuevos que la doctrina no ha considerado. 


Lamentablemente, nos gustaría aprobar otro 
proyecto. Aprobaremos este que nos ha enviado la 
mayoría del Gobierno porque no está mal y no esta- 
mos en contra, pero lamentamos que sea demasiado 
poco. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: este proyec- 
to, que tiene su importancia, se viene trabajando 
desde hace mucho tiempo, inclusive desde el período 
anterior, cuando nuestra fuerza política no era la que 
decidía, ya que la mayoría la tenía la coalición de Go- 
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bierno, y sin embargo el partido que hoy ve con tanta 
preocupación que no se va a votar algo que estuvo 
propuesto, no lo votó. 


Con esto quiero decir que no es un asunto tan 
sencillo para venir y votar, porque la idea de este pro- 
yecto estuvo cinco años en la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, concurría la Comisión Asesora, y 
nunca se entendió la urgencia ni la necesidad, por lo 
complejo del tema. Cuando se ¡iba a hablar con la 
gente que sabía del tema se planteaban dudas sobre 
muchos aspectos que para quienes no somos especia- 
listas nos parecían muy sencillos y necesarios y quizás 
quienes integraban la Comisión -la mayoría de ellos 
representantes de gremiales agropecuarias o gente 
que estaba en las tareas específicas de control- consi- 
deraban que había que hacer modificaciones, pero 
después, cuando se profundizaba, resultaba que no 
eran tan sencillas. Supongo que por ese motivo pa- 
saron los cinco años de la Legislatura anterior y el 
proyecto no fue aprobado; ni siquiera fue movido por 
los legisladores de la coalición de Gobierno, cuando el 
Partido Nacional tenía fuerte representación en la 
Comisión. 


Como bien decía el señor Diputado Goñi Romero, 
cuando se retoma el estudio de este proyecto en este 
período, quienes representamos al Frente Amplio en 
la Comisión entendimos que era un tema importante y 
habilitamos su tratamiento. Por ese motivo ingresó el 
proyecto que la Comisión Honoraria había presentado 
y lo habilitamos a los efectos del tratamiento parla- 
mentario, haciéndolo nuestro con el fin de que se 
tratara en forma integrada con la Comisión específica 
de este Cuerpo, que es la de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. Allí fue donde se 
le introdujeron estas modificaciones. 


El tema del abigeato en este país es tan viejo 
como la existencia del propio país, hasta por las ca- 
racterísticas de la formación histórica que tuvo Uru- 
guay. Fui criado en un pueblo del interior, en una zo- 
na lejana como es Cerro Largo, y desde niño siempre 
escuché hablar del contrabando y del abigeato. Si uno 
revisa las actas de los congresos de la Federación 
Rural o de algunas otras instituciones, se va a encon- 
trar con que hace cuarenta, cincuenta y hasta setenta 
años, ya se hablaba de que, si no se le ponía coto al 
abigeato y a la inseguridad en el medio rural, el país 
iba a dejar de funcionar. Sin embargo, la vida ha ve- 
nido demostrando que el problema se controla de una 


manera o de otra y el país sigue funcionando. Con 
esto no quiero decir que no sea importante, sino que 
muchas veces se ha centrado la culpa de los proble- 
mas estructurales del campo uruguayo en el abigeato 
y en la inseguridad, cuando los problemas reales -sin 
que este deje de ser uno de ellos- tienen otras cau- 
sas, como la despoblación sistemática de la campaña. 
Miren qué paradoja, porque en los momentos en que 
el abigeato fue un problema grave, en los orígenes de 
nuestra nación, la mejor forma de controlarlo no fue 
con leyes ni con sanciones, sino con el poblamiento 
de la campaña, con el asentamiento de la gente, que 
por distintas vías fue promovido desde la época arti- 
guista hasta muy entrado el siglo pasado. Cuando la 
gente se asienta en el campo, cuando realiza una ac- 
tividad, cuando establece vínculos de comunidad con 
sus vecinos, es cuando hay mayor seguridad en el 
campo. En los últimos años hemos vivido, por distin- 
tos motivos, un problema de despoblación, y sobre 
todo de migración de poblaciones rurales, que ha lle- 
vado a que el abigeato se produjera con mayor fuer- 
za. 


Pienso que el tema central que generó la polémi- 
ca a lo largo de la discusión de este proyecto y que 
hoy se reproduce en esta Cámara, es el artículo 1”. Es 
cierto que desde algunos sectores de la agropecuaria 
siempre se empuja para tener las máximas garantías 
de seguridad sin importar mucho, o en forma secun- 
daria, algunos derechos. El tema principal tenía que 
ver con extender el concepto de la legítima defensa a 
las instalaciones, que a quienes no teníamos forma- 
ción jurídica en un principio nos parecía que estaba 
bien, pero después, cuando estudiamos lo que esta- 
blece y permite el Código Penal, consideramos que lo 
mejor era no modificarlo. Vamos a entendernos. Acá 
no estamos derogando las normas que rigen la legíti- 
ma defensa en las cuales puede ampararse cualquier 
ciudadano, tanto en lo urbano como en lo rural. Pare- 
cería que con esto que estamos tratando derogamos 
esas normas y la gente prácticamente quedaría inde- 
fensa. Lo que yo entendí -por eso acompaño el pro- 
yecto- es que la legítima defensa es para proteger el 
hogar, la morada, la familia, la casa habitación, y no 
la propiedad privada. Hay otras leyes que protegen la 
propiedad privada. El concepto de la legítima defensa 
no es para que, si aparece un intruso en un campo, 
uno tenga la posibilidad de meterle bala. No es así; es 
para proteger la intimidad del hogar. En el proyecto 
se establecía en forma explícita que eso se extendiera 
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a las instalaciones, pero el término "instalaciones" po- 
día ser muy amplio, porque ¿qué continuidad puede 
tener una casa con un tambo? De pronto el tambo 
está a cien o a doscientos metros del lugar de la casa 
habitación del productor. Entonces, ¿cómo se entien- 
de el concepto de la continuidad con el hogar? Se po- 
dría entender que en toda la propiedad se tiene la 
protección de la legítima defensa, promoviendo accio- 
nes que después terminaran agravando el problema 
de la seguridad rural en lugar de solucionarlo. 


Por eso creemos que con lo que establece nues- 
tro Código Penal en el artículo 26 es suficiente; inclu- 
sive, allí se habla de las dependencias que conforman 
la casa habitación. Eso es lo principal. 


Es cierto que se modifican algunas normas que 
hacen al Código Penal; creemos que es un aporte de 
este proyecto y por eso lo tratamos. Consideramos 
que es un aporte el castigo al delito del contrabando 
con pena autónoma -que, como bien se dijo en el in- 
forme, queda establecido en forma explícita-, sobre 
todo por las connotaciones que ese delito tiene en el 
mundo globalizado de hoy, donde de pronto un con- 
trabando de ganado puede poner en riesgo el estatus 
sanitario del país. Quienes vivimos en zonas de fron- 
tera sabemos que el contrabando no es una cosa que 
esté mal vista. Nos parece bien que ahora se lo em- 
piece a controlar, porque puede significar un daño 
grave para la economía del país. Es un acierto que se 
introduzca en el Código Penal la figura del contraban- 
do con una pena propia. 


También se introducen ciertas modificaciones, 
con el aumento de algunas penas y algunas agravan- 
tes, al Código Rural, así como procedimientos para 
aumentar algunas penas o actualizar sanciones del 
viejo Código, que hoy eran insignificantes. Creo que lo 
fundamental es entender que en este proyecto no se 
incorporó el concepto de la legítima defensa para las 
instalaciones y dependencias de un establecimiento 
en función de que lo que está establecido nos parece 
mejor. 


SEÑOR CHARAMELO.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR GUARI NO.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado. 


SEÑOR CHARAMELO.- Señor Presidente: quiero ha- 
cer referencia a algo que pasó hace muy poco en el 
departamento de Canelones, que tiene que ver con 
este artículo 26 y con lo importante que sería agregar 
a lo que establece el Código Rural una mejor defini- 
ción de lo que se entiende por dependencia, que sí 
marca este Código. ¿Por qué? Porque no es lo mismo 
aquel que vive en Montevideo y tiene un estableci- 
miento rural con una casa y los galpones lejos, donde 
no guarda algo vital, que alguien que vive de la cría 
de cerdos. Hace poco, en el departamento de Canelo- 
nes, una persona tenía los cerdos pegados a la casa y 
los fue a defender porque se los estaban llevando to- 
dos. Este episodio concluyó en un hecho de sangre y 
terminó preso el que defendía a los cerdos y no el que 
se los llevaba. Lamentablemente, el que se llevaba los 
cerdos terminó muerto, y el que defendió su propie- 
dad, lo poco que tenía, terminó preso. 


En una situación así, aquel que vive de lo poco 
que tiene, ¿qué debe hacer cuándo ve que le están 
llevando las cosas? ¿Debe dejarlos ir y esperar en la 
oscuridad a que salgan corriendo? ¿Cuál es la solu- 
ción? 

Nosotros queremos dar una certeza jurídica a lo 
que ya establece el Código Rural -y lo vamos a pro- 
poner a través de un aditivo- para determinar clara- 
mente lo que significa la dependencia. Le habíamos 
hecho un agregado que decía: "En zonas suburbanas 
o rurales, téngase como dependencia: galpones, ins- 
talaciones, carnicerías, criaderos de toda especie, 
tambos, depósito de herramientas, de granos y/o si- 
milares, siempre que tengan una razonable continui- 
dad con la vivienda, al punto de constituir dependen- 
cias de ella". ¿Para qué? Para dar certeza a aquellos 
que viven en el medio rural. Muchas veces esos lu- 
gares son la diferencia entre tener un ingreso y no te- 
nerlo. Eso que a veces parece tan frío, y que aquellos 
que no viven en el medio rural no pueden entender, 
es un problema cuando sucede un hecho grave para 
aquellos que sí viven en el medio rural, y que se ven 
ante una situación complicada en la que tienen que 
defender lo poco que poseen. 


Quiero hacer algunas precisiones. El señor Dipu- 
tado preopinante decía que esto no se trató en el pe- 
ríodo pasado. Sí se trato en el período pasado, lo que 
pasa que el proyecto fue hecho suyo por la Comisión 
Asesora en este período y fue presentado en el año 
2005. 
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Además, hay algo que parte los ojos: en los últi- 
mos tiempos la situación de delincuencia se ha incre- 
mentado. Los casos de copamiento que hemos sufrido 
en los últimos años, sin duda son diferentes a los que 
había décadas atrás. Si analizamos las declaraciones o 
las actas de la Federación Rural o de la Asociación 
Rural del Uruguay, veremos que hay temas que son 
redundantes, que se han dado a lo largo de la histo- 
ria. Pero, sin duda, los copamientos, los hechos de 
sangre, las situaciones graves que se han dado con 
robos, con rapiñas -en la mayoría de los casos a mano 
armada- en los establecimientos rurales durante los 
últimos años, son totalmente diferentes a los que se 
daban antes. 


Por lo tanto, esta Comisión Asesora elaboró un 
proyecto global que apuntó a dar más seguridad a la 
gente que vive en el medio rural, y lo hizo sabiendo 
que hoy por hoy la realidad ha cambiado y que se ha- 
ce indispensable modificar la legislación vigente para 
adaptarla a la forma de vivir que hoy tienen los uru- 
guayos, que sin duda es diferente -lamentablemente, 
para peor- de la que tenían tiempo atrás. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede continuar 
el señor Diputado Guarino. 


SEÑOR NAYA.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GUARINO..- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado. 


SEÑOR NAYA.- Señor Presidente: como muchos en 
esta Cámara sabrán, en períodos legislativos anterio- 
res yo no era Diputado y me dedicaba a la cría de 
cerdos. Fui dirigente gremial agropecuario de la Fe- 
deración Nacional de Productores de Cerdos, y tam- 
bién dirigente de la Mesa Coordinadora de Gremiales 
Agropecuarias. En ese carácter tuve la triste experien- 
cia de asistir al velorio de un compañero de nuestra 
gremial, luego de uno de estos enfrentamientos en 
defensa de su producción de dieciséis lechones que 
pensaba vender en las fiestas. El compañero fue lite- 
ralmente acribillado a balazos. 


Este problema es muy preocupante para todos 
nosotros, para los que vivimos en el campo, y tam- 
bién debería serlo para toda la población del país. Se 
trata de una situación en la que el productor familiar 
sabe que cada luna llena es noche de enfrentamiento, 
que tiene que prestar atención al ladrido de los pe- 


rros, al sonido de los teros, y saber por dónde mover- 
se para no ser él la víctima. 


Lo que yo pienso -es mi humilde opinión- es que 
no estamos hablando de un tema de defensa propia, 
sino de la defensa de la producción; estamos hablan- 
do de la defensa del sustento de una familia rural, y la 
solución tiene que estar en consonancia con eso. Co- 
mo legisladores no podemos cometer la irresponsabi- 
lidad de fomentar, con las leyes que elaboremos, que 
los productores rurales, en la justa defensa del pro- 
ducto de su trabajo, vayan -como hemos ido- a un 
enfrentamiento personal, a ofrecer su vida o a tomar 
la de otro. Como Gobierno y como Poder Legislativo 
debemos dar los mecanismos para asegurarles el pro- 
ducto de su trabajo y que no tengan que salir a de- 
fenderlo exponiendo sus vidas. 


Hoy el Ministerio del Interior está comenzando a 
hacerlo. ¿Cómo? De la única forma posible: con una 
visión multilateral que contemple, en primer lugar, la 
visión de los afectados y, en segundo término, la de 
todos los organismos estatales que operan en una 
determinada zona. Así se han creado las Mesas Loca- 
les de Seguridad y Convivencia Ciudadana, donde se 
hace un diagnóstico participativo, contemplando todas 
las causales del fenómeno de inseguridad en determi- 
nado territorio con la participación de las organizacio- 
nes sociales y de los agentes estatales de la zona. Ese 
diagnóstico participativo pasa, entonces, a ser dirigido 
por una dualidad cívico-policial con el Secretario o 
Presidente de la Junta Local y el Comisario de la Sec- 
cional. Pero la participación ciudadana, la participa- 
ción de los principales afectados no queda ahí. A par- 
tir de ese momento existe un control de las organiza- 
ciones sociales para que ese plan se pueda ejecutar. 


Era cuanto tenía que decir. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede continuar 
el señor Diputado Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: quizás los 
conceptos que recién se expresaban sean lo funda- 
mental para avanzar en este tema de la seguridad 
rural. Creo que con este proyecto se dan los meca- 
nismos. 


En cuanto a lo que decía el señor Diputado Cha- 
ramelo, quiero expresar que este proyecto no impide 
que se cumplan las otras normas que están en nues- 
tros Códigos para defender la propiedad o la integri- 
dad. Cuando se elimina ese artículo, lo único que se 
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hace es quitar la mención explícita a las instalaciones, 
a los galpones, por el peligro que puede significar que 
la gente entienda que ahora está amparada para re- 
peler cualquier tipo de ingreso a su propiedad sin me- 
dir la equivalencia y la necesaria razonabilidad que 
tiene que haber en la respuesta a una agresión o a un 
delito de hurto. Entonces, creo que lo hacemos, jus- 
tamente, para procurar que la seguridad rural sea im- 
plantada como un concepto mucho más amplio. 


Es cuanto tenía que decir, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: queríamos 
hacer algunas precisiones que nos parecen importan- 
tes. 


Destacamos el informe realizado por nuestro 
compañero, señor Diputado Salsamendi, en el que 
desmenuzó la propuesta realizada por la Comisión 
Honoraria Asesora para la Seguridad Rural. En ese 
informe relató en forma objetiva cómo se fue proce- 
sando la discusión y por qué se hicieron los plantea- 
mientos alternativos que hoy la Cámara está consi- 
derando a propuesta de la mayoría. 


Lamentablemente, algo ha sucedido en todo este 
tiempo durante el que este proyecto ha estado a con- 
sideración del Parlamento. Vamos a aclarar que ingre- 
sa formalmente como proyecto de ley el 3 de mayo 
de 2006, y también el porqué de la importancia de 
determinar la fecha y de que quede constancia en la 
versión taquigráfica; en definitiva, por eso nos ano- 
tamos para hacer uso de la palabra. 


Nos ha preocupado durante todo este tiempo en 
que el proyecto ha estado a consideración de este 
Parlamento -ha sido discutido en las Comisiones que 
analizaron este tema: la de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración y la de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, integradas- que se trasladara al 
conjunto de la ciudadanía que, desde el punto de 
vista político, la decisión tomada por la bancada de 
Gobierno era enterrar este proyecto de ley, y que no 
tenía voluntad política de que avanzara en su trata- 
miento parlamentario. Ese es un concepto que aun 
hoy en la discusión en Cámara se ha dejado deslizar. 


Ahora bien, partimos de la base siguiente. Este 
tema nos preocupa absolutamente a todos, porque 
todos somos partícipes de los problemas de la socie- 


dad; absolutamente todos. Por lo tanto, entendemos 
que aquel que hace un discurso más encendido o más 
problematizado con respecto al problema no tiene, de 
hecho, mayor autoridad para decir que ha sido un 
gran defensor de la seguridad en el medio rural. Este 
tema nos preocupa absolutamente a todos, y todos 
quienes estamos hoy en la Cámara sabemos que si la 
fuerza política de Gobierno no hubiera tenido la vo- 
luntad de tratar este proyecto, no se habría conside- 
rado. Lo sabemos todos, absolutamente todos, y des- 
de el primer momento en que este proyecto entró a la 
consideración de la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, ese fue el objetivo que nos movió. 


Como decía, hay conceptos que se manejaron en 
la prensa más de una vez. Aquí tengo un artículo de 
mayo de 2007, publicado en la sección "Agropecua- 
rias" del diario "Últimas Noticias", en el que se dice: 
"Fuentes parlamentarias de la oposición manifestaron 
a Últimas Noticias y VTV Rural que el proyecto de ley 
que modifica el Código de seguridad rural no ha sido 
aprobado", pues la mayoría no tiene voluntad política 
y lo quiere enterrar. Se habla de intenciones malig- 
nas. ¡De intenciones malignas! Señor Presidente, sin- 
ceramente, creemos que eso es producto de un error; 
es producto del error de alguien que se haya mani- 
festado eso. Quiero creer eso y no que efectivamente 
se pretenda generar en el conjunto de la ciudadanía 
el concepto de que a esta fuerza política le importa 
tres pepinos la seguridad de la gente. Me quedo con 
eso. 


Este tema ingresó a la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca el 25 de octubre de 2005, día en 
que recibió a los integrantes de la Comisión Honoraria 
Asesora para la Seguridad Rural. Ese día, quienes in- 
tegran la Comisión nos hicieron un planteamiento. 
Aquí tengo otra versión taquigráfica en la que consta 
que hubo varias reuniones de esa Comisión y luego 
de las Comisiones integradas para tratar el tema. Por 
eso quiero que quede expresamente claro en la ver- 
sión taquigráfica lo siguiente. La Comisión de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca recibió a la Comisión Ho- 
noraria aquel 25 de octubre. A partir de entonces, los 
legisladores integrantes de la Comisión trabajamos 
acerca de cómo seguiría el tratamiento parlamentario 
y nos hicimos cargo del proyecto de la Comisión Ho- 
noraria para que luego de ingresar como proyecto, 
fuera debatido. Ese fue el acuerdo al que se llegó en 
la Comisión. Tanto es así que el señor Diputado Casas 
-lamentamos que no esté presente, porque sabemos 
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que trabajó en este tema- presentó un proyecto con 
algunas modificaciones que luego se tomaron en 
cuenta. Esto quiere decir que el proyecto no estuvo 
sepultado en la Comisión; nunca estuvo sepultado. 


Quiero que algo quede claro. Voy a leer la ver- 
sión taquigráfica de la sesión del 26 de julio de 2006 
de las Comisiones integradas, instancia en la que el 
Presidente del SUL, señor Tedesco, hacía un repaso 
de lo que la Comisión había realizado y nos contaba 
que este tema se venía trabajando desde hacía no 
menos de cuatro años, o cinco, y que en la Legisla- 
tura anterior se había podido avanzar en la modifica- 
ción de los artículos 258 y 259 del Código Rural. Fue 
un avance, pero hacía cinco años que se venía traba- 
jando en esto. En la Legislatura en la que ingresa el 
proyecto se modifican artículos del Código Rural y del 
Código Penal, pero ahora estamos en esta instancia y 
me consta que durante estos dos años se trabajó para 
que el proyecto de ley hoy se estuviera tratando en 
Cámara. 


Eso me parece importante, como también -y ya 
se dijo expresamente- que quede aclarado que el 
propio Ministerio del Interior designó a esta Comisión 
como asesora directa de esa Cartera, y que el 1* de 
agosto de 2005 -antes de que viniera a la Comisión el 
proyecto- llegó una comunicación para los integran- 
tes, de parte del Ministro, informando que vendría el 
proyecto de ley para el tratamiento parlamentario. 


Todos los aspectos que estamos manejando y 
que ya hemos mencionado incansablemente en la 
Comisión que lo ha tratado, demuestran en forma 
clara la voluntad y la preocupación que tenemos to- 
dos, absolutamente todos, por este tema. Lo digo 
porque no podemos olvidar que este asunto fue moti- 
vo de una recolección de firmas que se hizo a lo largo 
y ancho del país, reclamando seguridad rural. Y hoy el 
Parlamento está tratando este proyecto, después de 
que estuvo cinco años en la Comisión específica que 
se creó para considerarlo. Ese no es un dato menor; 
es un dato que para nada es menor. 


Lo que queda como elemento es que un artículo 
que fue presentado estaría modificando todo el con- 
texto de las modificaciones que se han planteado, y 
eso no es así, señor Presidente. Aquí se hizo referen- 
cia al delito de contrabando, y nosotros, analizando el 
comparativo y el artículo 257 de la Comisión, conclui- 
mos que lo que pone a consideración y va a aprobar 
hoy la Cámara es el mismo proyecto, el mismo arti- 


culado que presentó la Comisión Honoraria. Por lo 
tanto, lo que nosotros queremos establecer es que no 
se puede desvirtuar los conceptos, que no se puede 
desvirtuar la objetividad cuando se discuten estos te- 
mas. 


Yo no quiero escuchar ni ver mañana en la pren- 
sa, una vez más, que la fuerza política da poca im- 
portancia a este problema. Ahora, señor Presidente, lo 
debatimos con no más de quince Diputados de la 
oposición en Sala; ¡y eso también hace a la seriedad 
del asunto! Habría sido bueno discutir acá todo lo que 
se dijo en la prensa; lo digo con altura y con el mayor 
respeto posible, porque sí queremos que este pro- 
yecto sea aprobado. ¿Por qué? Porque entendemos 
que es un avance. Ahora bien, los avances que se 
puedan lograr no van a pasar sólo por la modificación 
del Código Penal o del Código Rural, como muy bien 
dijo el señor Diputado Orrico; no van a pasar sólo por 
ahí. Creemos que este es un avance; veremos si la 
realidad luego nos demuestra que es así. 


No quiero abundar en más detalles y entiendo 
oportuno votar este proyecto de ley, por lo que quiero 
decir que creemos que el Parlamento, luego de menos 
de dos años de análisis, va a votar con seriedad, con 
profundidad e intercambiando opiniones, un proyecto 
de ley relativo a un tema que hace mucho tiempo que 
está arriba de la mesa. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Caram. 


SEÑOR CARAM.- Señor Presidente: valoramos las 
exposiciones de cada uno de los que están convenci- 
dos de una posición u otra; nosotros tenemos la 
nuestra. 


Nos parece bueno que se haga una reseña histó- 
rica de la tarea desempeñada, pero como no integra- 
mos ninguna de las Comisiones que han tratado este 
proyecto de ley, no tenemos otra alternativa que ha- 
blar en el plenario. Sabemos que eso forma parte del 
funcionamiento de la Cámara, que en definitiva es la 
última instancia que tenemos todos los parlamentarios 
para poder opinar sobre el tema. 


Nosotros tenemos una visión seguramente muy 
sesgada, por ser del interior del país, de un departa- 
mento de frontera, y porque estuvimos trabajando 
durante mucho tiempo en las comisiones que trataban 
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de colaborar con los institutos del orden público en la 
prevención del abigeato, en lo que hoy se ha denomi- 
nado la seguridad rural. 


En nuestro departamento fronterizo, Artigas, hay 
ejemplos que demuestran que el abigeato disminuye 
puntualmente cuando aumenta la represión policial; 
no hay receta más clara que esa en cuanto a la reali- 
dad palpable y visible. Cuando aumenta la represión 
policial, el abigeato disminuye en forma notable. Pro- 
bablemente -creo que todos coincidimos en esto-, se 
deba generar un marco jurídico diferente al actual 
para tratar de que la actividad en pro de la erradica- 
ción, del control o de la prevención del abigeato sea 
más eficiente. 


Nosotros integramos la Gremial de Productores 
de Artigas y podemos decir que en muchas ocasiones 
no resulta fácil de soportar el hecho de ser víctima del 
abigeato. Realmente, sentimos una gran impotencia 
cuando ese tipo de hechos se da en nuestra campaña. 
No resulta fácil hacer inversiones en reproductores de 
altísimo valor, para luego no llegar a utilizarlos, para 
que su descendencia no nos deje, genéticamente, 
aquello bueno que compramos, gastando mucho di- 
nero, y para que termine en algún chorizo, en alguna 
carnicería o en algún almacén que vende carne clan- 
destina y robada. Eso duele, y duele mucho; duele en 
el bolsillo y duele psicológica y moralmente. Además, 
genera una sensación de impotencia; sabemos que 
los productores sienten rabia. 


No siempre se puede colaborar en la prevención 
del abigeato. Creo que los productores del país siem- 
pre lo han hecho, con Gobiernos progresistas, colora- 
dos o blancos, y no lo digo irónicamente. Los pro- 
ductores de la campaña siempre están colaborando 
con el Ministerio del Interior; si recorremos las Comi- 
sarías, las Subcomisarías y los destacamentos de 
nuestra campaña, advertiremos que es así. Se cola- 
bora con nafta, con carne, con un parche para la 
moto; a veces con una moto, con otro vehículo, con 
un caballo, con una bicicleta o con lo que esté al al- 
cance de los productores, para tratar de prevenir este 
flagelo. 


Además, este flagelo tiene un componente social 
que no es menor, y por algo es tan difícil de controlar. 
Me refiero a la altísima incidencia de la minoridad. La 
mayoría de los partes policiales que escuchamos 
cuando se hace referencia al abigeato involucran a 
menores de edad, que son devueltos a sus padres. 


Eso realmente agrava la situación, agrava el proble- 
ma. Y reinciden; a veces adultos y a veces menores. 
Cuando la reincidencia es de menores, el problema es 
más grave y pasamos a un plano más real de la situa- 
ción; este es el aporte que queremos realizar, y lo di- 
jimos al principio. 


El tema es muy complicado, máxime cuando hay 
pocos efectivos policiales. Reconocemos el ingreso de 
nuevos funcionarios policiales en este Gobierno. 
¡Bienvenido sea! Y no me refiero al ingreso de funcio- 
narios solo para Montevideo y la zona metropolitana, 
sino también para la campaña. Lo valoramos, lo pon- 
deramos y lo elogiamos, pero todavía no es suficiente, 
porque aún tenemos importantes lugares del interior 
de nuestro país en los que hay solo dos funcionarios 
policiales. Evidentemente, hay que buscar, por la vía 
que sea, el apoyo correspondiente para tratar de re- 
solver este problema; pero seguramente hay vacíos 
legales. 


Nosotros no vamos a acompañar este proyecto 
de ley. Entendemos que esta Comisión ha trabajado 
mucho tiempo, pero como no fui Diputado en la Le- 
gislatura anterior, no me cabe el reto de que no se 
votó anteriormente. No estaba en esa Legislatura; 
estoy en esta y voy a votar lo que me parece. Enton- 
ces, no puedo juzgar aquel trabajo que ha hecho esa 
Comisión. Me consta que es muy bueno y serio; da- 
mos fe y confiamos en aquellos ciudadanos que la 
integraron con las más sanas intenciones para elabo- 
rar una salida jurídica que contemplara una situación 
real compleja y difícil, como la que tenemos en nues- 
tro país. 


Quiero agregar dos o tres elementos más con 
respecto a este tema. 


Hoy en día el abigeato ha disminuido, y creo que 
significativamente en cuanto a los lanares; tenemos 
algunos factores que determinan que así sea. La car- 
ne de oveja vale muy poco y el combustible está muy 
caro; cuesta mucho dinero un litro de nafta, y gene- 
ralmente la gente que delinque no tiene vehículos ga- 
soleros, sino que anda en motos a nafta o en un au- 
tito económico y precario, que consume mucho com- 
bustible. Entonces, no es rentable ir a robar; además, 
se arriesga a caer presa y, quizás, a perder el vehícu- 
lo. 


Hay otro componente que creemos que es un in- 
dicador sano en el aspecto social: el Plan de Emer- 
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gencia, que ha dado soluciones a mucha gente que en 
la desesperación tenía que salir a robar. Seguramen- 
te, esto ha colaborado mucho para que haya dismi- 
nuido el abigeato. Por lo menos, podemos afirmarlo 
con tranquilidad con respecto al ovino, que siempre 
fue más sensible, porque seguramente es más fácil de 
matar y de transportar, ya que es más liviano y pe- 
queño. Pero también decimos que sigue siendo com- 
plejo el control final de la venta de los productos, 
constatar el delito de receptación y otros más; inclusi- 
ve, muchos de los casos ingresan a la órbita munici- 
pal. También tienen dificultades las |ntendencias para 
actuar y controlar la venta de carne en lugares que no 
están habilitados. Tenemos el Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca y el INAC, pero todos cono- 
cemos la realidad y sabemos que resulta muy difícil 
llegar a la boca de venta final del producto. 


Reitero que, en lo personal, estoy convencido de 
que el flagelo del abigeato, cuando aumenta la repre- 
sión, disminuye notablemente en el ámbito rural. Voy 
a poner un ejemplo. Cuando en el departamento de 
Artigas tuvimos el foco de aftosa en el año 2000, el 
primero a nivel del país, y se aisló al departamento, 
los abigeatos se redujeron a la mínima expresión. Te- 
níamos muchísimos puestos de controles policiales, 
una sociedad entera movilizada y concientizada, dada 
la gravedad del caso, así como una Policía muy activa 
y participativa. Evidentemente, eso llevó a una fuerte 
represión que concluyó con el abigeato tradicional; 
cuando hay un establecimiento cercano a algún cen- 
tro poblado o a algún pueblito de la campaña, se 
pierde uno o dos animales por mes, lo que implica 
aquello que siempre se ha dicho: que se hace para 
dar de comer a los hijos. Ello no se reprime legal- 
mente. Esos deben ser aspectos a tener en cuenta. 


Reiteramos que este es el momento que encon- 
tramos para hablar de estos temas. Conocemos y res- 
petamos mucho el trabajo de la Comisión Honoraria 
Asesora, y lamentamos que haya aspectos que no se 
contemplaran, más allá de que exista la interpretación 
jurídica del caso; en ese sentido, también respetamos 
muchísimo la opinión de los juristas. 


Sin embargo, me parece que es un problema 
mucho más real y práctico que jurídico o de otra ín- 
dole. Creo que hoy deberíamos dar la discusión que 
merece este tema, porque no es un problema menor 
ni fácil de resolver. Nos consta que hay producciones 
intensivas, como la de cerdo o la lechería, que cuando 


pierden un animal, pierden más en dinero y mucho 
más en lucro cesante, porque una vaca lechera sabe- 
mos lo que produce. 


Asimismo, sabemos que hasta las escuelas agra- 
rias en este país, en reiteradas ocasiones, son vícti- 
mas permanentes y constantes de abigeato, por el 
robo de vacas lecheras que son para dar alimento a 
los alumnos que concurren a las instituciones. Esto 
también es muy doloroso, además de un robo de bie- 
nes públicos que tienen una altísima sensibilidad, por- 
que en este caso no se está robando a un latifundista 
ni a un grande, sino matando a la vaca que produce 
leche para alimentar a muchos estudiantes que están 
internados en las escuelas agrarias. Además, la ma- 
yoría de las escuelas agrarias están cerca de los cen- 
tros poblados urbanos. 


Entonces, se trata de situaciones que realmente 
debemos encarar con la mayor tranquilidad de espíritu 
y sensibilidad, pero con un gran sentido práctico. Este 
problema no se resuelve en una gran discusión con 
alto contenido técnico, jurídico o científico 
-permítaseme este disparate-, sino que se tiene que 
trabajar en función de las realidades del país, y si esto 
mañana necesita modificaciones, bienvenidas sean, 
porque la realidad económica y social de nuestro país 
también cambia y mucho más la de la campaña. 


Me han solicitado interrupciones, por su orden, 
los señores Diputados Charamelo y José Carlos Car- 
doso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- La Mesa informa 
al señor Diputado Caram que le restan cinco minutos 
de su tiempo. 


SEÑOR CARAM.- Yo concedería ambas interrupcio- 
nes. 


SEÑOR CHARAMELO.- Retiro mi pedido de inte- 
rrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado José Carlos Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Señor Pre- 
sidente: agradezco al señor Diputado Caram y al se- 
ñor Diputado Charamelo. 


Señor Presidente: esta discusión resulta particu- 
larmente interesante, más a la luz de argumentos que 
tuvimos la oportunidad de escuchar esta tarde en la 
Cámara. Además de los relatos acerca de lo aconteci- 
do en la Comisión, la historia del proyecto, las fechas 
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de presentación y los debates de la Legislatura pasa- 
da, hoy hemos escuchado a los Diputados del Gobier- 
no decir cosas tan disímiles como que el problema de 
la emigración rural afecta la seguridad en el campo, o 
que en las noches de luna llena todos sabemos lo que 
empieza a pasar, que aumenta la peligrosidad en el 
área rural. 


Este debate, a la luz de lo que pasó en la Comi- 
sión, en el proyecto original y lo que termina llegando 
al plenario, me hace acordar a esos partidos de fútbol 
en los que se va derecho al arco pero, de vez en 
cuando, la pelota se entretiene y vuelve al medio 
campo, y se empieza a jugar hacia los laterales. La 
oportunidad de avanzar efectivamente para enfrentar 
un importante problema, parecería que tiene como un 
freno. 


Desde hace algunos años tengo especial cuidado 
cuando se habla de la incorporación de un nuevo de- 
lito, porque el señor Diputado Orrico siempre me re- 
cuerda que hay que tener mucho cuidado cuando se 
modifica el Código Penal y se agregan nuevos delitos, 
como lo hacemos. Pero también es cierto que esta- 
mos obligados a mirar la realidad. Nosotros somos, 
como gusta decir a los montevideanos, Diputados de 
campaña y prestamos especial atención a estos te- 
mas en sus dos vertientes, y en el caso del abigeato 
por supuesto. La noticia más importante de las últi- 
mas décadas en el Uruguay surgió hace pocos meses 
en mi departamento, y fue tapa de los diarios; toda- 
vía están investigando dónde están las quinientas 
vacas. Esa es una vertiente y un aspecto del proble- 
ma. 


SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No puedo 
conceder la interrupción al señor Diputado Orrico; si 
no, encantado se la daría. De todas formas, espero 
que nos diga algo al respecto; capaz que encontramos 
alguna de las vacas. 


Este es un problema, porque el abigeato es un 
delito complejo; no es un delito sencillo. Los ladrones 
no andan acarreando tropas por los caminos. Es un 
delito complejo, y hay que buscar en otros lugares, 
entre quienes compran, entre quienes venden a tra- 
vés de las carnicerías; no me voy a extender mucho 
sobre esto. 


No obstante, hay otro problema que me preocu- 
pa especialmente hoy, que tiene que ver con el po- 


blador rural. Tengo datos estadísticos de mi departa- 
mento de los últimos tres años, de la gente que han 
matado arrodillada, atada, exigiéndoles que dijera 
dónde tiene la plata, y la encontraron ocho días des- 
pués. No nos enteramos del robo porque no hay 911, 
ni llamadas de urgencia, ni nada, pero a veces tampo- 
co nos enteramos ni de la muerte y lo que encontra- 
mos es un vecino muerto cuatro o cinco días antes, 
cuando alguien lo va a visitar. Este es un drama, y no 
es menor. Es un problema muy importante. Tengo un 
registro de quienes han muerto en estas condiciones 
en mi departamento, que es gente conocida, produc- 
tores, gente de bien. 


Entonces, cuando el proyecto de ley establece 
que los galpones no son la casa, ¿cómo que los gal- 
pones no son la casa? Quien ha vivido en el campo, 
en el interior, quien recorrió, sabe que no es preciso 
haber nacido en el campo para saber que en el entor- 
no rural las casas son un todo. ¿Qué dice la gente en 
campaña? "Las casas"; no dice "mi casa". Es ese en- 
torno poblado. Muchas veces, cuando alguien está 
dentro de eso que la gente llama "las casas", se entró 
500 metros desde la portera, hace rato que se está 
dentro de la propiedad privada; a veces, un kilómetro, 
porque las casas están allí. Entonces, cuando llegan a 
las casas resulta que las casas no son las casas, y 
tendrían que entrar casi hasta el dormitorio para que 
se reconozca que esa es la propiedad en el medio 
rural. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


——Me cuesta que no aceptemos que las casas son 
las casas y que el galpón, el lugar de ordeñe, el depó- 
sito y el granero son un entorno único. Esto es así, y 
estoy seguro que hasta los montevideanos lo saben. 
Todo el mundo sabe que esto es así. Por qué no se 
define, no lo sé. Lo que sé es que tenemos un pro- 
blema grave para resolver -por la vida de la gente, 
por la seguridad de la gente- en las casas, además del 
problema del abigeato, que notoriamente no se re- 
suelve de manera fácil ni se resolverá por esa larga 
vía de entender que hay problemas sociales. 


Ya lo dijo la señora Ministra del Interior, maestra 
Daisy Tourné, con toda claridad: no somos asistentes 
sociales; esto lo dijo apenas entró al Ministerio del 
Interior. No quiero ni recordar que lo primero que hizo 
este Gobierno fue liquidar las comisiones de apoyo 
policial y el vecino alerta, ¿o tengo que recordar que 
fue lo primero que hicieron? 
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SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Ha finalizado el 
tiempo del señor Diputado Caram. 


Si el señor Diputado José Carlos Cardoso lo desea, 
puede solicitar una interrupción al señor Diputado Za- 
baleta. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Redondeo, 
señor Presidente. 


Estas comisiones y el vecino alerta -no sé por 
qué se liquidaron- eran una forma de contacto con los 
ciudadanos y de poner a la gente a colaborar con la 
seguridad pública. Pero ¿qué fue lo primero que hizo 
este Gobierno cuando asumió? ¿Qué hizo el Ministro 
Díaz? Los cesó. Construyeron algo nuevo; esperemos 
para saber qué efectividad tiene. 


Quizás después solicite otra interrupción. 
Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Zabaleta. 


SEÑOR ZABALETA.- Señor Presidente: por la canti- 
dad de legisladores que han hecho uso de la palabra y 
los enfoques expuestos, nos damos cuenta de que el 
problema no es menor. 


Vivo en el campo y hace más de cuarenta años 
que trabajo con lanares, por lo que me voy a referir 
específicamente al abigeato. 


Estoy a 17 kilómetros de Young, sobre la Ruta 
Nacional N* 3, Me quiero referir fundamentalmente al 
problema de los lanares y también al de los vacunos. 


Si no entendí mal, en parte coincido con el señor 
Diputado Orrico, quien decía que este problema no se 
arregla con leyes ni incorporando nuevos delitos al 
Código Penal. El problema es muy amplio. 


Asimismo, coincido con el señor Diputado Caram, 
quien se refirió al aspecto policial. 


Tengo bastante experiencia en el tema porque 
me ha tocado directamente, tanto que, por ser vasco 
-a quienes en general no nos gustan las ovejas-, soy 
porfiado y todavía tengo lanares, pero más o menos 
la cuarta parte de lo que tenía, no porque me hubie- 
ran llevado las otras tres cuartas partes -debe andar 
cerca de esa cifra-, porque para tratar de conservar el 
lote lo tengo concentrado cerca de las casas, y aun 
así me faltan de a montones. 


Tengo una discrepancia con el señor Diputado 
Guarino, que hablaba de que el abigeato siempre 
existió -aclaro que integro la Federación Rural y la 
Asociación Rural del Uruguay, aunque no desde hace 
setenta años, sino desde hace cuarenta-, pero era 
otro tipo de abigeato. Yo esto no lo considero abi- 
geato -al igual que el caso de las quinientas vacas-, 
porque es un robo. A mí me llevan de a quince lana- 
res por noche, y eso es un robo y no un abigeato. Se 
trata de tres o cuatro sabandijas o vagabundos que se 
juntan en Young, con una camioneta o lo que sea, y 
se llevan los animales. Se trata de 600 ó 700 kilos que 
tienen que cargar; con un novillo serán 300 kilos, de- 
pendiendo del tamaño, pero 15 lanares representan 
más de 300 kilos de carne, y eso no es para llenar a 
cuatro o cinco hijos, ni nada de eso. 


Es un problema muy amplio e involucra a un tipo 
de gente muy especial, y no es así nomás, con penas, 
que se puede corregir -como recién se decía, y apo- 
yo-, pero ayuda el control de la entrada de la gente a 
los pueblos en la noche. Ahora recuerdo un tema que 
ayudó mucho y creo que coincidió con el aumento del 
abigeato, que fue la caza de la liebre: los cazadores 
salen en una moto, con un carrito, y como ahora casi 
no quedan liebres, se llevan uno o dos lanares. Con 
los controles que se realizan a la entrada de las rutas, 
eso se corrige bastante, pero todo esto es un cambio 
social que también sufre la ciudad. Uno va a la Policía 
y los policías no alcanzan; a muchos los tienen que 
mandar a Libertad o al COMCAR, por lo que quedan 
con poca gente y tienen que atender la ciudad y la 
campaña, más o menos. Nosotros contribuimos con 
gasoil -como decía el señor Diputado Caram- para que 
puedan andar un poco más, sobre todo en las recorri- 
das nocturnas, y eso algo ayuda. 


Este es un problema que realmente preocupa. 
Recién se decía que, a veces, quien realiza el abigeato 
lo hace para comer o por la vida, pero yo pienso que 
a mí casi me llevan la vida si me hacen dejar las ove- 
jas, como creo que lo voy a tener que hacer; si eso 
sucediera me sacan casi la mitad de mi formación. 
Este es un tema realmente difícil. 


No sé qué señor Diputado habló de correr bala, 
pero hay mañanas en las que me he encontrado co- 
sas que me hacen pensar que si me cruzo con alguno 
y tengo un arma -con la que normalmente no ando-, 
le corro bala. Es difícil levantarse un día y encontrarse 
con cinco, seis u ocho ovejas al costado de la ruta, 
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con sus cueros y sus panzas, y todas con fetos de 
corderitos adentro. Da ganas de matar a los culpa- 
bles. Otro día voy y veo que en un rincón hay diez 
cueros tirados, porque fueron y carnearon diez ani- 
males juntos. Ahora ya no dejan ni los cueros, porque 
levantan todo; se ve que cazan los animales, a los 
que agarran de noche -no sé si los balean-, a pesar 
de que estoy tratando de dejarlos en los potreros más 
cercanos, pero no hay caso; es difícil. Se trata de un 
problema social que no resulta fácil de solucionar. 


Yo tenía fe en que el proyecto de ley que había 
elaborado la Comisión Honoraria podía mejorar la si- 
tuación. Me extraña que le hayan borrado algunos as- 
pectos. Ustedes saben que yo hago suplencias muy 
de tanto en tanto, y hoy me encuentro con este pro- 
yecto que no había leído, pero me parece que en al- 
gunas cosas se destrata un poco a la Comisión Ho- 
noraria, lo que no corresponde. 


SEÑOR CHARAMELO.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR ZABALETA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado Charamelo. 


SEÑOR CHARAMELO.- Señor Presidente: creo que 
ha quedado claro lo que decía el señor Diputado Za- 
baleta en cuanto a lo difícil que es controlar el abi- 
geato y los robos. Mucho más difícil es, por ejemplo, 
en un departamento como Canelones, con 20 Juntas 
Locales. 


Voy a discrepar con lo que decía el señor Diputa- 
do del MPP, cuando se refería a lo que están haciendo 
en Canelones con las mesas barriales y demás. Hace 
poco, el Jefe de Policía aducía que para llenar las va- 
cantes del departamento de Canelones y lograr una 
cobertura que diera los estándares mínimos de segu- 
ridad, faltaban 1.000 nuevos efectivos policiales. En el 
departamento de Canelones tienen 60 vehículos de 
cuatro ruedas, de los cuales funcionan 40; tienen 150 
motos, de las cuales funcionan 90, pero si funcionaran 
todas, no habría efectivos policiales. 


Voy a contar la historia de un señor que se llama 
Carlos Gavegno, que vive en la Ruta Nacional N* 6, en 
Toledo Chico. Hace pocos días, en una recorrida le 
pregunté de qué vivía. Me dijo que antes era produc- 
tor, ante lo que pregunté: "¿Y ahora?". Me contestó: 
"Lo que pasa es que tenía dos bueyes con los que 


trabajaba la chacra, pero usted sabe que esta zona es 
complicada y no me queda ninguno. Por lo tanto, no 
puedo trabajar, y tampoco puedo comprar un trac- 
tor". Esa es la realidad que nosotros vemos cuando 
recorremos el departamento o buena parte del país. 
Lo más indigno es lo que comprobamos cuando va- 
mos a algunos lugares y muchas veces vemos que se 
han robado la vaca lechera -como dicen en el campo-, 
que es la que da el alimento a los niños y a la familia, 
y representa su único sustento, lo cual saben todos 
los que viven en el medio rural. Eso pasa y no es fácil 
de controlar. Si no, vayan a ver las cifras de robos de 
animales que sirven para el trabajo que tenemos en el 
departamento de Canelones, porque allí, a diferencia 
de otras zonas del interior, no hay grandes extensio- 
nes, la ganadería es más intensiva que extensiva, la 
lechería se concentra más en praderas, en campos 
más pequeños, y el resto se utiliza para el laboreo. Es 
ahí donde tenemos el gran problema. 


Un señor Diputado decía que apareció una nota 
periodística en la que un legislador -asumo la respon- 
sabilidad- había aducido que el Gobierno no tenía vo- 
luntad. ¡Por supuesto que lo hemos dicho! Porque 
este proyecto que hoy estamos votando no es el que 
presentó la Comisión Asesora en su momento. Po- 
dríamos decir que este es un proyecto interpretativo, 
y eso poniendo muy buena voluntad, porque esta ini- 
ciativa no refleja el interés de las gremiales que con 
muy buen tino se juntaron y plantearon en la Comi- 
sión Asesora el proyecto de seguridad rural. Esta es 
-acaso- una interpretación bastante "light" de lo que 
pretendían las gremiales rurales. Eso está claro y, si 
no, basta con ver el proyecto que hoy estamos consi- 
derando y el anteproyecto de la Comisión Honoraria 
Asesora para la Seguridad Rural que hizo suyo el Go- 
bierno. 


Obviamente, cuando nos pregunten qué pensa- 
mos acerca de esto, vamos a decir que estamos dis- 
conformes, porque el objetivo primario que nos hi- 
cieron ver quienes integraban la Comisión Honoraria 
Asesora para la Seguridad Rural -donde había repre- 
sentantes de los Ministerios de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y del Interior- fue el de la legítima defensa. Y 
eso, por ejemplo, fue totalmente anulado. 


Además, como bien decía el señor Diputado José 
Carlos Cardoso, sabemos que, en el interior, los gal- 
pones y los depósitos son considerados una extensión 
del hogar, y aquí no quedan contemplados. Esto va a 
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hacer que ante un hecho delictivo en cualquier zona 
rural sigamos teniendo los mismos problemas que te- 
níamos antes. Por lo tanto, mantenemos la misma po- 
sición. Vamos a acompañar algunos aspectos que son 
redundantes de lo que ya está legislado, pero el obje- 
tivo primario para el que trabajamos durante un buen 
tiempo con la Comisión Honoraria Asesora queda to- 
talmente descartado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede continuar 
el señor Diputado Zabaleta. 


SEÑOR ZABALETA.- Señor Presidente: para finali- 
zar, les voy a contar algo verdadero que me pasó un 
día. 


Yo venía de Young hacia el campo y a las diez u 
once de la noche veo una moto con dos personas; a 
uno de ellos lo conocí porque es medio profesor de las 
carneadas en Young. Llegué y llamé a la Policía -en 
ese momento, todavía no había celulares-, que lo en- 
contró yendo de vuelta para Young con dos animales. 
Eso fue un sábado. El domingo fuimos al Juzgado, 
donde el Juez le dijo que por tres meses no pasara 
por delante del establecimiento y que me tenía que 
pagar los dos animales, que en ese momento valían 
$ 150 cada uno; en total, fueron $ 300. 


A los diez días el hombre llevó los $ 300 al J uz- 
gado. Casi en seguida pasó en la moto por la estan- 
cia, donde estaban dos hombres arreglando una 
puerta sobre la ruta y les gritó: "¡Che, decile a tu pa- 
trón que ya le dejé los $ 300 en el Juzgado!". Esto es 
para que sepan el tipo de gente de que se trata, que 
no es fácil, y lo que son las penas y los Jueces. ¡Se le 
dijo que no pasara durante tres meses por delante de 
la estancia y a los diez días el tipo estaba pasando! ¡Y 
todavía me mandaba decir que me dejaba la plata en 
el Juzgado! 


Vuelvo a lo que decía el señor Diputado Orrico: 
no es fácil; es bravo con ese tipo de gente. Sin em- 
bargo, con mayor control policial, creo que se puede 
enfrentar esto. 


SEÑOR CASÁS.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ZABALETA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Puede interrum- 
pir el señor Diputado, quien dispone de dos minutos. 


SEÑOR CASÁS.- Señor Presidente: con todo respeto, 
uno habría podido entender el proyecto de ley que el 
partido de Gobierno presenta a través de sus inte- 


grantes en el Parlamento si hubiera sido planteado 
hace diez o quince años, cuando la fuerza que hoy 
integra el Gobierno Nacional notoriamente tenía una 
definición más montevideana que del interior. 


Este partido de Gobierno, que ha crecido y hoy 
tiene la mayoría en el Parlamento, tiene representan- 
tes en todo el país, seguramente embebidos de la 
realidad del interior. Entonces, sorprenden ciertas de- 
finiciones de este proyecto. Algunas las señalaban los 
señores Diputados preopinantes, como, por ejemplo, 
la que tiene que ver con las dependencias pertene- 
cientes a los espacios de habitación. Este concepto 
-recuerdo haberlo visto en fotos familiares- arranca en 
España. Allí, arriba de los lugares donde se guarda el 
ganado, se construye la casa. Los galpones donde se 
guarda el ganado quedan debajo de la casa y el lugar 
de habitación arriba. Seguramente por una razón de 
disponibilidad se ha ido avanzando y separando los 
lugares donde se guardan las herramientas y el gana- 
do de la casa habitación. Sin embargo, para el habi- 
tante del interior sigue siendo parte de lo mismo. 


Quiero relatarles un breve cuento. En la zona del 
cruce de las Rutas N? 36 y N* 48, en Canelones, cerca 
de Cerrillos, se ha dado mucho el abigeato y se sufre 
diariamente. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Ha finalizado el 
tiempo de que disponía el señor Diputado Zabaleta. 


Solicitamos al señor Diputado Casás que redon- 
dee su interrupción. 


SEÑOR CASÁS.- Algunos pobladores nos pidieron 
que realizáramos una gestión y nos comunicamos con 
el Jefe de Policía, quien organizó una reunión con los 
cuatro Comisarios correspondientes para tratar de 
solucionar el problema. Sin embargo, no se solucionó. 


Uno de los vecinos, cansado de que le robaran el 
ganado del galpón lindero a su casa -la historia es co- 
nocida porque salió en la prensa-, armó una trampa 
-obviamente, fue un error que no estamos dispuestos 
a compartir ni a apoyar- para disparar a los ladrones 
que entraban durante la noche, con tan mal tino que 
le tiró un balazo a un muchacho que trabajaba con él, 
y hoy está procesado con prisión. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Caram) 
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——Estas cosas que parecen horripilantes y son duras 
de escuchar y de leer, les pasaron a vecinos nuestros 
por culpa de una mala ley que se aprobó en su mo- 
mento y que no se mejora con el proyecto que el Go- 
bierno presenta hoy, por cuanto se siguen admitiendo 
las mismas injusticias. Inclusive, en algunos casos, 
teniendo la oportunidad de mejorar el texto, se em- 
peora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Tiene la palabra el 
señor Diputado Lorenzo. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: quiero hacer 
un aporte a la discusión, aunque no creo que sea to- 
mado en cuenta por la mayoría. 


En este regateo que se hizo respecto al proyecto 
de ley remitido por la Comisión Honoraria Asesora y 
que termina en el que viene informado en mayoría, se 
eliminó la nueva redacción del artículo 26 del Código 
Penal, que refiere a la legítima defensa. 


Aquí se ha planteado que los problemas del tipo 
de los que venimos hablando no se solucionan con le- 
yes y, menos aún, con leyes penales. Sin embargo, tal 
como venía ese artículo de la Comisión Honoraria 
Asesora, no establecía un nuevo delito, sino que re- 
formulaba una exención de responsabilidad adaptada 
a la realidad. Creo que haberlo quitado del proyecto 
demuestra un enorme desconocimiento de lo que está 
pasando en el país desde dos puntos de vista: se des- 
conoce lo que es la vida en el campo y el problema de 
seguridad que allí se vive y que en otras épocas no 
existía. El desconocimiento de la vida en el campo es 
grave. Hoy el señor Diputado José Carlos Cardoso ha- 
cía referencia a lo que normalmente se da en llamar 
"las casas". Se trata de un conjunto. En las casas, en 
los cascos de estancia hay un modo de vida en comu- 
nidad y hay lugares que son comunes; hay aljibes, 
hay pozos que son comunes. La carnicería a la que se 
refería el artículo no es la de la Aguada; es el lugar 
donde está la carne en un establecimiento rural, en 
las casas, al que acceden todos los que comen carne. 
No está en la casa de uno. Está en otro lugar, debajo 
del tanque de agua o de una fiambrera colgada. 


En definitiva, hay un desconocimiento absoluto 
de la vida en el campo. Esa vida en el campo -que en 
el pasado no estaba afectada por la inseguridad que 
hoy existe- determinó que la Comisión Honoraria Ase- 
sora propusiera que, a los efectos de la legítima de- 
fensa, se considerara dependencias a lugares distintos 


a aquel en que se duerme y se come. Haberlo exclui- 
do es grave y no se puede fundamentar en una visión 
progresista del derecho penal, o en el derecho penal 
mínimo. No es de eso de lo que estamos hablando. 
Esto es fruto de una visión limitada que lamento que 
involucre a la mayoría de la Cámara. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Tiene la palabra el 
miembro informante en mayoría, señor Diputado Sal- 
samendi. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: quiero 
hacer algunas aclaraciones. 


En primer lugar, quiero referirme a lo que decía 
el señor Diputado Zabaleta. Yo no lo sentí de esa for- 
ma, pero, en todo caso, si alguien lo hizo, de más 
está decir que nosotros tenemos el mayor respeto -no 
tiene por qué ser de otra forma- por quienes integran 
la Comisión Honoraria Asesora. Podemos estar de 
acuerdo o no con lo que plantean, pero, francamente, 
para nosotros está fuera de discusión el respeto ab- 
soluto hacia sus integrantes y hacia las organizaciones 
que se mencionaron. Lamentablemente, ese respeto 
no se demuestra cuando se dice que uno resuelve al- 
go porque lo desconoce. Aquí hay varias personas que 
podrían dar clases a quien habló sobre lo que significa 
la vida en el campo. Si se quiere discutir en esos tér- 
minos, no llegaremos a ningún lado. Simplemente, se 
trata de agregar cosas porque sí. 


Aquí se pusieron algunos ejemplos sobre la apli- 
cación de la legítima defensa. Si un Juez no sabe ex- 
plicar qué resolución va a tomar en el caso que se 
mencionó hoy, creo que habría que analizar seria- 
mente su permanencia en el Juzgado en el que está. 
El Poder Judicial es independiente y lo resolverá la 
Suprema Corte de Justicia; ahora bien, la resolución 
de ese tema es muy evidente. 


Por otro lado, se dice que disminuyó el delito de 
abigeato. Esto se ha dicho en todos lados. Yo no ha- 
blé de cifras; preferí no concentrarme en ellas, pero 
se trajeron y se dijo: disminuyó el delito. Inmediata- 
mente se dijo: "¡Ah!, disminuyó porque, en reali- 
dad...". Así es imposible. Si cada cosa que se plantee, 
si cada cifra objetiva que surja en el país se va a ver 
como que responde a no se sabe qué cosa porque no 
conviene al discurso que se está haciendo, es imposi- 
ble. O sea: si la realidad no confirma mi discurso, 
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mala suerte para la realidad. ¡Ah, bueno! Me parece 
que es una equivocación plantearlo así. 


¿Hay que aprobar cualquier cosa que venga de 
las gremiales? Si vienen el PIT-CNT o FUCVAM, con- 
forman una Comisión Honoraria Asesora y traen un 
proyecto, ¿lo único que puede hacer el Parlamento es 
aprobarlo? ¿Eso es lo que nos están proponiendo? 
¿Ese es el planteo? Nosotros decimos que no nos pa- 
rece que eso pueda ser correcto de ningún modo. 
Analizamos con el mayor respeto y profundidad posi- 
bles los planteos que se nos trajeron, y con algunos 
-muchos- estuvimos de acuerdo. Muchos de los plan- 
teos que se nos trajeron están consagrados acá, por- 
que hoy sí hay una mayoría que tiene voluntad de 
aprobar un proyecto proveniente de esas gremiales 
que antes también trajeron un proyecto acá y cuando 
estaba sentada la mayoría en la coalición no lo apro- 
bó. Nosotros sí lo vamos a hacer. Esta es la realidad, 
y harán los discursos que quieran para decir lo con- 
trario, pero la realidad es la realidad; el problema es 
que no tiene remedio. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Tiene la palabra el 
señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: lamento la 
interpretación que hizo el señor Diputado Salsamendi 
de mis palabras, y no le voy a aceptar bajo ningún 
concepto que pretenda decir que alguien puede dar- 
me clases de cómo es la vida rural, porque yo sí viví 
en el medio rural y no en un pueblo. 


Lo que digo es que hay un artículo en el Código 
Penal que habla de legítima defensa y que el proyecto 
que venía de la Comisión Honoraria Asesora le agre- 
gaba otro inciso que decía: "En zonas suburbanas o 
rurales téngase como dependencia: galpones, instala- 
ciones, carnicerías, criaderos de toda especie, tambos, 
depósito de herramientas, de granos y/o similares, 
siempre que tengan una razonable continuidad con la 
vivienda, al punto de constituir dependencias de ella". 
Si alguien está en contra de que se agregue este inci- 
so al artículo es porque desconoce la vida rural y lo 
que es la casa. Digo que lo desconoce porque esto no 
es inventar o establecer un nuevo tipo penal; esto es 
adecuar una norma a una realidad de vida distinta a 
la que se considera en el artículo 26 del Código Penal. 


Entonces, acá no hay una cuestión de criterio, de 
ser más o menos liberal o de tratar de ir hacia el de- 
recho penal mínimo y, por consiguiente, tratar de no 
incorporar medidas legislativas de tipo penal para 
atender cierta realidad. Acá se trata de adecuar una 
norma a la realidad; nada más. Y se desconoce la 
realidad si se entiende que esto no es así, porque está 
claro que es así. 


Si no se desconoce, es peor, porque no se toma 
en cuenta: ninguno de los argumentos del informe en 
mayoría que hizo el señor Diputado Salsamendi va en 
contra de esta modificación que propuso la Comisión 
Honoraria Asesora. Y no la defiendo porque la haya 
propuesto la Comisión Honoraria Asesora -a mí no me 
influyen los ámbitos corporativos de opinión-, sino 
porque es una buena propuesta, positiva, tranquila. 
No es lo de gatillo fácil y mano dura lo que están pi- 
diendo; es otra cosa mucho más simple, más potable, 
mucho más viable y, sin embargo, la mayoría no lo 
consideró. A eso me quise referir, y si queremos ha- 
blar de cómo se vive en el medio rural, con mucho 
gusto, acá o afuera, se puede hacerlo. 


SEÑOR GUARINO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Caram).- Tiene la palabra el 
señor Diputado. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: quiero hacer 
una aclaración que hace a lo que se está hablando en 
este momento. 


El segundo inciso del literal c) del numeral 1* del 
artículo 26 del Código Penal -legítima defensa- dice: 
"Se entenderá que concurren estas tres circunstancias 
respecto de aquel que [...] defiende la entrada de una 
casa habitada o de sus dependencias, o emplea vio- 
lencia contra el individuo extraño a ella, que es sor- 
prendido dentro de la casa o de las dependencias". 


De modo que ya está establecido en la actual re- 
dacción del Código Penal y se entendió que no era 
conveniente expresar que para el medio rural las de- 
pendencias son tales y cuales, tal como proponía la 
Comisión Honoraria Asesora. Se consideró de esa ma- 
nera, entre otras cosas, porque se supone que los 
Jueces tienen la capacidad y la formación para enten- 
der qué es una dependencia y cuál es una razonable 
distancia con la casa habitación, y explícitamente se 
podía estar dando el mensaje de que en el conjunto 
de la propiedad se podía actuar como en la casa ha- 
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bitación o en las dependencias inmediatas. Creo que 
es claro el Código Penal; acá no estamos derogando 
esa disposición, pero tampoco agregando lo que pro- 
ponía la Comisión Honoraria Asesora. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Pintado) 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discu- 
sión particular del proyecto informado en mayoría. 


(Se vota) 
——Cincuenta en sesenta y siete: AFIRMATIVA. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 
SEÑOR ORRI CO.- ¿Me permite, señor Presidente? 


Mociono para que se suprima la lectura de todos 
los artículos y se voten en bloque. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Me permite, señor 
Presidente? 


Estoy de acuerdo, pero solicito que se desglosen 
los artículos 1%, 4”, 5”, 6”, 9” y 10, que el Partido Na- 
cional va a votar afirmativamente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Se va a votar la 
moción presentada por el señor Diputado Orrico. 


(Se vota) 


——Sesenta y siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- En discusión los 
artículos 1%, 4”, 5%, 6%, 9” y 10, que fueron desglosa- 
dos. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota) 


——Sesenta y siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión los artículos 2*, 3%, 7*, 8? y 11. 
Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota) 
——Cincuenta en sesenta y siete: AFIRMATIVA. 
SEÑOR CHARAMELO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR CHARAMELO.- Señor Presidente: en el adi- 
tivo que presentamos, junto con otros señores Dipu- 
tados, figura un aditivo al artículo 26 del Código Pe- 
nal, en el cual se agrega lo siguiente: "En zonas su- 
burbanas o rurales téngase como dependencia: gal- 
pones, instalaciones, carnicerías, criaderos de toda 
especie, tambos, depósito de herramientas, de granos 
y/o similares, siempre que tengan una razonable con- 
tinuidad con la vivienda, al punto de constituir depen- 
dencias de ella". Queremos que esto se ponga a con- 
sideración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Léase el aditivo 
presentado por los señores Diputados Borsari Brenna, 
Trobo, Charamelo y Torres. 


(Se lee:) 


"Artículo.- Sustitúyese el artículo 26 del Código 
Penal por el siguiente: 'Artículo 26 (Legítima de- 
fensa).- Se hallan exentos de responsabilidad: 
1) El que obra en defensa de su persona o dere- 
chos, o de la persona o derechos de otro, siem- 
pre que concurran las circunstancias siguientes: 
A) Agresión ilegítima.- B) Necesidad racional del 
medio empleado para repelerla o impedir el da- 
ño.- C) Falta de provocación suficiente por parte 
del que se defiende.- Se entenderá que concu- 
rren estas tres circunstancias respecto de aquel 
que defiende la entrada de una casa habitada o 
de sus dependencias, o emplea violencia contra 
el individuo extraño a ella, que es sorprendido 
dentro de la casa o de las dependencias.- En zo- 
nas suburbanas o rurales téngase como depen- 
dencia: galpones, instalaciones, carnicerías, cria- 
dores de toda especie, tambos, depósito de he- 
rramientas, de granos y/o similares, siempre que 
tengan una razonable continuidad con la vivien- 
da, al punto de constituir dependencias de ella.- 
2) El tercer requisito no es necesario tratándose 
de la defensa de los parientes consanguíneos en 
toda la línea recta y en la colateral hasta el se- 
gundo grado inclusive, del cónyuge, de los pa- 
dres o hijos naturales reconocidos o adoptivos, 
siempre que el defensor no haya tomado parte 
en la provocación.- 3) El que obra en defensa de 
la persona o derechos de un extraño, siempre 
que concurran las circunstancias expresadas en 
el inciso 1” y la de que el defensor no sea impul- 
sado por venganza, resentimiento u otro motivo 
ilegítimo"". 
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——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Diecisiete en sesenta y cuatro: NEGATIVA. 


SEÑOR LORENZO.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR LORENZO.- Señor Presidente: tomo la vía 
del fundamento de voto para hacer una aclaración 
que se la hice personalmente al señor Diputado Sal- 
samendi. El ofrecimiento de hablar afuera no era una 
invitación a pelear, sino a dedicarle el tiempo necesa- 
rio para hablar sobre la forma de vida en el medio 
rural. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pintado).- Queda aprobado 
el proyecto y se comunicará al Senado. 


SEÑOR PEREYRA.- ¡Que se comunique de inme- 
diato! 


SEÑOR PRESI DENTE (Pintado).- Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y tres en cincuenta y cinco: AFIRMATI- 
VA. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado por 
ser igual al informado en mayoría) 


———No habiendo más asuntos a considerar, se le- 
vanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 9) 
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